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Introducción 
 
A partir de la década de los años noventa, coincidiendo con el fin de la 
Guerra Fría, los gobiernos de los países desarrollados, 
principalmente, se han visto sometidos a una presión social para que 
se dé mayor atención a los problemas medioambientales. Estos 
gobiernos se han visto en la necesidad de recoger de manera 
creciente las reclamaciones de sus sociedades y en pocos años el 
interés de las organizaciones ambientalistas se ha extendido de sus 
propios países a lo que sucede en otras partes del planeta, lo que ha 
tensado las relaciones internacionales. Un acontecimiento muy 
ilustrativo respecto a este fenómeno es la Conferencia de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el Desarrollo (CNUMAD), 
mejor conocida como la Cumbre de Río, celebrada en 1992.  
 
México no se contaba entre las naciones subdesarrolladas que atraían 
gran atención del mundo desarrollado en materia ambiental, aunque sí 
hubo frecuentes denuncias sobre la depredación de bosques y selvas, 
así como la amenaza de extinción de algunas especies animales. En 
el nivel bilateral, en cambio, este tema adquirió mayor importancia 
conforme fueron aumentando los lazos de todo tipo, sobre todo 
económicos. Ese interés se acentuó notablemente al plantearse la 
creación de una zona de libre comercio en América del Norte. 
 
En mayo de 1991, el Congreso norteamericano autorizó al presidente 
George Bush negociar un Tratado de Libre Comercio con México y 
Canadá, empleando la vía rápida, lo que significaba que cuando el 
presidente presentara el tratado ante los legisladores, ellos sólo 
podrían aceptarlo o rechazarlo pero no enmendarlo; lo anterior con el 
fin de no sujetar el Tratado a una negociación interminable debido a 
los numerosos intereses particulares que están representados en el 
Congreso de Washington. 
 
Desde un inicio el presidente Bush apoyó de manera decidida el 
proyecto que crearía un mercado de 360 millones de consumidores 
con una producción de 6 billones de dólares anuales. En México, las 
elecciones legislativas de junio de 1991 dieron por resultado una 
sorprendente recuperación del Partido Revolucionario Institucional, lo 
cual fue interpretado por el gobierno mexicano y la Casa Blanca como 
un respaldo al proyecto de libre mercado. Parecía que el camino hacia 



el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) ya no 
tendría mayores obstáculos. 
 
El 11 de agosto de 1992 los negociadores de Estados Unidos, Canadá 
y México concluyeron sus trabajos y al día siguiente se hizo la 
presentación del tratado a la opinión pública. Las complejas 
negociaciones habían llegado a su fin, dando así un marco jurídico a 
toda una gama muy amplia de temas que relacionaban las economías 
de México, Estados Unidos y Canadá: aranceles y barreras no 
arancelarias, reglas de origen, servicios financieros, compras del 
sector público, agricultura, industria automotriz, energía, textiles, 
subsidios, principios comerciales, telecomunicaciones, inversión 
externa, propiedad intelectual y solución de controversias.1 
 
Finalmente la agenda de temas resultó incompleta, pues surgieron 
nuevos obstáculos: las preocupaciones de los activistas de las 
comunidades de derechos humanos, agricultura, medio ambiente y de 
los sindicatos. Los intereses de estos grupos no formaban parte del 
programa económico del TLCAN. En la primavera de 1993, 
agrupaciones de ciudadanos de Canadá, México y Estados Unidos se 
reunieron en Washington D.C. para discutir el impacto de TLCAN en 
sus respectivos países. Estos grupos de interés reiteraron el tema 
común que los vinculaba en sus críticas al tratado.2 Desde el 
comienzo de las negociaciones surgió una oposición proteccionista 
que fue tomando fuerza con el paso del tiempo. Los argumentos en 
contra el TLCAN fueron presentados básicamente por los sindicatos y 
por los defensores del medio ambiente. 
Para contrarrestar la visión negativa de estos sectores el gobierno 
mexicano montó una impresionante maquinaria de cabildeo en 
Washington. Sin embargo, lo que verdaderamente complicó el 
escenario para el TLCAN fue el cambio de gobierno en Washington y 
no propiamente las protestas de los activistas. 
 
                                                           
1 VÁZQUEZ, Josefina Zoraida y Lorenzo Meyer. México frente a Estados Unidos. Un ensayo histórico 1776-

1993. Fondo de Cultura Económica, México 1994, p. 237 
 
2 AUDLEY, John. “Activismo ambiental en la política comercial estadunidense: ¿por qué se preocupan los 
ecologistas a causa del TLC?”, en Driscoll, Bárbara y Mónica Verea (coordinadoras). La administración 

Clinton. Centro de Investigación sobre América del Norte, Universidad Nacional Autónoma de México, 
México 1995, p. 316   
 



Para el gobierno mexicano era muy importante que Bush lograra la 
reelección en 1992, pues su apoyo al TLCAN y al gobierno de Salinas 
era considerado como insustituible para lograr la aprobación del 
tratado en el Congreso norteamericano. Sin embargo, en noviembre 
de 1992, el candidato del Partido Demócrata, William Clinton, derrotó 
a su oponente republicano, lo que causó consternación en el gobierno 
mexicano. De inmediato el presidente Carlos Salinas buscó una 
confirmación pública de apoyo al proyecto del TLCAN por parte del 
ganador. Ya como presidente electo, Clinton se reúne con Salinas en 
Texas el 8 de enero de 1993 y las expresiones públicas de apoyo al 
TLCAN comenzaron a escucharse; sin embargo, se trató de un apoyo 
condicionado.  
 
A pesar de que las negociaciones habían concluido, la problemática 
ambiental, que había sido un tema importante durante la campaña de 
Clinton, no había sido considerado. Ante esta circunstancia el nuevo 
gobierno opta por la negociación de dos acuerdos paralelos, uno en 
materia laboral y el otro en materia ambiental, lo cual da un nuevo 
impulso a los grupos ambientalistas, así como a los sindicatos.3 
 
La administración de Clinton buscó de inmediato poner su sello a un 
tratado que había sido negociado por sus oponentes republicanos. El 
gobierno mexicano se negó a una reapertura del TLCAN, pero no 
pudo evitar la presión para aceptar los acuerdos paralelos, sin los 
cuales el gobierno de Clinton no hubiera presentado el TLCAN a un 
Congreso dominado por el Partido Republicano, el cual ha sido 
tradicional fortaleza de los intereses proteccionistas. 
 
Para septiembre de 1993 y justo cuando el gobierno de Salinas 
entraba en su fase final y políticamente más delicada, los enemigos y 
los partidarios del TLCAN en Estados Unidos, que habían aumentado 
en cantidad y calidad, se aprestaban a dar la gran batalla final cuyo 
escenario sería el Congreso de Estados Unidos. 
 
Mientras para el gobierno del presidente Clinton el TLCAN era un 
elemento secundario en su agenda legislativa, para el presidente 
Salinas era vital. La economía mexicana vivía una situación muy 

                                                           
3 Ibidem.   
 



delicada: el déficit anual con el exterior era de más de 20 mil millones 
de dólares, a lo que se añade la deuda externa pública y privada (99 
mil millones de dólares al concluir 1992), 30 mil millones adicionales 
de capital extranjero en la bolsa, que podían abandonar el país si su 
confianza en la economía mexicana se deterioraba; y parte 
fundamental de esa confianza, o al menos así se nos hizo creer, 
estaba cimentada justamente en la aprobación del TLCAN.4 Esto 
explica en parte por qué México firma los Acuerdos Paralelos sin 
ningún problema y casi a ojos cerrados, puesto que era una necesidad 
política en aquella coyuntura.  
 
En México el debate sobre los efectos del TLCAN se caracterizó por 
ser excluyente, cupular y escaso. El papel de los medios masivos y la 
descalificación de las voces contrarias al tratado fueron puntos 
fundamentales de la estrategia gubernamental. El traslado de la arena 
política al Congreso de Estados Unidos fue un factor para la exclusión 
de la sociedad mexicana en la confrontación de ideas. Basta observar 
la intensa actividad de cabildeo desarrollada por el gobierno salinista 
con activistas y grupos de interés de ese país, así como la cobertura 
por parte de los medios de comunicación mexicanos el día de la 
votación del TLCAN en el legislativo estadunidense. 
 
Finalmente, el Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del 
Norte (ACAAN) se terminó de negociar el 12 de agosto de 1993 y fue 
firmado el 14 de septiembre del mismo año. Entró en vigor el 1° de 
enero de 1994. 
La disyuntiva principal es si el ACAAN implica realmente para México 
una mayor protección a sus ecosistemas y medio ambiente o, si por el 
contrario, implica graves desventajas en el terreno comercial debido a 
que el complicado proteccionismo de hoy muchas veces utiliza 
justificaciones ecológicas y ambientales para imponerse. 
 
A su vez, fue necesario estudiar qué tanto los intereses comerciales 
determinan el tratamiento de los asuntos medioambientales en el 
marco del TLCAN. Esto me llevó a hacer un seguimiento del origen de 
las negociaciones del ACAAN para conocer por qué surge, cuáles son 
los intereses comerciales y políticos de trasfondo y qué tanto peso han 
tenido éstos elementos para determinar el rumbo que ha tomado el 

                                                           
4 Josefina Zoraida, op cit,  p. 239 



ACAAN. Esto es sumamente importante para conocer qué tantos 
alcances y límites tiene actualmente el Acuerdo.  
 
La hipótesis principal de esta tesis es que el ACAAN representa una 
barrera no arancelaria al comercio en América del Norte, esto es que 
se utilizan justificaciones ecológicas para imponer un 
neoproteccionismo difícil de combatir, lo que complicará la buena 
marcha del TLCAN en detrimento del libre comercio, principalmente 
en perjuicio de México, debido a que es el socio más débil en varios 
terrenos. Lo anterior debido a los antecedentes que se tienen con 
Estados Unidos. Por ejemplo, el bloqueo a la importación de 
productos mexicanos tales como el atún, aguacate, jitomate, escobas 
de mijo, papa, cítricos, etc., donde se han utilizado pretextos 
medioambientales.   



Capítulo 1 
 

La relación comercio - medio ambiente y antecedentes 
 
    1.1. La problemática ambiental en el siglo XX 
 
Es a partir de los años setenta cuando el concepto de medio ambiente 
es mencionado en los foros internacionales como una preocupación 
primaria y ya no secundaria, como sí lo fue antes.  
 
Podemos ubicar el nacimiento del tema medioambiental en el contexto 
internacional a partir de la crisis petrolera de principios de los 
setentas. Los países desarrollados luchan por apropiarse de los 
recursos naturales de los países subdesarrollados y mientras, estas 
mismas naciones en vías de desarrollo, luchan por ejercer una plena 
soberanía sobre sus recursos naturales.  
 
Se vive la prolongada Guerra de Vietnam, a la par que los gobiernos, 
principalmente latinoamericanos, desean tomar las riendas del destino 
de los países que gobiernan a través de un modelo desarrollista 
independiente.  
 
Es hasta 1972 cuando se celebra en Estocolmo la Primera 
Conferencia Mundial sobre Medio Ambiente, donde se examina por 
primera vez la crisis ambiental mundial. De ella emanó una importante 
declaración donde se obligan todos los países participantes de 
proteger el medio ambiente a escala global. 
 
Dicha Conferencia funge también como detonador para que se formen 
las primeras ONG ecológicas y también para que surjan múltiples 
conferencias y organismos multilaterales, regionales y bilaterales 
comprometidos con la preservación medioambiental. Algo muy 
provechoso fue que se adoptaron instrumentos jurídicos para proteger 
recursos naturales específicos.  
 
Un resultado muy importante fue la creación del Programa de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente (PNUMA), con sede en 



Nairobi, Kenia. Esta es la única agencia de las Naciones Unidas con 
sede en un país subdesarrollado.1 
 
Aunque en esta etapa la comunidad internacional adquirió una nueva 
percepción de los problemas ambientales, la relación del medio 
ambiente en su totalidad y los recursos naturales específicos, se 
siguió tratando sectorial y parcialmente.  
 
En 1985 se adopta el Convenio de Viena para la protección de la capa 
de ozono. En este Convenio se previó la adopción de futuros 
protocolos derivados del mismo, como el Protocolo de Montreal sobre 
sustancias químicas que agotan la capa de ozono, el cual se firmó en 
1987. En este Protocolo se introdujo una importante innovación que 
consiste en un sistema diferenciado de obligaciones para los países 
desarrollados y los países en desarrollo.  
 
Posteriormente, en 1987, gracias a la ONU la Comisión Mundial sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo publica un documento llamado Nuestro 
Futuro Común o Informe Brundtland, el cual es referencia obligada 
para que las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales 
aborden el tema de medio ambiente en su agenda.  
 
En 1988, de acuerdo a la experiencia del Protocolo de Montreal, se 
conformó el Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático 
(PICC), con el mandato de compilar toda la información científica 
posible sobre los gases de efecto invernadero de origen 
antropogénico. 
 
En cuanto a la problemática regional, en 1983 México y Estados 
Unidos firman en La Paz, Baja California Sur, el Acuerdo de 
Cooperación entre México y Estados Unidos sobre movimientos 
trasfronterizos de desechos y sustancias peligrosas, mejor conocido 
como el Acuerdo de la Paz, el cual contempla la contaminación por 
aire, agua y desechos.  
     1.2. La agenda ambiental post Guerra Fría 
 

                                                           
1 Ver PONCE Nava, Diana, “El derecho internacional sobre medio ambiente y desarrollo: la contribución 
mexicana”, en Revista Mexicana de Política Exterior, Instituto Matías Romero de Estudios Diplomáticos 
(IMRED),  SER, México, N° 47, Verano de 1995, p. 83 



Al terminar la Guerra Fría, uno de los temas que llenó la agenda 
internacional fue justamente el ambiental, entre otros, así como el 
narcotráfico. Dentro de esta histórica recomposición de fuerzas y con 
el surgimiento de varios nuevos países que se aunaron al grupo de los 
77, el tema medioambiental comenzó a recibir la atención necesaria 
para la celebración de una conferencia, que en gran parte 
conmemoraba los 20 años de la Conferencia de Estocolmo. 
 
Tres años después del derrumbamiento del muro de Berlín, se celebra 
dicha conferencia sin precedentes en cuanto al número de países 
asistentes: la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo (CNUMAD), también famosa como la 
Conferencia de Río o como la Cumbre para la Tierra, llevada a cabo 
en 1992 en Río de Janeiro, Brasil.  
 
En el Programa XXI, el capítulo 27 está dedicado al fortalecimiento del 
papel de las Organizaciones No Gubernamentales (ONG) asociadas 
en la búsqueda de un desarrollo durable. En el punto 27.3., se 
reconoce su experiencia, pericia y capacidad. Asimismo, se menciona 
que las ONG ofrecen una red mundial que debería utilizarse, investirla 
de facultades y fortalecerla para apoyar el cumplimiento de objetivos 
comunes.  
 
Además de la ONU, la Organización de Cooperación y Desarrollo 
Económicos (OCDE), a la cual México pertenece desde 1995, 
comienza a darle importancia a los temas medioambientales. Por 
ejemplo, en 1994 sus 24 miembros firman el Convenio de Basilea, 
Suiza, por el cual prohibe a sus socios la exportación de residuos 
peligrosos hacia los países no socios. Estados Unidos decidió no 
adherirse a dicha Convención. 
 
En 1997, se adopta el Protocolo de Kyoto relativo a la protección de la 
capa de ozono, donde los países adheridos a él se comprometen a 
reducir sus niveles de emisión al mismo nivel que emitían en 1990. 
 
Hasta hoy en día todos los esfuerzos en la materia posteriores al 
CNUMAD son de tipo regional y van en el sentido de elaborar una 
revisión a diez años de la Cumbre de Río. Dicha Cumbre ha sido el 
detonante de un activismo ambiental que ha crecido a lo largo de 
estos diez años, tanto en el ámbito no gubernamental como en el 



gubernamental. No se ha celebrado ninguna cumbre multilateral de la 
magnitud que tuvo la propia CNUMAD.  
 
Dentro de estos esfuerzos regionales podemos decir que la firma del 
ACAAN es uno de ellos. Las presiones de los países desarrollados 
hacia los países subdesarrollados en materia medioambiental está 
intrínsecamente relacionada con las presiones comerciales. Es decir, 
no hay tratado comercial que no considere el medio ambiente, ya sea 
de forma paralela o incluido en el mismo acuerdo.  
 
De igual manera, instituciones como la Organización Mundial de 
Comercio (OMC), la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE), el propio PNUMA emanado de la CNUMAD y el 
Banco Mundial, tienen un gran reto a seguir y un tema complejo que 
tratar: la relación comercio – medio ambiente, es decir, ¿cómo 
avanzar en uno y en otro sin sacrificar a ninguno de los dos? 
 
     1.3. Comercio y medio ambiente 
 
¿Cómo lograr un equilibrio entre crecimiento económico y protección 
al medio ambiente? Para enfrentar este reto se introdujo el término de 
desarrollo durable. El concepto se comienza a discutir en 1972 en la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente 
Humano, donde los países subdesarrollados fueron incluidos dentro 
de la problemática ambiental. Otro origen del concepto lo tenemos en 
la publicación Los límites del crecimiento elaborado por el Club de 
Roma en 1972, donde se reconoce el vínculo entre la actividad 
económica y el medio ambiente.2 
El concepto de desarrollo durable fue popularizado a mediados de los 
años ochenta a partir de la publicación del Informe de la Comisión 
Brundtland de las Naciones Unidas, llamado Nuestro Futuro Común, 
lo que conduce posteriormente a la celebración de la Conferencia de 
Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD) en 
1992, en Río de Janeiro, Brasil.  
 
                                                           
2 La Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo en Nuestro Futuro Común del Informe 
Brundtland de 1987, demanda un nuevo estilo de desarrollo económico (desarrollo sostenido) que incluye la 
protección ambiental bajo una reorientación de las naciones desarrolladas y el reordenamiento de las 
relaciones Norte-Sur. Al respecto véase PEARSON, Charles. El nexo entre comercio internacional y medio 
ambiente ¿Qué hay de nuevo desde 1972?, en INE, CEMDA, CIEL. Comercio y medio ambiente. Derecho, 

economía y política. México 1995, p. 33. 



Los vínculos existentes entre comercio y medio ambiente es un tema 
que divide fuertemente opiniones y que además no tiene aún perfiles 
claros. Esta relación no se había abordado explícitamente desde una 
perspectiva teórica del comercio internacional, a su vez, el 
ambientalismo no le había concedido mucha relevancia. 
 
Al inicio de la década de los noventas la interrelación entre ambos 
temas se complica a medida que los países y sus mercados, 
principalmente industrializados, comienzan a utilizar sanciones de tipo 
comercial para hacer cumplir compromisos ambientales o para 
cambiar el comportamiento ambiental de otras naciones.  
 
Esta situación comienza de manera unilateral, cuando Estados Unidos 
aplica el embargo atunero que impuso a varios países. Acto que el 16 
de agosto de 1991 un panel de tres árbitros del Acuerdo General de 
Aranceles Aduaneros y Comercio (AGAAC) determina que las 
cláusulas sobre embargo del Acta de Estados Unidos para la 
Protección de los Mamíferos Marinos (MMPA) son una barrera injusta 
al comercio internacional.  
 
Entre 1991 y 1992 se dieron casos muy importantes que vienen a 
confirmar esta interrelación: la sentencia a favor de México en el 
AGAAC en el caso del embargo atunero; la Conferencia de Río que 
por primera vez reúne a más de 180 jefes de Estado y de Gobierno 
para discutir el tema del medio ambiente y desarrollo sustentable; y la 
demanda presentada ante el juez federal Richey en Estados Unidos 
para que se llevara a cabo una evaluación del impacto ambiental al 
TLCAN.3 
 
En un nivel más general el AGAAC fue integrando a su agenda las 
preocupaciones sobre las formas en que la regulación ecológica 
afecta los intercambios comerciales y cómo el comercio es utilizado 
para influir en las modalidades de explotación de los recursos 
naturales, sobre todo a raíz de varios hechos en los cuales se 
aplicaron presiones económicas a diversos países, en el supuesto de 
ser motivadas por razones de protección ambiental. También aparece 
el tema desde otra óptica: la de condicionar el comercio para que no 

                                                           
3 CARMONA LARA, María del Carmen, “Comercio y ambiente. La perspectiva mexicana.”, en INE, 
CEMDA, CIEL, op cit p. 191 



incida negativamente en el ambiente, lo cual fue planteado sobre todo 
por los participantes no oficiales que intervinieron en la Conferencia de 
Río.4 
 
La relación entre el libre comercio internacional y la protección 
ambiental involucra a varios actores, entre ellos al Estado, 
Organizaciones Sociales (ONG) y empresas transnacionales; así 
como también comprende un gran juego entre leyes internacionales y 
nacionales, soberanía nacional, economías de mercado y desarrollo 
sustentable. De hecho, la política sobre comercio está siendo el foro 
en el que se va a decidir si la economía global se va a basar en la 
ética del desarrollo sustentable o en los principios del mercado del 
laissez-faire.5  
 

1.3.1 Argumentos que afirman que el libre comercio                                                                                                   
beneficia al medio ambiente 

 
El texto de la Agenda 21, emanada de la CNUMAD, estuvo de 
acuerdo en su totalidad con la línea adoptada por la Secretaría del 
AGAAC en su informe sobre comercio internacional y medio ambiente. 
Esto significa que la liberalización del comercio internacional debería 
tomar el liderazgo como objetivo político y que el crecimiento 
económico que de ahí se derive transferirá entonces riquezas para el 
desarrollo sustentable.6 Por su parte, la Organización Mundial de 
Comercio (OMC), organismo que sucede al AGAAC, también ha 
argumentado que el libre comercio contribuye al medio ambiente en la 
medida en que estimula el crecimiento económico, lo cual proporciona 
dinero para “limpiar” el ambiente.  
 
Por lo que respecta a los convenios comerciales internacionales, casi 
ninguno de ellos contiene disposiciones ambientales. El eje alrededor 
del cual se edificó el sistema actual de comercio internacional se dio 

                                                           
4 PROVENCIO, Enrique, “TLC, acuerdo paralelo y medio ambiente”, en El Cotidiano, Revista de la realidad 
mexicana actual N° 60, Universidad Autónoma Metropolitana-Unidad Azcapotzalco, División de Ciencias 
Sociales y Humanidades, México enero-febrero de 1994, p.28. 
5 WATEN, Thomas A, “Una guía al comercio internacional y el medio ambiente”, en CEMDA, INE, CIEL, 
op cit, p.7 y 8. 
6 ARDEN-CLARKE, Charles, “Agenda para la reforma de la política comercial internacional para apoyar el 
desarrollo sustentable: seguimiento de la conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo”, en INE, CEMDA, CIEL, op cit, p. 94. 



en una época en que los aspectos ecológicos no tenían la relevancia 
actual.  
 
El AGAAC carecía de las disposiciones necesarias para resolver las 
numerosas incertidumbres sobre la interacción del comercio con el 
medio ambiente. Esta laguna jurídica suscitó grandes debates en la 
OMC a la hora de adecuar sus reglas a las preocupaciones 
ecológicas. Los negociadores se resistieron a la idea de que la política 
sobre comercio internacional tenía que ser diseñada para promover la 
protección ambiental, perspectiva que en el TLCAN fue distinta. 
 
El Comité de Comercio y Medio Ambiente de la OMC asegura que no 
hay una contradicción inherente entre apoyar y salvaguardar un 
sistema de comercio abierto, equitativo, multilateral y no 
discriminatorio, y actuar a favor de la conservación y protección del 
medio ambiente, así como promover el desarrollo sustentable. Según 
la OMC estas dos áreas son, o deben ser, complementarias.7 
 
 
 
 
     1.3.2. Medio ambiente vs libre comercio 
 
En cuanto a los ambientalistas, su preocupación es que un sistema de 
libre comercio internacional desregulado pueda limitar las leyes de 
protección ambiental existentes. Como las compañías buscan reducir 
los costos de producción, muchas industrias buscan trasladarse a 
países con leyes ambientales débiles o de aplicación insuficiente.  
 
Por su parte, los defensores del libre comercio internacional temen 
que las medidas estrictas para proteger el medio ambiente puedan 
disminuir la competencia abierta. Por ejemplo, las compañías de los 
países subdesarrollados podrían no tener la tecnología o el 
conocimiento para satisfacer las normas ambientales más avanzadas 
de los países desarrollados y, por lo tanto, perderían el acceso a esos 
mercados. Ellos argumentan que los estándares de protección 

                                                           
7 Seminario de Comercio y Medio Ambiente, Semarnap, Unidad de Análisis Económico y Social, responsable 
Juan Carlos Belausteguigoitia, México 2 de diciembre de 1996, documento. 



ambiental son generalmente diseñados o administrados para proteger 
a las industrias locales. 
 
Los ambientalistas y los defensores del comercio internacional están 
descubriendo las dificultades entre las reglas del comercio 
internacional y la protección ambiental. Según Thomas Wathen la 
reconciliación de la protección ambiental con la política sobre 
comercio internacional requerirá esfuerzos considerables, 
principalmente en el frente político. Sin embargo, antes de que estos 
esfuerzos puedan ser exitosos debe avanzarse en tres áreas básicas: 
 
1.- Identificar las condiciones bajo las cuales el incremento del 
comercio internacional es bueno para el medio ambiente: Los 
defensores del comercio internacional argumentan que el incremento 
del mismo va a mejorar el desarrollo económico global lo suficiente 
como para proveer los fondos para mejorar la protección ambiental en 
los países subdesarrollados. Pero a pesar de los reclamos de 
eficiencia, los ambientalistas aún no están convencidos de que el libre 
comercio internacional vaya a resultar naturalmente en una mayor 
protección ambiental. En muchos niveles, el libre comercio 
internacional sin políticas acordes con el desarrollo sustentable puede 
dañar el medio ambiente. Si los defensores del comercio internacional 
quieren ser exitosos en suavizar las críticas ambientales, deben 
desarrollar políticas más claras en la internalización de los costos 
ambientales y en demostraciones más tangibles de los beneficios del 
libre comercio internacional sobre la protección ambiental. 
 
2.- Armonizar las regulaciones ambientales nacionales e 
internacionales: El núcleo de este problema es cómo la armonización 
de los estándares puede ser diseñada para que los gobiernos 
nacionales y locales adopten políticas que reflejen las condiciones 
ecológicas del lugar y que valoren las preferencias de sus habitantes. 
Resolver este problema va a llevar a enfoques innovadores y flexibles 
en las políticas de armonización.  
 
3.- Incrementar la cooperación internacional y la participación pública 
en las negociaciones de libre comercio internacional: A los gobiernos 
de todos los niveles se les requiere que renuncien a la soberanía 
sobre la regulación de los negocios y la protección ambiental. Esta 



centralización de autoridad expone el problema sobre qué foro es el 
más apropiado para la toma de decisiones sobre el balance entre las 
normas internacionales, nacionales y locales.  
 
Según Charles Pearson8, hay tres razones fundamentales por las que 
el nexo entre comercio internacional y medio ambiente ha resurgido en 
esta década como un problema mayor: 
 
1. La creciente integración de las economías nacionales a través del 

comercio internacional y las inversiones; 
2. La creciente atención a las amenazas ambientales trasfronterizas y 

fenómenos de alcance global como el cambio climático; 
3. El auge del desarrollo sustentable que amplía las preocupaciones 

ambientales de la reducción de la contaminación a la conservación 
de los ecosistemas. 

 
Las tendencias van en el sentido de crear un sólo mercado que 
provea la oportunidad de usar el comercio internacional como un 
incentivo o una sanción para cambiar las prácticas ambientales de 
terceros países. La esencia del problema entre comercio internacional 
y contaminación trasfronteriza puede ser explicada de la siguiente 
forma: los tratados ambientales internacionales que se refieren a 
problemas globales, recurren a pagos y compensaciones para inducir 
su cumplimiento o a medidas coercitivas debido a que no existe un 
organismo supranacional de protección ambiental y porque la 
incidencia de abaratar costos y beneficios no es congruente con las 
fronteras nacionales. El sistema de pagos internacionales es, en el 
mejor de los casos, rudimentario, y la recién establecida GEF (Global 
Environmental Facility) es apenas un comienzo. Las medidas 
coercitivas más obvias están en el campo del comercio internacional.    
 
Debido a lo anterior surge la tentación de asegurar el cumplimiento 
con tratados ambientales internacionales y desalentar a los 
transgresores utilizando restricciones jurídicas y comerciales. La 
cuestión es claramente nueva desde 1972. No existe ningún principio 
guía que reconcilie el objetivo del libre comercio y el objetivo de la 
efectiva regulación de las externalidades ambientales internacionales. 
Los criterios para este principio están siendo vivamente discutidos en 

                                                           
8 PEARSON, Charles, op cit, p. 30 y 31. 



la OCDE. Presumiblemente tales criterios harán una distinción entre el 
uso unilateral de medidas comerciales (lo cual desencadena el tema 
del ecoimperialismo) y de tratados ambientales internacionales con 
medidas relativas al comercio internacional.9 
 
Según Charles Pearson, ni el uso de medidas comerciales para 
asegurar objetivos ambientales, ni las restricciones al comercio 
internacional motivadas ambientalmente van a resolver estos 
conflictos. Al respecto, Gabriel Quadri menciona que existe ya una 
literatura importante que demuestra que siempre es más eficiente y 
efectivo utilizar instrumentos directos de primer orden para resolver 
problemas ambientales y no instrumentos indirectos que, por otra 
parte, generan distorsiones económicas y costos sociales 
innecesarios, tal vez superiores a los supuestos beneficios 
ambientales que se pretenderían obtener.  
 
La solución óptima a los problemas ambientales no puede venir de 
decisiones de política comercial, ya que éstas rara vez se dirigen 
directamente a las causas de los mismos, ocasionando con frecuencia 
pérdidas en el ingreso nacional y con el riesgo de agravar incluso los 
problemas sobre recursos ambientales, principalmente cuando un país 
industrializado las aplica a uno subdesarrollado. 
 
Quizá se deba dar una explicación más amplia para comprender mejor 
el por qué la negativa de permitir que sean los principios de libre 
mercado los que se encarguen de esta compleja problemática. 
Sucede que el mercado tradicional pone los recursos a disposición de 
quienes los pueden adquirir y no a disposición de quienes los 
necesitan. Por un lado, ello implica el estímulo de demandas 
artificiales, la generación de desperdicios en el proceso productivo y, 
lo que es más grave, la subutilización de los recursos mismos. Según 
palabras de Wolfgang Sachs, en el mismo momento en que la 
economía ha logrado finalmente dominar en todo el mundo, los 
rompimientos sociales y la destrucción ambiental se han vuelto 
rampantes. 
 
En primer lugar, el desarrollo de una “alta tecnología” y la división 
internacional del trabajo nos hacen pasar por alto los vínculos entre 

                                                           
9 Ibid. 33 



las causas y los efectos del agotamiento de los recursos. En segundo 
lugar, se tienen las externalidades. Como tercer argumento tenemos 
la visión a corto plazo propia del mercado, lo que implica una máxima 
ganancia al menor costo y en el menor de los plazos. El mal uso o 
agotamiento de los recursos implica cuestiones de equidad entre 
generaciones. En la mayor parte de las sociedades los futuros 
beneficios y costos de proteger el ambiente son menos apreciados en 
relación con los actuales beneficios y costos. Por último, nuestra 
capacidad para responder eficazmente a las consecuencias 
ambientales del uso de los recursos se ve seriamente menoscabada 
por el compromiso de cada sociedad con su propia ideología de 
desarrollo económico. 
La expansión del comercio internacional se nos presenta como el 
punto central de la perspectiva actual sobre cómo alcanzar el 
crecimiento económico. La ruta hacia el éxito económico se ve como 
una cuestión de aumentar los grados de liberalización comercial. Esta 
aparente panacea del “libre comercio” ha sido cuestionada, entre 
otros, por expertos en cuestiones del medio ambiente, quienes 
sostienen que un modelo de desarrollo no sujeto a restricciones y 
orientado hacia las exportaciones conduce a una importante 
degradación del medio ambiente.  
 
Por otra parte, se afirma que las ventajas competitivas internacionales 
se logran en parte mediante la externalización, es decir, a través de 
una determinación de costos inadecuada de los efectos en el medio 
de la producción y el comercio orientados hacia la exportación. El 
mercado no da cuenta de los efectos ambientales que se derivan de 
una actividad económica, ni los compensa. Sin embargo, afectan las 
condiciones y la calidad de vida del ser humano y cuestiona los 
posibles beneficios de esta actividad.  
 
La cuestión ambiental abre una nueva perspectiva para las políticas 
del desarrollo que va más allá de los problemas estructurales y 
coyunturales relativos a la salud de la economía. Si bien el ambiente 
ha sido concebido como una nueva dimensión del proceso de 
desarrollo, éste no puede ser subordinado a un sector de la economía, 
puesto que atraviesa con su carácter transectorial todas las esferas de 
la administración pública y de la planificación del desarrollo.  
 



Los procesos ambientales se resisten a ser traducidos y reducidos a 
valores económicos, además de que la valorización económica del 
ambiente es complicada. ¿Cuál sería el valor actual de la 
biodiversidad cuyos potenciales productivos son aún desconocidos en 
gran parte, o cómo establecer el valor de los derechos de las etnias 
sobre los recursos de su biodiversidad frente a los intereses de los 
consorcios trasnacionales de biotecnología que pretenden apropiarse, 
patentar y comercializar este recurso? ¿Cuál es el costo de un riesgo 
nuclear ante su beneficio económico?10  
 
 
     1.4.Perspectiva teórica 
 

El presente marco teórico se basa en dos conceptos clave: 
transdisciplina e interdisciplina. La construcción de nuevos objetos y la 
incursión en nuevos ámbitos del conocimiento, requiere de fórmulas 
inter y transdisciplinarias. 
 
          1.4.1. Transdisciplina 
 
En cuanto a los procesos transdisciplinarios, éstos se caracterizan por 
la importación y asimilación de conceptos, nociones y métodos de 
estudio entre campos constituidos del saber, mismos que han 
generado un descentramiento y desplazamientos de los objetos 
teóricos de las ciencias hacia la constitución de objetos teórico-
prácticos de conocimiento.  
 
Por lo que a la crisis ambiental respecta, ésta problematiza los 
paradigmas establecidos del conocimiento y demanda nuevas 
metodologías capaces de orientar un proceso de reconstrucción del 
saber que permita realizar un análisis integrado de la realidad. 
 

Las estrategias conceptuales para generar los instrumentos teóricos y 
prácticos que requiere la gestión ambiental del desarrollo bajo 
condiciones de sustentabilidad y equidad no pueden surgir de los 
paradigmas económicos dominantes. 
 
                                                           
10 LEFF, Enrique. Economía y democracia: las alternativas para el desarrollo sustentable y equitativo, en 
Calva, José Luis (coordinador). Sustentabilidad y desarrollo ambiental. Seminario nacional sobre alternativas 
para la economía mexicana. Primer tomo, Acción y Desarrollo Ecológico A.C., Semarnap, PNUD y Juan 
Pablos editor, México 1996, p. 101. 



          1.4.2. Interdisciplina 
 
La interdisciplina implica la necesidad de una política del conocimiento 
que promueva la articulación de ciencias y la integración de saberes 
de las distintas disciplinas que intervienen en estos procesos (la 
integración de las partes de un todo fraccionado y disperso por la 
práctica de un manejo “desintegrado”), y que induzca un proceso de 
producción interdisciplinaria de conceptos prácticos.  
 

Las prácticas interdisciplinarias, entendidas como la selección de 
variable y dimensiones significativas para aprehender una 
problemática desde los enfoques de diferentes disciplinas, son 
necesarias para diagnosticar la investigación de los efectos generados 
por la convergencia de fenómenos naturales, factores tecnológicos, 
mecanismos económicos y condiciones políticas e institucionales 
sobre una problemática ambiental. 
 
De esta manera, cada especialista puede captar, desde su 
especialidad, los aspectos más significativos que inciden en esta, 
aportando conocimientos útiles para su control o para la aplicación de 
programas alternativos de gestión ambiental. El análisis de estos 
factores, dentro de un enfoque sistémico, genera una visión más 
comprehensiva sobre la génesis y las opciones de transformación de 
esta problemática, ofreciendo diagnósticos y soluciones más 
integrales que los que surgen de un tratamiento unidimensional o 
sectorializado.* 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                           
* El marco teórico se basa en los postulados de Enrique Leff, en su libro Ecología y capital, racionalidad 

ambiental, democracia participativa y desarrollo sustentable, siglo XXI editores, en coedición con el 
Instituto de Investigaciones Sociales de la UNAM, 2ª ed., 437 p.p; y en ARROYO Pichardo Graciela, 
“Fronteras del conocimiento en las ciencias sociales”, en Acta Sociológica N°32, mayo-agosto del 2001, 
FCPyS, UNAM, p.141. 



 
 

Capítulo 2. 
Libre Comercio y medio ambiente en América del Norte 

 
Durante las negociaciones del TLCAN el tema del medio ambiente no 
fue considerado siquiera en su primera fase con las administraciones 
de George Bush, Carlos Salinas De Gortari y Brian Mulroney. El 
debate ambiental comienza en Estados Unidos durante la campaña 
presidencial del demócrata William Clinton, influenciado por el bajo 
nivel de desarrollo en México; donde se señalaba que las normas 
ambientales eran más flexibles, lo cual permitiría el establecimiento de 
industrias e inversiones en detrimento de los mercados canadienses y 
estadunidenses, así como las presiones de las organizaciones 
sociales para que se incorporara el tema ambiental en la agenda 
oficial. 
 
Por otra parte, la disparidad en los costos de la mano de obra entre 
Estados Unidos y México, el importante papel de las inversiones 
extranjeras en México y los problemas de contaminación bien 
documentados de la industria maquiladora en la frontera fueron 
factores que acentuaron la posibilidad de que, si quedaba 
desregulado, el TLCAN alentaría el llamado "paraíso de 
contaminación" en México.  
 
 

2.1. Argumentos que sostienen que el TLCAN beneficia el 
medio ambiente 

 
Hay quienes sostienen que con la apertura comercial existen mejores 
condiciones para enfrentar los retos del desarrollo sustentable, entre 
ellos los siguientes11: 
 
1. El TLCAN supondrá más crecimiento económico y por lo tanto una 

elevación sostenida del ingreso per cápita de la población 

                                                           
11  PROVENCIO, Enrique. “TLC, acuerdo paralelo y medio ambiente”, en El Cotidiano N° 60, Universidad 
Autónoma Metropolitana- Unidad Azcapotzalco, División de Ciencias Sociales y Humanidades, México 
enero-febrero 1994, p.28. 



mexicana, lo que supone que la sociedad estará más dispuesta a 
asumir los costos de la restauración y preservación ambiental.  

 
2. El TLCAN facilitará el acceso a nuevas tecnologías, ya sea por la 

vía de la adquisición o por el arribo de plantas innovadoras, lo que 
facilitará la introducción de procesos productivos y de consumo más 
limpios, así se acelerará la transición hacia la sustentabilidad del 
desarrollo. 

 
3. Dados los compromisos adoptados entre los tres países ahora será 

más factible que la legislación y la normatividad, así como las 
instituciones públicas tengan un cambio positivo más acelerado y 
confluyan pronto con las de Canadá y Estados Unidos, lo cual 
propiciará en México un cambio más rápido hacia el desarrollo 
sustentable. 

 
4. El TLCAN representa una oportunidad única para atacar los 

problemas de contaminación trasfronteriza, especialmente entre 
México y Estados Unidos. Sin este acuerdo México tendría menos 
recursos e incentivos para cooperar. 

 
De acuerdo con la hipótesis del "paraíso de contaminadores", las 
diferencias significativas en los requerimientos ambientales provocan 
que las industrias sucias tiendan a establecerse en aquellos países en 
los cuales el control ambiental es menos estricto. Esta hipótesis, que 
intuitivamente tiene sentido, no ha podido ser comprobada en una 
gran diversidad de estudios. Claro que los resultados no implican que 
no haya empresas establecidas en otros países para reducir 
considerablemente sus gastos de control ambiental. En la decisión de 
dónde establecer una empresa hay otros factores han probado ser de 
mayor importancia que el diferencial en costos de control ambiental. 
 
Una investigación realizada en la Universidad de Princeton en 199112 
con el fin de defender el libre comercio, analiza en su segunda parte si 
con el TLCAN las plantas de Estados Unidos se trasladarán a México 
para abaratar costos debido a la laxa legislación ambiental mexicana. 
                                                           
12 HOGENBOOM, Barbara. “El debate ambiental en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte: de 
cómo la alianza trasnacional de los negociadores enfrentó las críticas”, en Relaciones Internacionales N° 73, 
México enero-abril de 1997, Facultad de Ciencias Políticas y Sociales, Universidad Nacional Autónoma de 
México, p. 111. 



Resulta que evadir las normas ambientales estrictos no ha sido un 
incentivo para que las empresas estadounidenses trasladen sus 
procesos productivos a territorio mexicano, dado que el abatimiento de 
costos por motivos ambientales es bastante menor comparado con los 
costos de producción.  
Existe poca o ninguna evidencia de que las compañías se trasladan 
para beneficiarse de la reducción de costos ambientales. Estos costos 
representan, por lo general, el uno por ciento de los costos de 
producción. Existen otros factores más importantes en las decisiones 
de reubicación. Las tarifas anteriores al TLCAN, en general, ya eran 
bajas para la industria, además de que la aplicación de las normas 
mexicanas tiende a aumentar, así que los ahorros que se pretendían 
lograr con la reubicación se vuelven menos atractivos. En el marco del 
TLCAN los tres países tienen prohibido elaborar normas ambientales 
menos estrictas para atraer inversión, incluso otros acuerdos 
ambientales internacionales firmados por los tres países que busquen 
una protección ambiental más estricta, tendrán prioridad sobre los 
acuerdos bilaterales.13  
 

2.1.1. Argumentos que sostienen que el TLCAN no  
necesariamente beneficia el medio ambiente 

 
Varios autores, entre ellos Enrique Provencio, se preguntan hasta qué 
punto el TLCAN es la base para obtener los logros que se mencionan 
dentro de los argumentos a favor, y hasta dónde incluye elementos 
como para esperar que sea tan bondadoso desde el punto de vista 
ambiental. Las críticas hacia los argumentos anteriores son las 
siguientes:  
 
1.- El libre comercio puede no ser igual a crecimiento económico y el 
crecimiento económico no necesariamente significa un aumento del 
ingreso per cápita ni mucho menos de una mejor distribución del 
ingreso. Aquí se está reduciendo la cuestión del medio ambiente y del 
desarrollo sustentable a un mero problema económico siendo que la 
problemática es más compleja, pues no siempre corresponde un 
aumento en los ingresos con un mayor cuidado y protección de los 
ecosistemas, por el contrario, podría suceder que a mayor ingreso, 

                                                           
13 Comisión para la Cooperación Ambiental, Serie Medio Ambiente y Comercio Serie N° 2, Efectos del TLC. 
Efectos potenciales del TLC sobre el medio ambiente: opiniones y argumentos, Canadá 1996, p. 9 y 22.  



mayor consumo -principalmente de energía-, mayor generación de 
basura y desechos, mayor industrialización y urbanización y por ende 
mayor contaminación. La bonanza económica no necesariamente 
implica que la sociedad adoptará una forma de consumo más 
ecológica.  
 
2.- Tampoco el TLCAN significa una importante transferencia de 
tecnología, al igual que la importación de tecnología no significa la 
panacea para esta problemática. Es muy importante contar con 
recursos económicos y tecnológicos para hacer frente al deterioro 
medioambiental, más no es suficiente. Tampoco será siempre con 
costosa tecnología de importación la manera más adecuada o la única 
para revertir los efectos de la contaminación y prevenir la degradación 
de los ecosistemas.  
 
3.- En cuanto al tercer argumento de la contraparte, este es un tanto 
improbable, pues un acuerdo de libre comercio realmente no tiene por 
qué garantizar la existencia de un mejor conjunto de leyes ni su 
cumplimiento, ni que las instituciones públicas sean más eficientes en 
caso de que se llegasen a asemejarse más a las de nuestros socios. 
 
Quienes sostienen que el TLCAN no tiene por qué beneficiar el medio 
ambiente creen que por la diferencia en los costos de control de 
contaminantes las empresas "sucias" de Canadá y Estados Unidos se 
establecerán en México, por lo que se convertiría en un ”paraíso de 
contaminadores". Las diferencias en los costos de control ambiental 
entre países constituye una desventaja desleal, por lo que deberán 
establecerse impuestos compensatorios o igualarse las normas 
ambientales. En Estados Unidos y Canadá algunos grupos han 
expresado su preocupación de que las normas ambientales de sus 
países se modificarán a la baja (lo que se conoce como mínimo 
común denominador).14 
 
4.- Analistas mexicanos han sugerido que la oposición al TLCAN 
estuvo motivada por el proteccionismo y no por genuinas 
preocupaciones ambientales. La alianza entre los sindicatos y los 
ecologistas en Estados Unidos tiene su explicación, la cual va en 

                                                           
14 BELAUSTEGUIGOITIA, Juan Carlos. “Algunas consideraciones sobre el Tratado Trilateral de Libre 
Comercio y el medio ambiente”, INE CEMDA CIEL, México 1995, p. 85. 



función de proteger los empleos en el norte y no el medio ambiente 
del sur.  
 
5.- Por lo que respecta a los problemas trasfronterizos, estos pueden 
servir como una justificación a las sanciones comerciales del gobierno 
estadounidense para protegerse de las importaciones competitivas 
provenientes de México.  
 
          2.1.2. Estudios y evidencias 
 
La Review of US-Mexico Environmental Issues desarrolló una tarea 
interagencias coordinada por la Representación Comercial de los 
Estados Unidos (United States Trade Representative –USTR-) y llegó 
a la conclusión de que el TLCAN mejoraría el medio ambiente en la 
región. Sin embargo, la primera versión de este estudio nunca fue 
revisada debido a que contenía suficientes evidencias en datos de que 
el TLCAN causaría un daño ecológico.  
 
En México, la entonces Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología 
(SEDUE) inició y desarrolló un estudio de impacto ambiental. En este 
reporte se resumió la manera en que el desarrollo económico dañó el 
ambiente en el pasado y cómo el crecimiento de la producción y el 
comercio que supone el TLCAN puede dañar la ecología de México en 
un futuro.15 
 
Sigue siendo cuestionable el argumento de los defensores del TLCAN 
de que la integración económica es un prerrequisito para intensificar la 
cooperación ambiental. La realidad es que la situación 
medioambiental de la frontera México-Estados Unidos es desastrosa, 
la cual se generó a partir del rápido crecimiento de la industria 
maquiladora. Aquí se refuta el argumento que nos dice que a mayor 
crecimiento económico mayores recursos disponibles para la 
protección del medio ambiente. ¿Por qué entonces el crecimiento 
económico y comercial en la zona fronteriza no contribuyó a una 
mayor protección ambiental por medio de los recursos generados y de 
la cooperación ambiental? El aumento de la actividad en la frontera ha 
resultado en una mayor contaminación del agua por desechos 
industriales y desperdicios humanos, entre otras consecuencias. 

                                                           
15 HOGENBOOM, Barbara, op cit, p. 109. 



 
También se ha aumentado la extracción de agua, siendo que su uso 
era ya exagerado. El aumento en la demanda de agua repercute en su 
calidad debido al incremento en los niveles de minerales de los 
acuíferos a medida que el agua se extrae. El TLCAN está causando 
un rápido incremento de la población en la región fronteriza, en zonas 
sin infraestructura para la descarga de residuos sólidos, que no tienen 
la capacidad para enfrentar este crecimiento. Los residuos peligrosos 
frecuentemente se arrojan en lugares de descarga de residuos sólidos 
y no se eliminan de manera apropiada. Los basureros muchas veces 
son incinerados, lo que reduce la calidad del aire. Por otra parte, los 
basureros permiten fugas hacia las reservas de agua, lo cual resulta 
muy peligroso.16 
 
Organizaciones como Greenpeace, sostienen que el TLCAN lo que 
hace realmente es facilitar el terreno a las empresas transnacionales 
para que se muevan con mayor libertad sin preocuparse por las 
regulaciones ambientales, justificándose con argumentos como el que 
dice que la legislación ambiental es una barrera no arancelaria, 
cuando en repetidas ocasiones utilizan ellos mismos los pretextos 
ecológicos para levantar sus barreras no arancelarias. Se dice que 
son las empresas transnacionales las causantes de la mayor parte de 
los problemas ambientales y que el problema no se limita a las 
relaciones entre países, sino a la movilidad del capital y de las 
compañías trasnacionales que pueden hacer prácticamente lo que 
quieren.17 
 
En el marco del TLCAN las empresas estadunidenses podrán adquirir 
enormes extensiones de tierras forestales en México para establecer 
plantaciones de monoespecies de crecimiento acelerado que 
reducirán la diversidad biológica y genética, disminuirán la fertilidad 
del suelo y perturbarán los ciclos hidrológicos locales y nacionales. Es 
igualmente probable que dichos sistemas de producción comercial a 
gran escala reduzcan los ciclos de tala hasta niveles no sustentables. 
Cameron Duncan y Rafael González, miembros de Greenpeace 
Estados Unidos y México, han dicho que la amenaza al medio 
ambiente en México se acrecentó en el momento en que se dio la 
                                                           
16 Comisión para la Cooperación Ambiental Serie N° 2, op cit, p. 25 a 27 
17 DUNCAN, Cameron y Rafael González, “Greenpeace de cara al TLC”, en revista Etcétera, México 15 de 
julio de 1993, p. 9. 



apertura unilateral. Lo que hizo México fue modificar las legislaciones 
pesquera, minera, forestal, petrolera, etc., para dar mayores 
facilidades a la inversión extranjera. Así que, con o sin TLCAN, han 
existido ya enormes probabilidades de que el medio ambiente se vea 
seriamente afectado. 
 
 

2.2. Antecedentes de los problemas ecológico comerciales en 
América del Norte 

 
Antes de que los tres gobiernos estuvieran asociados por un vínculo 
formal, ya se habían tratado los problemas medioambientales a través 
de distintos acuerdos, tales como Frontera XXI y El Acuerdo de La 
Paz. Con la entrada en vigor del TLCAN, el potencial de los efectos 
ambientales asociados con el libre comercio se convirtió en una 
preocupación. El aumento de la actividad económica en las zonas 
fronterizas, particularmente a lo largo de la frontera México-Estados 
Unidos, como resultado del programa de maquiladoras, incrementó las 
controversias ambientales.18 
 
El impulso que el modelo neoliberal ha otorgado a la industria 
maquiladora ha afectado particularmente el ambiente de las ciudades 
fronterizas. Entre 1974 y 1982 el número de establecimientos de 
maquila se incrementó en un 28%, mientras que entre 1983 y 1992 
aumentó en un 250%; el número de trabajadores de maquila aumentó 
67% y 290% respectivamente.  
 
Actualmente el 65% de los desechos peligrosos no son regresados a 
Estados Unidos, sino que se depositan en territorio mexicano a cielo 
abierto, afectando la calidad del aire y del agua, causando riesgos de 
accidentes químicos muy peligrosos y además malformaciones 
congénitas en niños de madres trabajadoras o en las que residen en 
zonas aledañas.19  
 

                                                           
18 Comisión para la Cooperación Ambiental, Serie Medio Ambiente y Comercio 3. Prevención de 
Controversias: ponderando los valores del comercio y del medio ambiente en el marco del TLC y el ACAAN. 
Canadá 1996. P.26 
19 CALVA, José Luis. Sustentabilidad y desarrollo ambiental. Seminario nacional sobre alternativas para la 

economía mexicana. Tomo uno, Acción y Desarrollo Ecológico A.C., Semarnap, PNUD y Juan Pablos Editor, 
México 1996, p. 10. 



En la franja fronteriza existen más de mil empresas estadounidenses 
que generan desechos tóxicos y sólo el 30 % han seguido los 
requerimientos legales de México sobre el tratamiento de desechos 
peligrosos. Solamente el 19% de las plantas que utilizan materiales 
tóxicos están en posibilidades de comprobar que tienen los 
dispositivos necesarios para darle un adecuado manejo a los residuos 
peligrosos. Nuestra frontera norte es un vertedero de más de 2,000 
Km. de desechos tóxicos y altamente peligrosos.20  
 
En 1989 la ONU informó que el mundo en desarrollo recibió 40 
millones de toneladas de basura tóxica. Según el Movimiento 
Ecologista Mexicano, en 1992, había 8 millones de toneladas de 
desechos tóxicos dispersos en territorio mexicano, principalmente 
metales nucleares y fluidos de amoniaco provenientes de Estados 
Unidos.21 
 
La región más problemática es la frontera México-Estados Unidos a 
causa de la contaminación de las maquiladoras. La administración de 
Bush propuso un acuerdo para lidiar con los problemas fronterizos a 
través de la cooperación por vías paralelas. Se propuso ampliar la 
cooperación fronteriza respecto al monitoreo, la recolección de 
información, la asistencia técnica, la aplicación de las legislaciones, la 
capacitación, entre otras opciones.  
 
Se creó un Plan Ambiental Integral Fronterizo, el cual parecía 
promisorio. Sin embargo, las disposiciones no fueron obligatorias y el 
financiamiento estadounidense fue problemático. Además, este plan 
no se abocó a las repercusiones del TLCAN en el ambiente como 
deseaban las comunidades que habitan en la frontera y ONG.22 
 
Lo anterior significa una tremenda lucha directa con los grandes 
capitales norteamericanos, sobre los cuales ni el gobierno mexicano ni 
el estadounidense han podido ejercer presión efectiva.  
 
Aunque América del Norte tiene sólo cerca de 7% de la población 
mundial, las emisiones de dióxido de carbono (CO2) de fuentes 
                                                           
20 ALFIE, Miriam, “El Acuerdo Paralelo sobre Medio Ambiente ¿Mayor protección o graves desventajas?”, 
en El Cotidiano, No. 60, UAM Azcapotzalco, México enero-febrero 1994, p. 24. 
21 CALVA, José Luis, ibid. 
22 HOGENBOOM, Barbara, op, cit., p. 115. 



industriales y de energía de la región representan cerca del 30% del 
total mundial. Las emisiones de CO2, el principal gas de invernadero, 
siguen creciendo en la región porque gran parte del consumo de la 
energía proviene de combustibles fósiles como carbono, petróleo y 
gas.  
 
Por cuanto hace a los problemas ecológico-comerciales en la región, 
existen numerosos casos en que se han aplicado legislaciones con 
fines proteccionistas, como es el caso de las barreras fitosanitarias 
aplicadas por parte de Estados Unidos contra las exportaciones 
mexicanas de aguacate, atún, papa, escobas de mijo, jitomate, etc. 
Uno de los casos más graves de proteccionismo ha sido el caso del 
embargo atunero.  
 
Cuando se impuso el embargo a México -y a varios otros países 
también- en 1989, es justo el momento en el que la flota 
estadounidense, que operaba en el Pacífico oriental, prácticamente se 
había extinguido. Lo que hizo esta flota fue, o cambiar de bandera o 
irse a otras regiones, al Pacífico occidental o al Pacífico sur, por 
ejemplo.  
 
La presión contra México provenía de las empresas atuneras 
estadounidenses. Este es un claro ejemplo de cómo se utilizan las 
preocupaciones ecológicas para entablar una guerra comercial. Por su 
parte, las organizaciones sociales que estaban a favor de este 
embargo estaban respaldando a las empresas atuneras de Estados 
Unidos, aún cuando se tenía evidencia científica de los esfuerzos 
realizados por la flota mexicana para reducir al mínimo la muerte de 
delfines.  
 
En este caso el unilateralismo de Estados Unidos fue una de sus 
estrategias de guerra comercial. No se dio el caso de acuerdos 
multilaterales en donde todos los involucrados se comprometieran a 
avanzar para actuar en contra del unilateralismo. En 1991 las tres 
principales empresas enlatadoras de Estados Unidos junto con el 
grupo ambientalista Earth Island, impulsaron la enmienda a la Ley de 
Información al Consumidor para que se autorizara la utilización del 



sello delfín seguro (dolphin safe).23 Se acudieron a estrategias de 
mercadotecnia muy agresivas para ganar la guerra comercial, puesto 
que el ecoetiquetado es una trampa en la que el consumidor, sobre 
todo el estadounidense, cae sumamente fácil. 
 
Los programas de ecoetiquetado indican al consumidor qué producto 
merece ser comprado con base en un criterio ambiental. Estos 
ecoetiquetados son generalmente otorgados según el criterio 
relacionado con el impacto ecológico de un producto a través de su 
ciclo de vida. Existen etiquetas que identifican los detergentes 
biodegradables, productos hechos con papel reciclado, baterías 
seguras para el medio ambiente, atún seguro para los delfines y 
muchos otros productos más. Pero los países pueden tener criterios 
totalmente diferentes para otorgar las ecoetiquetas, lo que causa 
confusión al consumidor respecto de los productos hechos en el país 
y los productos importados. Los países pueden no tener normas para 
el otorgamiento de sus propias ecoetiquetas para los productos 
importados o pueden no tener los medios para asegurar que los 
productos importados satisfagan sus criterios de ecoetiquetado. El 
ecoetiquetado puede usarse como un instrumento para discriminar 
productos e imponer estándares ambientales con fines 
primordialmente proteccionistas.24 
 
Otro caso conflictivo en la región se dio entre Estados Unidos y 
Canadá. En el Acuerdo de Libre Comercio que suscribieron ambos 
países en 1989 se prohibía que los gobiernos controlaran la 
explotación de sus recursos naturales. De aquí surgió una disputa a 
causa del control que tienen los canadienses sobre las exportaciones 
de su madera, pues así como con el agua, prohiben su exportación en 
bruto por razones de conservación. Estados Unidos se valió de las 
disposiciones del acuerdo y le impuso un arancel a la madera 
canadiense que importa. Esta actitud de Estados Unidos va en contra 
del interés por lograr la conservación y el manejo sostenible de los 
recursos naturales.25 
 

                                                           
23 DIAZ, Adriana, “Las legislaciones ambientales como instrumentos de proteccionismo ambiental”, en 
INE,CEMDA,CIEL, op. cit., p.211 
24 STEVENS, Candice, “La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico y el resurgimiento 
del debate sobre comercio internacional y medio ambiente”, en INE, CEMDA, CIEL, op. cit., p.107. 
25 CAMERON, Duncan y Rafael González, “Greenpeace de cara al TLC”, en Etcétera, 15 julio 1993, p. 8 



 
          2.2.1. Contenido ambiental del TLCAN 
 
En un plano muy general, el preámbulo del Tratado incluye entre sus 
propósitos el de “promover el desarrollo sostenible”. Entre las 
principales disposiciones en las que el TLCAN involucra aspectos 
ambientales, pueden destacarse las siguientes: 
 
(a)  Las relativas a  las relaciones entre el Tratado y los acuerdos en 

materia ambiental y de conservación contenidas en convenios, 
protocolos y tratados internacionales, así como en acuerdos 
bilaterales entre los países (artículo 104 y anexo 104.1). 

 
(b)  Las vinculadas a la normalización que autorizan a las partes a 

adoptar, mantener y aplicar normas sobre protección de la salud 
humana o animal y también a adoptar las medidas necesarias para 
que se apliquen o cumplan dichas normas. Entre tales medidas 
podrán estar las prohibiciones a la importación de mercancías o la 
prestación de servicios (artículo 904.1). Se admite así que cada 
país podrá establecer los niveles de protección que considere 
apropiado para conseguir objetivos legítimos (artículo 904.2), entre 
los que se halla la protección ambiental, según la definición del 
artículo 915.  

 
(c) Las que determinan que los países no podrán reducir los niveles 

existentes de seguridad y de protección ambiental para hacer 
compatibles las medidas de normalización (artículo 906). 

 
(d)  Las que autorizan a considerar el ambiente como uno de los 

aspectos que se podrán tomar en cuenta para evaluar la posibilidad 
de que haya efectos adversos por las prácticas comerciales 
derivadas del Tratado (artículo 907). Esta evaluación podrá 
realizarse por medio de subcomités o grupos de trabajo conjuntos 
(artículo 913) o de forma independiente. 

 
(e)  Las regulaciones vinculadas con las inversiones. Destacan las que 

permiten exigir que las inversiones empleen tecnologías para 
cumplir requisitos ambientales, (artículo 1106.2) y las que prohiben 
ventajas competitivas reduciendo controles ambientales (artículo 
1114). Es este artículo el que más claramente asume un 



compromiso ambiental, pero con vaguedades que pueden suscitar 
diferencias interpretativas. Por lo demás, se desconoce que es 
inadecuado relajar, eliminar o comprometerse a eximir medidas 
ambientales internas para atraer o inducir el establecimiento, 
adquisición, expansión o conservación de la inversión en el 
territorio nacional (artículo 1114.2) 

 
(f) Las que obligan a las partes a recurrir sólo a las instancias del 

Tratado cuando en la solución de controversias relacionadas con 
acuerdos ambientales y de conservación, y con las medidas de 
normalización, se tome la opción de que el conflicto se dirima en 
los marcos del TLCAN (artículo 2005). 

(g) Otras vinculadas a los comités de revisión científica (artículo 2014) 
y a ciertas excepciones que tienen que ver con el GATT (artículo 
2401) 

 
Por cuanto hace a los recursos naturales renovables, el artículo 104 
del TLCAN contempla la supremacía de los acuerdos ambientales en 
él enlistados sobre el mismo TLCAN. Aquí es interesante ver cómo 
detrás de las preocupaciones ambientales de preservación en Estados 
Unidos, que aparecen como muy legítimas, se esconden poderosos 
intereses proteccionistas, lo cual habla de un aporte a la relación 
comercio-medio ambiente. 
 
Las leyes estatales y locales que afectan el comercio y que promulgan 
normas ambientales más estrictas que las normas internacionales de 
solución de controversias, podrían ser objeto de demandas por 
considerarse obstáculos al comercio. Las leyes y políticas estatales y 
locales diseñadas para promover “mercados ecológicos” para 
materiales reciclados, tecnologías de conservación de la energía y 
otros productos y servicios ambientales, podrían ser objeto de 
demanda ante un tribunal. 
 
Las leyes federales diseñadas para “proteger” a los mamíferos, a la 
fauna y a la pesca marinas podrían también desencadenar una serie 
de demandas por considerarse obstáculos ilegales al comercio. Los 
esfuerzos para conservar los bosques y en general para restringir la 
exportación de recursos naturales podrían ser minados por 
considerarse prácticas comerciales injustas. Los artículos del TLCAN 
referentes al abastecimiento en el capítulo X, establecen que muchas 



de estas iniciativas innovadoras de ahorro de energía podrían ser 
consideradas como obstáculos técnicos al comercio y podrían ser 
objeto de demandas por parte de los socios del TLCAN.26 
 
Los artículos sanitarios y fitosanitarios se refieren a la forma en que se 
deben de aplicar los análisis para determinar si se cumple con el nivel 
apropiado de protección, tomando en consideración la factibilidad 
técnico-económica.27 Sin embargo, el requisito de “criterio científico” 
se excluyó de las disposiciones de estándares generales, mismas que 
aplican a los estándares ambientales contenidos en el capítulo IX. 
Dentro de este capítulo encontraremos términos tales como el de 
“objetivo legítimo” para que la regulación ambiental no se considere 
como una barrera al comercio. 
 
A pesar de todas estas disposiciones mencionadas, las cuales 
tendrían como objetivo evitar que la protección al ambiente se 
convierta en una barrera no arancelaria, nos encontramos con que 
existen otras disposiciones que favorecen lo contrario, es decir, que 
utilizan justificaciones de carácter ambiental para obtener protección 
comercial.  
 
Una de ellas es la siguiente: la responsabilidad de prueba de que una 
ley ambiental es un obstáculo no arancelario cambió hacia la parte 
demandante, a diferencia de lo que sucede en la OMC (TLCAN cap. 
XX). A fin de fortalecer esta disposición la parte demandada puede 
cambiar la jurisdicción del tribunal de la OMC a la del TLCAN, donde 
la carga de la prueba recae en la otra parte, o sea en el demandante 
(TLCAN art. 2005).  
 
Esto claramente favorece el neoproteccionismo28 para que se valga de 
argumentos medioambientales, puesto que el que lo practica no tiene 
responsabilidad de mostrar pruebas para comprobar que no lo hace, 
sino que el demandante tiene la responsabilidad de comprobar que 
está siendo objeto de una práctica conocida como ecoimperialismo, es 
decir, le están restringiendo la entrada a un cierto mercado so pretexto 
                                                           
26 Comisión para la Cooperación Ambiental, Serie N° 2, op cit, p. 17. 
27 En el artículo 754, párrafos 3 y 5, y en el artículo 755 se establecen los estándares que se aplicarán 
únicamente en caso de no reducir el nivel de protección de vida animal, humana y vegetal. 
28 El neoproteccionismo es cualquier tipo de proteccionismo, con excepción del arancelario. Dentro de dicho 
proteccionismo están las barreras no arancelarias, tales como las justificaciones ecológicas, fitosanitarias, de 
derechos humanos, etcétera.  



de que no cumple con ciertas normas ambientales, mismos que son 
impuestos por el país practicante del neoproteccionismo comercial.  
 
Sucede también que los mecanismos de protección a la salud y medio 
ambiente en Estados Unidos causan daños económicos injustos a los 
exportadores mexicanos y no hay manera de recompensarles por la 
pérdida de oportunidades de venta.29  
 
En cuanto al apoyo gubernamental a los programas de eficiencia y 
conservación, éstos no se ven protegidos por el TLCAN, como es el 
caso de la exploración del petróleo y del gas. Tales programas 
podrían ser vulnerables a derechos compensatorios u a otras 
sanciones comerciales. Las políticas energéticas locales y estatales 
que reducen los efectos ambientales mediante el impulso de fuentes 
renovables de energía se verán afectadas por las disposiciones 
energéticas del TLCAN que protegen los subsidios al petróleo y gas. 
El TLCAN alienta los subsidios continuos y directos de los tres socios 
a sus respectivas industrias del petróleo y gas con fines de 
exploración y desarrollo, sin contemplar ninguna disposición sobre 
incentivos que promuevan proyectos nacionales de eficiencia 
energética o de energía no hidrorrenovable.  
 
Tampoco contiene el TLCAN ninguna disposición sobre la adopción 
de un marco integrado de planificación de recursos que requeriría la 
consideración de medidas de demanda energética a la par con el 
desarrollo de nuevos proyectos de suministro de energía. El efecto de 
la exención de incentivos para el petróleo y el gas (art. 608 (2) del 
TLCAN) podría allanar el camino para futuras impugnaciones de 
incentivos a la eficiencia o a la energía renovable que el gobierno 
debiera ofrecer a diferentes niveles, actualmente y en el futuro. 
 
El acuerdo de libre comercio entre Estados Unidos y Canadá nos ha 
demostrado que la explotación de recursos naturales, tales como el 
petróleo, se acelera bajo regímenes comerciales más abiertos. Por 
ejemplo, la bahía James en Canadá ha sido devastada por exportar 
energía hidroeléctrica a Estados Unidos.30 
 

                                                           
29 Comisión para la Cooperación Ambiental, Serie N° 2, op cit p. 20 y 21. 
30 Ibid, p. 37 



 
        2.3. Origen y negociación del ACAAN 

 
Probablemente si el TLCAN se hubiese firmado dentro del 
período presidencial de George Bush, la necesidad de firmar dos 
acuerdos paralelos no hubiese existido, debido a que estuvieron 
determinados por la coyuntura electoral en Estados Unidos.  
 
Bush enfrentó las críticas ambientales en torno al TLCAN de una 
manera muy distinta a la de William Clinton, y lo hizo emitiendo un 
documento que se conoce como la Declaración del primero de 
mayo o los compromisos del primero de mayo del año 1991. 
Entre otras cosas, el documento anunció que la Representación 
Comercial de Estados Unidos (USTR) coordinaría la revisión 
interagencias de los asuntos ambientales México-Estados Unidos, 
y facultó a Washington para negociar el TLCAN bajo el principio 
de mantener sus leyes, regulaciones y normas ambientales.  
 
Estados Unidos favorecería la inclusión de límites al comercio en 
ciertos acuerdos ambientales internacionales, así como el 
derecho a prohibir el ingreso de bienes que no reunieran los 
estándares ambientales estadunidenses, contando con la 
cooperación de México para fortalecerlos y aplicarlos. Las 
relaciones México-Estados Unidos en materia ambiental fueron 
desarrolladas en gran medida de manera independiente al 
TLCAN. La administración Bush prefirió tratar el tema de manera 
independiente que hacer de la protección ambiental una parte 
integral del TLCAN.31  
 
La explicación de por qué el TLCAN no se firma durante la 
administración Bush es la siguiente: los indicadores económicos 
en ese momento eran desfavorables y además no mejoraron, por 
lo que Bush no se atrevió a enviar al Congreso un acuerdo que le 
representaría un problema electoral. Tampoco quiso verse 
obligado a defender un acuerdo que pudiera haber sido 
presentado durante la campaña y las elecciones primarias como 
depredador del medio ambiente y supresor de empleos.  
 

                                                           
31 HOGENBOOM, Barbara, op. Cit., p. 108. 



Bush le pidió a Salinas un acuerdo “vendible" para el Congreso 
estadunidense, lo cual no es nada sencillo. Eso significaba la 
inclusión del petróleo y varias concesiones más que Estados 
Unidos esperaba. Por ejemplo: servicios financieros, agricultura, 
medidas fitosanitarias, antidumping, textiles, elevadas reglas de 
origen, concesiones comerciales de Estados Unidos sólo a largo 
plazo, graduales y con múltiples cláusulas de salvaguarda, medio 
ambiente, normas y derechos laborales, entre otras 
concesiones.32  
 
La recta última del proceso de negociación del TLCAN se vio 
empantanada por el proceso electoral estadounidense, lo que 
abrió la enorme probabilidad de que se le hicieran modificaciones 
sustanciales al TLCAN o, en su defecto, crear instrumentos 
paralelos al acuerdo principal en caso de no poder abrir la 
negociación del mismo.  
 
Bush sabía que el TLCAN no era de gran beneficio para él sino 
un gran problema para Bill Clinton, orillándolo a tomar una 
decisión difícil. Era un hecho que la aprobación del TLCAN 
tendría que esperar ante la llegada de un gobierno demócrata al 
poder después de doce años, lo que derivó en la imposición de 
ciertas condiciones que posteriormente se convierten en los 
Acuerdos Paralelos (AP). 
 
Los AP nacen como parte de la campaña presidencial de William 
Clinton, al condicionar el apoyo al TLCAN solamente si se 
firmaban dos acuerdos paralelos, uno en materia ambiental y otro 
en materia laboral. Clinton estaba convencido de que el TLCAN 
tendría más desventajas que ventajas sin los AP.  
 
Lo anterior fue el resultado de haber recogido durante su 
campaña las demandas de diversos sectores que se oponían al 
TLCAN, entre los que se encuentran, principalmente, el sector 
sindical representado por la Federación Americana del Trabajo y 
el Congreso de Organizaciones Industriales (American Federation 
of Labor and Congress of Industrial Organizations. AFL-CIO), el 

                                                           
32 CASTAÑEDA, Jorge G., “Faces de Bush”, en Proceso, No. 790, 23 de diciembre de 1991, p. 36. 



activismo de los grupos ecologistas y algunos legisladores 
republicanos y demócratas.  
 
Sus argumentos estaban dirigidos hacia México, debido a que es 
allí donde hay un importante rezago en las leyes ambientales y 
laborales, así como en los mecanismos para su aplicación, por lo 
que se consideró que esa diferencia representaría una 
competencia desleal por parte de México.  
 
Los sindicatos y los ecologistas decían tener miedo de que la 
contaminación en la frontera se extendiera a los dos países. 
Asimismo, atacaban la falta de democracia y la violación a los 
derechos humanos. Incluso el senador Patrick Moynihan, 
presidente del Comité de Finanzas, dijo que los Estados Unidos 
no podían firmar un tratado con un país que no es libre.33  
 
Este tipo de argumentos fueron presentados ante el Congreso 
estadunidense, quien utilizó la autoridad que tiene para posponer 
la discusión, sin que se llegase a ningún acuerdo. 
Posteriormente, el mismo Congreso decide que la ecología es un 
tema de mucha importancia y peso para la población, por lo que 
el debate se inicia.  
 
Mientras que en México el debate se daba dentro de círculos muy 
restringidos, en Estados Unidos los obreros se oponían al tratado 
porque pensaron que aumentaría el desempleo, y los ecologistas 
aprovecharon la situación para incrementar su influencia y 
hacerse presentes en los debates de los tres países.34  
 
Políticamente la situación en Estados Unidos era difícil. Por un 
lado estaba la presión de la comunidad ecologista, la cual 
interpuso una demanda ante el juez federal, Charles Richey, con 
el objetivo de que se realizara un estudio de impacto ambiental 
previo a la presentación del TLCAN ante el Congreso. Por otro 
lado se tenía la presión de los empresarios que deseaban apurar 
la aprobación del Tratado y, finalmente, la presión desde Canadá 
y México. Para el presidente William Clinton, los AP 
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representaban una condición sine qua non para que el Congreso 
diera su aprobación, de otra manera los congresistas demócratas 
no apoyarían el proyecto de libre comercio.  
 
Por otra parte, había sectores a los que les interesaba 
sobremanera que el TLCAN se aprobara cuanto antes, con o sin 
acuerdos paralelos, como el energético y el la industria de 
tecnología ambiental. Ellos estuvieron presionando a favor del 
TLCAN porque serían los primeros beneficiados. De hecho, 
empresas ambientales de Estados Unidos empezaron a trabajar 
en proyectos específicos con la anuencia de Pemex, Sedesol y 
otras dependencias.35 Se trata de industrias que se dedican al 
tratamiento de aguas residuales, instalación de filtros, etcétera, 
que ven a México como un mercado potencial, de ahí su interés 
para intervenir en la creación de este acuerdo.36 
 
Una vez en la Casa Blanca, Clinton colocó a estos acuerdos en el 
centro de su estrategia para la aprobación del Tratado por parte 
del Congreso. La intención fue satisfacer a los sectores que 
jugaron un importante papel en su elección como presidente y así 
atemperar las críticas respecto del TLCAN.  
 
La negociación de los AP se inició el 17 de febrero de 1993 en 
Washington, D.C. y tuvo algunas características similares a la 
propia negociación del TLCAN:  

 
1. Las pláticas se condujeron en secreto; 
2. no existió ninguna participación de otro tipo de actores a no ser 
los propiamente gubernamentales;  
3. los AP se vieron envueltos en la misma dinámica de urgencia 
por el interés de que el TLCAN entrara en vigor el 1° de enero de 
1994.  
 
Entre abril y mayo de 1993 el ambiente político en Estados 
Unidos era de incertidumbre debido a los múltiples compromisos 
de la administración Clinton. Algunas de las fases de la 
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36 DUNCAN, Cameron y Rafael González, “Greenpeace de cara al TLC”, en Etcétera, México, 15 de julio de 
1993, p. 8 y 9. 



negociación coincidieron con las críticas a su administración por 
la falta de iniciativas concretas y la dispersión de los temas de la 
agenda política. Aumentó la incertidumbre respecto a la suerte 
del TLCAN en los plazos previstos que, para ese entonces, 
dependía totalmente de la firma de los AP.  
 
Finalmente, el ACAAN se terminó de negociar el 12 de agosto de 
1993 y se firma el 14 de septiembre del mismo año. No se tocó el 
texto del Tratado y se utilizó el procedimiento de la vía rápida 
para garantizar su entrada en vigor junto con el TLCAN.  
 
Durante las negociaciones se discutió la creación de una 
comisión de cooperación ambiental. La polémica se centró en si 
esta comisión tendría una capacidad jurídica supranacional para 
aplicar sanciones, o bien si actuaría solamente como una fuerza 
moral persuasiva. Se aprobó la primera opción, lo que significó la 
imposición de sanciones comerciales que en la práctica podría 
representar un nuevo tipo de barrera no arancelaria. Canadá y 
México se opusieron a que dicha comisión tuviese este tipo de 
facultades coercitivas.37  
 
Los gobiernos de Canadá y México aceptaron a regañadientes la 
apertura de nuevas negociaciones. Sin embargo, México, al igual 
que con el TLCAN, estableció los siguientes criterios para el 
ACAAN:  
 
1) Respetar la soberanía de cada país;  
2)  mantener intacto el texto del TLCAN;  
3) que los acuerdos paralelos no se convirtiesen en instrumentos 

de proteccionismo encubierto.38  
 
Así, el vínculo entre liberalización comercial y protección 
ambiental se convirtió en un gran tema político. La laxa aplicación 
de la legislación ambiental mexicana había pasado de ser un 
asunto de importancia política menor en México, a uno de 
importancia política nodal en Estados Unidos.39  
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El proceso se realizó nuevamente bajo total hermetismo 
informativo y con una mínima participación de la sociedad civil. 
México y Canadá se resistieron a aceptar mecanismos 
supranacionales de vigilancia y sanciones relativas a 
determinadas normas ambientales y laborales. Por su parte, 
Estados Unidos exigía la adopción de un instrumento con 
"dientes", que en términos de su eficacia contara con la 
credibilidad suficiente frente a los grupos de presión y frente al 
Congreso de su país.  
 
El resultado fue una solución de compromiso que no dejó 
satisfecho a casi nadie. Los gobiernos aprobaron un paquete 
compuesto por dos Acuerdos de Cooperación, sobre medio 
ambiente y cuestiones laborales; y dos Entendimientos, uno sobre 
Financiamiento de Proyectos de Infraestructura Ambiental en la 
Región Fronteriza México-Estados Unidos, y el otro sobre 
Salvaguardas.40 

 
 
 
 
 
 

2.4. Estados Unidos: activismo ambiental, política 
doméstica e intereses comerciales. 

 
Estudiaremos los factores que facilitaron la entrada en vigor del 
ACAAN sin la necesidad de que se abrieran los capítulos ya 
negociados del TLCAN. Hubo cuatro situaciones en Estados 
Unidos que favorecieron decisivamente la creación de este 
acuerdo paralelo (junto con el laboral), convirtiéndolo en 
indispensable para la aprobación misma del TLCAN: 
 

 El factor social: la presión del activismo ambiental. 
 El factor de política interna: el compromiso de Clinton con quienes 

lo llevaron al poder. 
 El factor de política externa: el TLCAN formaba parte del 
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esquema geoestratégico estadounidense para, una vez 
fortalecido en lo interno, poder salvar así los restos de su 
disminuida hegemonía y estar a la altura del reto que le 
representaba la Unión Europea y Japón.41 

 El factor comercial: los intereses comerciales de diversos 
sectores, principalmente aquel que produce tecnología limpia. 
 
 
          2.4.1. El factor social 
 
La forma en cómo están diseñados los acuerdos comerciales 
evita que los gobiernos respondan a la presión de los grupos de 
interés, presión que con frecuencia da como resultado un cierto 
nivel de protección para la industria nacional. En el caso de 
Estados Unidos los grupos de interés no cedieron con facilidad y 
presionaron al gobierno para que actuara unilateralmente y 
protegiera el ambiente.42  
 
Frecuentemente las ONG estadounidenses creen que la única 
manera de obligar a los países (incluyendo al gobierno 
estadounidense) a que actúen de manera favorable a la ecología 
es bloqueando las iniciativas de libre comercio. Para ellos el caso 
del atún-delfín simbolizó todo lo que está mal en los acuerdos 
comerciales multilaterales y su lucha fue en el sentido de 
asegurar que no se debilitaran las leyes ambientales nacionales.43  
 
Ellos vieron la negociación del TLCAN como un reflejo de la 
Ronda Uruguay del AGAAC. Ninguna decisión del panel del 
AGAAC que haya considerado un problema ambiental dictaminó 
a favor de la disposición ambiental, lo que fue inherente al 
AGAAC, puesto que la institución estaba diseñada para liberalizar 
el comercio y no para proteger el medio ambiente.44  

 
En cuanto a la administración del presidente William Clinton, esta 
tuvo que recomponer su juego de fuerzas dado que los 
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sindicatos, los granjeros y los ambientalistas radicales se 
opusieron firmemente al TLCAN. La directora de Greenpeace, 
Barbara Dudley, declaró lo siguiente: “la batalla contra el TLC la 
ganamos en las calles, las granjas, en las fábricas y si nuestros 
representantes no pueden ver esto, si prefieren recibir favores 
más que votos, pues que se queden con los favores. Hay otra 
importante votación el próximo año, en noviembre, y otra más en 
1996”.45  
 
Desde los sesentas no se habían interpuesto intereses de clase 
social ante un asunto de importancia para el gobierno de los 
Estados Unidos. Fueron los sectores del gran capital los que 
apoyaron el tratado, mientras trabajadores, ecologistas y los 
llamados marginados del sistema lo desaprobaron. El resultado 
de la firma del tratado pasó, en los asuntos norteamericanos, de 
la agenda externa a un asunto de política interna y seguridad 
nacional.46  
Es a partir de los años ochenta cuando el movimiento 
ambientalista establece una infraestructura que los respalda y les 
permite tener un margen de maniobra e influencia política, así 
como su colaboración circunstancial con otros grupos, aunque 
sean promotores de causas distintas, como son los sindicatos. En 
esta ocasión la colaboración les amplió su margen de maniobra y 
de influencia política para lograr sus objetivos.47  

 
 

          2.4.2. El factor de política interna 
 
Durante julio y agosto de 1993, de haber sido presentado el 
TLCAN al Congreso éste hubiese sido rechazado, puesto que 
todavía quedaban fuertes dudas de parte de los demócratas 
sobre los beneficios reales del mismo. Richard Gephard, líder de 
la mayoría demócrata, condicionó su voto a unos acuerdos que 
fuesen lo suficientemente buenos en lo ecológico y lo laboral.48 
Consecuentemente, Clinton utilizó los acuerdos paralelos para 
satisfacer las preocupaciones de la base social de los demócratas 
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y, dicho sea de paso, para que existiese la posibilidad de 
sancionar a todos aquellos que pudiesen incurrir en violaciones 
de orden laboral o de orden ambiental.  
 
Por su parte, los republicanos aceptaron los acuerdos paralelos 
con facilidad debido a que no fue necesario modificar el TLCAN 
en ninguna de sus partes. Para los republicanos lo importante era 
asegurar que la política económica en México no sufriera 
retrocesos o modificaciones sustanciales, y esto se hacía 
firmando un documento que comprometería a los gobiernos, por 
los menos de los próximos veinte años, a seguir la misma 
tendencia respecto de la política económica. 49 
 

 
 
 

          2.4.3. El factor de política externa 
 
El TLCAN está lejos de ser solamente un instrumento comercial, 
su contenido también abarca intereses políticos y hasta 
militares.50 El interés subyacente y no explícito de esta nueva 
estrategia estadounidense es recomponer su hegemonía sobre el 
continente americano en una primera fase (de ahí la Iniciativa de 
las Américas) para después recuperar otros espacios, materiales 
e intangibles, ya perdidos o amenazados por la contracción de su 
fuerza real y también por la acción de otros bloques. Basta 
recordar la declaración del vicepresidente Albert Gore al 
equiparar la importancia del TLCAN con la compra del territorio de 
Alaska o de Louisiana, declaración que deja ver la lógica 
geoestratégica y geopolítica de trasfondo.51 
 
Washington ha apoyado y mantenido al Partido Revolucionario 
Institucional (PRI) en el poder por medio de préstamos, subsidios 
a la exportación, asistencia militar y garantías de préstamo. Así 
que el TLCAN, más que un simple acuerdo comercial, es parte 
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crucial de la estrategia de Washington para mantener la 
estabilidad política y social en México a través del partido en el 
poder.52  
 
Algunos de los argumentos de la Casa Blanca para enfatizar la 
importancia del TLCAN son los siguientes:  
1) Si el TLCAN fracasa se pondría en riesgo el futuro de la 
reforma salinista;  
2) la izquierda mexicana podría capitalizar el descontento y ganar 
las elecciones presidenciales en 1994;  
3) la desestabilización económica y política tendría un impacto 
directo sobre la frontera sur de Estados Unidos y sobre la 
migración.53 
Dichos argumentos están centrados en preocupaciones 
estadounidenses por temor a que en México se desarrollara un 
gobierno de izquierda, lo que hubo sido un tanto improbable bajo 
el gobierno salinista. 
 
 
          2.4.4. El factor comercial 
 
A lo largo de las últimas dos décadas la legislación ambiental en 
Estados Unidos ha acelerado el desarrollo de una gran industria 
que vende tecnología y servicios ambientales. La mayoría de 
estos negocios proporcionan equipo para el tratamiento de la 
contaminación y de desechos, lo cual se reduce a soluciones 
correctivas y no preventivas. Las estimaciones del mercado 
ambiental en Estados Unidos van de 60 mil a 132 mil millones de 
dólares al año, según las distintas definiciones de mercados 
ambientales. Según la OCDE, el mercado de Estados Unidos y 
Canadá sumó 84 000 millones en 1990 y para el año 2000 creció 
hasta 125 000 millones.54  
 
De acuerdo con estimaciones de la revista Environmental 
Business Journal, utilizadas por el grupo intersecretarial 
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responsable de la estrategia exportadora de Estados Unidos, en 
1992 los ingresos de la industria ambiental a escala internacional 
alcanzaron los 295 000 millones de dólares y tuvo un crecimiento 
del ocho por ciento, ascendiendo a un total de 425 000 millones 
de dólares en 1997.55  
 
El presidente Clinton seleccionó la tecnología ambiental como el 
primer experimento exportador dentro de la estrategia nacional de 
exportaciones. Este interés se debe principalmente al rezago 
comercial frente a la fuerte competencia de Alemania y Japón, así 
como a la necesidad de reconvertir una buena parte de la planta 
industrial que durante la Guerra Fría produjo armamento y, 
conjuntamente, encontrar usos civiles a tecnologías desarrolladas 
con fines militares.56 
 
La industria de tecnología ambiental es una de las más dinámicas 
en todo el mundo, con un estimado anual en ventas que va de los 
400 a los 500 000 millones de dólares (mdd), con un porcentaje 
de crecimiento del 6%. El estado de California es líder en este 
tipo de tecnología con el 17% de venta total de la Unión 
Americana y el 7.5% a escala global. Las empresas californianas 
generan 22 000 millones de dólares en ventas, 1 500 mdd en 
exportaciones, además de proporcionar más de 160 000 empleos 
en dicha entidad. Entre más empresas comiencen a internalizar 
los costos sociales de la degradación ambiental como parte de 
sus costos de producción, la demanda de servicios para las 
empresas de California aumentarán constantemente.57 

 
En el mercado de tecnología ambiental en México predominan los 
componentes importados, cuya participación es superior a 60%. 
Por su parte, la reducida oferta nacional se compone sobre todo 
de productos químicos.58 México es considerado por Estados 
Unidos, en el mediano plazo, un atractivo mercado para sus 
exportaciones de tecnología ambiental, derivado de un mayor 
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gasto público por parte del gobierno mexicano para proteger el 
medio ambiente. 
 
La mayor parte del gasto ambiental –tres cuartos según la OCDE- 
se emplea en equipo y la mayoría es para tecnología final: plantas 
de tratamiento, chimeneas con depuradores de gases, 
incineradores de desechos y otros similares. Sin embargo, esta 
visión correctiva no es la más óptima ni ambiental ni 
económicamente. El contaminante no se destruye sino que se 
transforma. Por ejemplo, el uso del aire para limpiar las aguas de 
desecho transfiere los contaminantes del agua al aire. La 
depuración del sulfuro en las chimeneas produce grasas. La 
incineración de desechos genera cenizas potencialmente 
peligrosas que derivan en contaminación atmosférica. Por lo 
tanto, la visión preventiva será la más indicada, dado que 
procesar la contaminación genera contaminación de otro tipo.59  

 
 

          2.4.5. La actitud del sector privado 
 
El sector privado reaccionó sobre el asunto ambiental de forma 
pública hasta finales de 1992. La razón fue que la administración 
Bush no incluyó el asunto del medio ambiente en el acuerdo 
comercial. Solamente a través de nuevas relaciones favorables 
con la EPA y las donaciones que hicieron a diversas ONG 
ecológicas, los empresarios participaron de un discurso 
ambiental. Este sector se involucra en debates ambientales a 
partir de un discurso de William Clinton pronunciado en octubre 
de 1992 en Carolina del Norte, donde habla de su intención de 
crear un acuerdo ambiental paralelo al TLCAN. Como había la 
posibilidad de que Clinton ganara las elecciones, el sector privado 
comenzó a preocuparse dado que el candidato no les era 
fácilmente accesible.60  

 
 

          2.4.6. El trasfondo neoproteccionista 
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Estados Unidos ha favorecido la inclusión de límites al comercio 
en ciertos acuerdos ambientales internacionales, así como el 
derecho a prohibir el ingreso de bienes que no reúnen los 
estándares ambientales estadounidenses. En el caso del ACAAN, 
Estados Unidos se ha valido de la cooperación de México para 
fortalecer y aplicar sus estándares ambientales.61  
 

2.4.7. La negativa de elaborar un estudio de impacto 
ambiental 

 
El juez federal de circuito, Charles R. Richey, culpó a la Oficina 
de la Representación Comercial de Estados Unidos (USTR) de 
haber pasado por encima de la ley y le ordenó que en forma 
expedita realizara un estudio sobre el impacto ambiental del 
TLCAN antes de que fuese sometido al Congreso. El gobierno 
utilizó durante el litigio cuatro argumentos técnico-legales que a 
final de cuentas fueron rechazados. 
  
1. La Corte no tenía jurisdicción sobre la Ley de Procedimientos 

Administrativos.   
2. El segundo argumento legal se convirtió en un problema 

político. El gobierno dijo que la jurisdicción del juez y la 
aplicación de la ley ambiental infringían el precepto 
constitucional que facultaba al Presidente para conducir la 
política exterior.  

3. La tercera objeción gubernamental es que algunos de los 
demandantes no tenían categoría legal como afectados para 
iniciar tal demanda.  

4. Por último, el gobierno protestó por el hecho de que la Ley de 
Política Ambiental no fue concebida para ser aplicada a 
tratados comerciales.62  

 
Hay suficiente evidencia para creer que el ACAAN fue meramente 
una necesidad política y muy probablemente un mal necesario, 
tanto para el gobierno estadounidense como para el mexicano, 
pues sin este AP el TLCAN hubiese fracasado. Se trataba de 
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satisfacer las demandas de los ecologistas y de los congresistas 
demócratas y, asimismo, resolver el asunto de la demanda 
judicial en contra de la USTR.  

 
 

2.5. México: ¿mayor protección o graves 
desventajas? 

 
 

              2.5.1. Importancia del TLCAN para México 
 
La reducción del poder de negociación de México y de varios 
grupos mexicanos dentro de su propio país son algunos factores 
que favorecen la firma del TLCAN, en detrimento de la 
diversificación comercial. México entró a las negociaciones en 
una posición de debilidad, como consecuencia de la creciente 
dependencia financiera y comercial con Estados Unidos, de la 
transnacionalización de los grupos mexicanos, también debido al 
creciente poder de las corporaciones transnacionales dentro de 
México y a un entorno internacional desfavorable. 
 
El siguiente párrafo explica claramente por qué el TLCAN era un 
asunto vital para el gobierno mexicano: 
 

A finales de los ochenta, como la renegociación de 
la deuda había sido insuficiente para resolver la 
crisis, y el superávit en cuenta corriente estaba 
disminuyendo, la única fuente que quedaba para 
obtener las divisas requeridas para el servicio de la 
deuda, y la única opción para el crecimiento 
económico de México era la inversión extranjera 
directa, 70% de la cual proviene de Estados Unidos. 
Así pues, Salinas se vio obligado a emprender una 
política complaciente con Estados Unidos con 
objeto de promover dicha inversión. Las 
exportaciones petroleras y los créditos 
internacionales eran insuficientes para financiar el 
crecimiento de México, por lo que la inversión 
extranjera se volvió la única alternativa par el éxito 



de la reforma del Fondo Monetario Internacional, y 
el acceso seguro al mercado de Estados Unidos 
constituyó la esperanza más viable de México para 
estimular un auge de inversión63…  

 
En un contexto de constantes castigos ocasionados 
por las variables del exterior, parecería 
sorprendente que México deseara una mayor 
integración a la economía mundial. Sin embargo, 
debido a la necesidad de divisas por parte de 
México y su deseo de frenar fugas de capital, 
aumentar el atractivo del país como sitio para 
invertir fue la razón principal de México para 
promover el TLC.64 

 
Como consecuencia de ese vital interés para el gobierno 
mexicano, se hizo creer a la opinión pública que la no ratificación 
del TLCAN se traduciría en una acentuada fuga de capitales 
acompañada de una devaluación monetaria y de una recesión 
económica indefinida. Actualmente, con todo y TLCAN, 
padecemos los mismos problemas. Las repercusiones más serias 
de un eventual retraso en la firma del TLCAN hubiesen sido 
políticas y no tanto económicas. Los problemas económicos, o 
bien tienen poco que ver con el TLCAN, o bien tienen soluciones 
alternas.65 Lo cierto es que el grave déficit en la cuenta corriente 
no fue producto de las demoras en la firma del TLCAN, ni se 
corrigió con su puesta en marcha. 
 
La información acerca de los obstáculos que enfrentaba el 
TLCAN en Estados Unidos no fue difundida en México, en 
muchos casos fue negada y en otros desvirtuada. El gobierno 
mexicano no quiso dar a conocer el texto del tratado ni a la 
opinión pública ni a los grupos ecologistas. Al Senado se le dio a 
conocer el texto unos días antes de su firma, arguyendo que el 
documento era responsabilidad exclusiva del ejecutivo y que a 
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ese nivel se mantendría. Esto fue parte de la estrategia de 
negociación para arriesgar lo menos posible la entrada en vigor 
del TLCAN.66 Se mantuvo la información como secreto de Estado, 
se evitó cualquier debate público significativo y hubo una celosa 
vigilancia de los adversarios. 
 
Finalmente el TLCAN ha sido más importante como instrumento 
de regulación de la inversión que como promoción comercial. El 
libre comercio que se presume con el tratado no está planeado 
para que se de tal como lo anuncian sus promotores, es más un 
sistema de comercio dirigido parecido al que se tenía antes, sólo 
que se amplían las áreas y se redistribuyen los beneficios.67 

 
 

2.5.2. Cómo enfrentó el gobierno mexicano las críticas de 
los ecologistas estadounidenses 

 
La delegación mexicana organizó un gran cabildeo para acabar 
con las críticas de los ecologistas estadounidenses. Se utilizaron 
folletos, comunicados de prensa, discursos y audiencias en el 
Congreso estadounidense. Estas fueron las actividades que los 
cabilderos fueron llamados a realizar a cambio de generosas 
remuneraciones.  
 
Por ejemplo, la firma Burson-Masteller recibió 5.4 millones de 
dólares de parte de SECOFI para realizar actividades 
promocionales a favor del TLCAN.68 Por su parte, Salinas 
prometió modificar algunas leyes para asegurar una protección 
más efectiva del medio ambiente.69 Con un alto presupuesto, una 
nueva organización a nivel institucional70, más estándares 
técnicos y un aumento de inspectores e inspecciones, todo con el 
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fin de revertir la imagen de debilidad en la legislación ambiental 
mexicana.  
 
A través de la oficina para el TLCAN de México en Estados 
Unidos, se distribuyeron folletos para dar a conocer los esfuerzos 
hechos en la materia.71 También Estados Unidos intervino para 
que el BM le otorgara a México un crédito de 1 800 millones de 
dólares para sanear la región fronteriza, justo antes de que se 
produjera la votación en el Congreso estadounidense para 
aprobar o rechazar el TLCAN.  
 
Para el BM no eran prioritarios los proyectos fronterizos y aún así 
se otorgó este crédito, bajo la condición de que se diera un pronto 
pago de parte de México. Lo anterior dado el antecedente de 
1992, donde el mismo BM otorgó un crédito de 120 millones de 
dólares a México para aspectos ambientales, mismos que no se 
pudieron pagar.72 
 
 

                  2.5.3. Del nivel de protección ambiental 
 
Debido a factores externos, como en este caso el ACAAN, se han 
logrado avances importantes en el marco legal. Sin embargo, 
México aún se encuentra en una etapa incipiente en la vigilancia 
de la calidad ambiental, en el manejo de los recursos naturales, 
en la planeación urbana y regional integral que evite la 
degradación de los ecosistemas, en la obtención de estudios 
sobre el estado actual del medio ambiente y en la creación de 
inventarios regionales y locales de fuentes contaminantes, así 
como en la participación de la comunidad para la solución de 
estos problemas.73 
  
Es una realidad que México necesita apresurar el paso en la 
protección y restauración ambiental, pero no puede colocarse ni 
siquiera a mediano plazo en los mismos niveles de protección que 
tienen Canadá y Estados Unidos. Esto supondría dedicar 
recursos que hoy no podrían obtenerse a no ser que se extraigan 
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de otras áreas que también tienen una gran importancia dentro de 
la agenda nacional.  
 
Sin embargo, cabe mencionar que los países que no se 
encuentran completamente industrializados, tales como México, 
pueden ser campos particularmente fértiles para la adopción de 
formas de producción preventivas de la contaminación, lo cual no 
es tan sencillo de adoptar en países como Estados Unidos, que 
durante más de veinte años se ha enfocado a la regulación final. 
Los países que no están totalmente desarrollados tienen la 
oportunidad de incluir una visión preventiva en sus plantas de 
producción, a diferencia de los desarrollados donde la visión ha 
tenido que ser correctiva.74 
 
 
              2.5.4. El movimiento ecologista 
 
En México, el ecologismo como movimiento social es muy 
reciente, además de que existen más diferencias que similitudes 
con este tipo de movimientos en Estados Unidos. Los problemas 
ambientales, los modelos de desarrollo y los sistemas políticos 
son asimismo muy distintos, por lo tanto, no es posible que se 
desarrolle un movimiento ecologista de iguales características 
respecto de los movimientos en países industrializados. Los 
problemas medioambientales en los países subdesarrollados son 
más complejos debido a que las condiciones de deterioro son 
similares a las que se presentan en el mundo industrializado, pero 
con el agravante de que las posibilidades de solución son propias 
de un mundo subdesarrollado.75 
 
Más que un movimiento de masas, los grupos ecologistas 
constituyen una corriente de opinión que en la mayoría de los 
casos se limita a la denuncia, atendiendo más los efectos que las 
causas de los problemas. En términos generales, hay crecientes 
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diferencias entre los grupos ecologistas y los investigadores de la 
ecología.  
 
Los académicos tienden a descalificar la actividad de los grupos 
ecologistas, los cuales a su vez se quejan del elitismo y falta de 
compromiso social de los académicos. Por su parte, el gobierno 
se ha dedicado a cooptar el movimiento ecologista obteniendo 
significativos logros, por miedo a que la magnitud de los 
problemas ambientales genere una importante movilización 
social.76 
 
Algunas de las demandas de las organizaciones sociales (OS) 
mexicanas coinciden con las de las OS estadunidenses, tales 
como la contaminación en la frontera, sin embargo, entran en 
conflicto respecto a las metas más fundamentales de alivio a la 
pobreza y en cuanto a las restricciones en la acción unilateral 
estadunidense. Por lo que se refiere a la contraparte mexicana, 
esta busca un mayor acceso a la información y el TLCAN les 
representa una oportunidad para promover una mayor reforma 
democrática.77 

 
La Red Mexicana de Acción Frente al Libre Comercio (RMALC), 
una OS mexicana muy activa, lamentó que al ACAAN se le haya 
dado la autoridad suficiente para aplicar sanciones, lo que 
significa que a una entidad supranacional se le está dando el 
poder para socavar la soberanía nacional. Asimismo, consideran 
que al aceptar sanciones comerciales se abre la posibilidad para 
que el ACAAN, además de incorporar mecanismos débiles para el 
cumplimiento de la legislación ambiental, sea utilizado para 
satisfacer propósitos proteccionistas.78 

 
 

              2.5.5. La postura empresarial 
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Una parte de los empresarios mexicanos, agrupados en un 
Consejo Nacional de Industriales Ecologistas (Conieco), 
expresaron su desaprobación al ACAAN, porque esto convertiría 
a Estados Unidos en la policía ecológica de México79. El 
presidente de la Conieco, Carlos Sandoval, dijo en una entrevista 
que “Tampoco permitiremos que en esta negociación las 
autoridades mexicanas permitan la modificación de las leyes 
ecológicas para hacerlas más rígidas. La legislación en México es 
lo suficientemente estricta, y lo que quieren los congresistas 
estadunidenses es ‘ponerla más alta’ para que en caso de que los 
industriales mexicanos no la cumplan ‘aplicarles el llamado 
impuesto ecológico compensatorio’. Ellos están pensando en 
aplicar medidas proteccionistas para sus productos, y en realidad 
no les interesa en lo mínimo cuidar el medio ambiente mexicano”. 
 
Virtualmente, toda gran empresa establecida en México 
dependerá del mercado estadounidense para compartir 
ganancias básicas e invertir su capital, lo que las hará muy 
vulnerables a la mala publicidad y, en un extremo, a boicots de 
consumidores.80 

 
 
     2.6. Canadá: su postura e intereses 

 
Canadá tiene una intrincada red de relaciones militares, económicas, 
comerciales, culturales e ideológicas que la unen con los Estados 
Unidos. Para Estados Unidos la participación de Canadá en el TLCAN 
era innecesaria e irrelevante. Sin embargo, Canadá presionó para 
participar y Estados Unidos aceptó. Los principales motivos de 
Canadá para entrar al TLCAN fueron: vigilar sus intereses, 
recomponer algunos aspectos de su propio acuerdo bilateral y 
avanzar en otros rubrosi81. Realmente el TLCAN es utilizado por 
Canadá para renegociar un Acuerdo que no tuvo el apoyo de la 
población canadiense. 
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El entonces primer ministro, Brian Mulroney, del Partido Conservador 
Progresista, tenía la urgencia de lograr que el Parlamento canadiense 
aprobara el TLCAN tal y como estaba, sin los acuerdos paralelos. Esto 
a pesar de que el ACAAN se consideró prácticamente un asunto entre 
Estados Unidos y México, mientras que para Canadá no importó 
mucho el contenido de los acuerdos paralelos.82 
 
Como parte del apoyo canadiense al TLCAN, el gobierno de Mulroney 
expresó públicamente que el tratado establecía un nuevo valor para 
las relaciones económicas y para el comercio internacional sensible al 
medio ambiente, y que las disposiciones ambientales del TLCAN iban 
más allá de las de cualquier tratado comercial previo.83 
 
Canadá es el único socio donde las provincias no participan en toda la 
escala de derechos y obligaciones dentro del ACAAN. Según el 
artículo 41 en la extensión de las obligaciones, que nos remite al 
anexo 41, especifica que Canadá estará sujeta a la jurisdicción interna 
de sus provincias, por lo que actualmente sólo Alberta, Quebec y 
Manitoba han suscrito el ACAAN84. Es importante mencionar que un 
alto porcentaje de las leyes y reglamentos canadienses en materia 
ambiental son de carácter provincial, lo que repercute en un 
considerable vacío en el alcance de la cobertura del ACAAN en 
Canadá. 
 
Cabe mencionar que el ambientalismo en Canadá se ha desarrollado 
considerablemente en los últimos 100 años. En cuanto a la 
responsabilidad de la política ambiental, ésta se encuentra dividida 
entre el gobierno federal y los gobiernos provinciales. Esta división en 
la jurisdicción se complica aún más con las disputas entre los 
ministerios y los departamentos en Ottawa que activamente se 
resisten a cualquier posibilidad de que el Ministerio Canadiense de 
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Medio Ambiente se convierta en un super ministerio capaz de 
monitorear la compatibilidad en las políticas gubernamentales.85 
 
En el ámbito internacional los intereses de las diez provincias se 
expresan de manera independiente y no siempre coinciden. Para 
Canadá es complicado formular una política exterior debido a que los 
derechos adquiridos por las provincias consisten en la libertad para 
promover sus intereses comerciales, políticos y culturales en el 
extranjero en forma separada de la federación.86 
 
Respecto a la relación México-Canadá, Silvia Vélez señaló:  

“... esperar que (Canadá) nos auxilie y secunde en posibles 
acciones defensivas de México frente a Estados Unidos, es 
del todo irreal. Mediante el TLC, en Canadá tenemos sólo 
un socio, no un consorte, esto es, no es el que “comparte la 
misma suerte” o, según la Real Academia, no somos “los 
que litigan unidos formando una sola parte en el pleito”. 
Más vale atenernos a realidades y no dejar que sea la 
fantasía la que teja el hilo de nuestra conducta". 
 
 

          2.6.1. Activismo ambiental canadiense 
 
El activismo ambiental canadiense se opuso tanto al Acuerdo de Libre 
Comercio con Estados Unidos (CUFTA por sus siglas en inglés), como 
al propio TLCAN, con la excepción del grupo Pollution Probe. Hubo un 
intercambio periódico entre OS canadienses y mexicanas, lo que 
incrementó el activismo ambiental. En 1991 se creó la Red Mexicana 
de Acción frente al Libre Comercio (RMALC), misma que funcionaba 
como la contraparte de Action Canada Network (ACN).87 
 
El movimiento ambiental canadiense siempre ha trabajado en 
coaliciones, al menos internamente, y el CUFTA y el TLCAN no fueron 
la excepción. La mayoría de los ambientalistas canadienses se 
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volvieron cada vez más aprehensivos acerca de los posibles impactos 
ambientales del CUFTA.  
 
Una coalición de grupos ambientalistas lanzó una campaña contra el 
CUFTA que no tuvo precedentes en tamaño y aspiraciones. Las 
ganancias de dicho activismo ayudó a estimular un serio debate 
internacional acerca de las consecuencias ambientales de las políticas 
comerciales. El debate abarcó al TLCAN, a la Ronda Uruguay del 
AGAAC, la Conferencia de Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo, y al grupo que trabaja el tema de medio ambiente y 
comercio en el seno de la OCDE. 
 
Solamente Energy Probe, un grupo de intelectuales independiente 
especializado en asuntos ambientales, concibió al libre comercio como 
una oportunidad para mejorar los estándares ambientales 
canadienses y vio al CUFTA como una oportunidad para terminar con 
todos los subsidios en el sector ambiental.  
          2.6.2. Posturas frente al TLCAN y la CCA 
 
Las posturas de los ambientalistas respecto al TLCAN se pueden 
resumir con la visión de Pollution Probe  y del CELA (Canadian 
Environmental Law Association). Janine Ferretti, directora ejecutiva de 
Pollution Probe , conjuntamente con Steward Hudson, director de la 
oficina internacional de la estadounidense National Wildlife Federation, 
propusieron las siguientes siete salvaguardas, para ser incluidas en el 
TLCAN88: 
 

1. Debe haber un compromiso explícito de parte de los firmantes 
de que el TLCAN promoverá el desarrollo que sea 
ambientalmente sustentable y socialmente equitativo, y que 
garantice mejores opciones para las generaciones futuras que 
las que hoy disfrutamos. 

 
2. Excepciones generales en el TLCAN deben ser contempladas 

para salvaguardar legítimas medidas de protección ambiental 
y políticas para aclarar que el TLCAN no puede ser utilizado 
para aminorar legítimas medidas de protección ambiental.  
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3. Las provisiones para establecer estándares armonizados 
entre los firmantes del TLCAN, no deben debilitar, directa o 
indirectamente, los estándares domésticos de ninguno de los 
tres países, provincias o municipalidades. Los estándares 
deben ser vistos como un suelo y no como un techo. Las 
jurisdicciones deben tener la capacidad de establecer 
estándares más rígidos, para imprimirle una mayor 
preocupación ecológica a dicha jurisdicción.  

 
4. Deben incluirse en el TLCAN salvaguardas adecuadas para 

prevenir que los acuerdos internacionales sean cuestionados. 
 

5. Deben agregarse provisiones para asegurar que la solución 
de controversias genere saldos positivos a favor del medio 
ambiente. Para asegurar que las decisiones del panel estén 
bien informadas se debe garantizar la participación de 
expertos en medio ambiente, asimismo, debe haber 
transparencia y participación pública.  

 
6. Debemos asegurar que los costos ambientales sean 

internalizados. A toda nueva inversión se le debe aplicar la 
consideración ecológica, garantizar el uso de la mejor 
tecnología disponible e informar al público de las sustancias 
dañinas que se han utilizado en el proceso de producción. 

 
7. Cualquier nuevo socio del TLCAN debe considerar el aspecto 

ecológico para poder ingresar. Habrá una cláusula que 
asegure la valoración del aspecto ambiental desde el inicio de 
las negociaciones. 

 
 
          2.6.3. El caso de Ontario 
 
Michelle Swenarchuk, director ejecutivo del CELA, coordinó un 
análisis sobre las implicaciones ambientales del TLCAN, en un reporte 
final preparado para el Ministerio de Medio Ambiente y Energía de 
Ontario, se hicieron las siguientes observaciones: 
 
 El TLCAN perpetúa los problemas ambientales del CUFTA, además 

de crear unos nuevos. 



 A pesar de que provee protección parcial para acciones 
comerciales, la protección es limitada. 

 El acuerdo no previene a los países para que bajen sus estándares 
ambientales para atraer inversión.  

 No entiendo 
 El acuerdo establece un nuevo acercamiento a los estándares 

ambientales, distinto a las prácticas de Canadá y Ontario. Por otra 
parte, en el TLCAN no se contempla ningún proceso de 
participación pública. Falta algo que no entiendo. 

 El TLCAN no ha resuelto las disputas por subsidios que tiene 
Canadá con Estados Unidos. 

 El proceso de solución de controversias es secreto y no da acceso 
a los gobiernos provinciales ni al público. 

 
Finalmente, ochenta organizaciones ambientalistas junto con el CELA 
(Canadian Environmental Law Association) expresaron su oposición al 
ACAAN. Estos grupos argumentaban que la negociación de los 
acuerdos paralelos y el establecimiento del ACAAN representaba una 
cortina de humo que intenta minar el hecho de que las metas sobre 
política comercial del TLCAN son fundamentalmente incompatibles 
con los objetivos ambientales. Se crearía una nueva e innecesaria 
burocracia ambiental a la que se tendría que vigilar. Aseguraron que 
una Comisión no puede corregir los problemas ecológicos que se 
deriven del TLCAN. 
 
Los acuerdos paralelos contienen muy pocos de los elementos 
propuestos por ambientalistas canadienses, así como por sus 
contrapartes estadounidenses o mexicanas. Los grupos ecologistas 
canadienses acordaron que la firma del TLCAN, a pesar de ser hasta 
hoy en día el acuerdo comercial “más verde”, aceleró las presiones 
para la desregulación. Ahora están preocupados por mantener en la 
medida de lo posible el actual marco de regulación ambiental, de cara 
a las fuertes presiones corporativas.  
 
El problema de Canadá es la autonomía de las provincias, será difícil 
comprometer a todo el país con el ACAAN. ¿Cómo se puede formular 
una política exterior cuando entre los derechos adquiridos por cada 
provincia se encuentra la libertad de promover sus intereses 
comerciales, políticos y culturales en el extranjero? Si bien el gobierno 



federal es el único con derecho a rubricar acuerdos y tratados, esto no 
impide que en el ámbito internacional, los intereses de las diez 
provincias se expresen en forma separada y no necesariamente 
coincidente. Las oficinas de representación provincial en el extranjero 
a veces emulan el poder del gobierno federal.89 Es por esto que la 
provincia de Ontario no suscribió el ACAAN. 
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3. El Acuerdo de Cooperación Ambiental de 
América del Norte (ACAAN): una revisión 

comentada 
 
 

3.1. Estructura y funcionamiento del ACAAN 
 
A continuación se presenta una revisión crítica del contenido de cada 
una de las siete partes que componen el ACAAN. El texto íntegro se 
puede consultar en el anexo, al final de la tesis. 
 
PREÁMBULO 
 
Dentro de los principios contenidos en el preámbulo del Acuerdo se 
infieren que la armonización de los estándares ambientales no puede 
ser impuesta, como tampoco pueden serlo los impuestos 
compensatorios, apelando a una competencia desleal a causa de 
dichos estándares. Si las asimetrías entre las Partes son tomadas en 
cuenta dentro del preámbulo, entonces también las sanciones, así 
como las aportaciones monetarias, debieran adecuarse a las 
capacidades de cada país miembro, cosa que no sucede. 
 
En uno de los principios se reafirma la Declaración de Estocolmo 
sobre el Medio Humano de 1972 y la Declaración de Río sobre Medio 
Ambiente y el Desarrollo de 1992. En cuanto a la cooperación 
internacional citada y a la ratificación de acuerdos ambientales 
internacionales, Estados Unidos, principal promotor del ACAAN, no ha 
cumplido con ellos. Por ejemplo, no ha sido posible comprometer al 
referido país para que suscriba el Protocolo de Kyoto, cuyo propósito 
es contrarrestar el cambio climático. Es un hecho que Estados Unidos 
no está dispuesto a reducir sus emisiones tóxicas, lo que es un asunto 
de vital importancia, siendo que es el primer productor mundial de 



energía primaria y que además contribuye con el 25% de la emisión 
mundial de gases de invernadero que destruyen la capa de ozono..90 
 
 
 
PRIMERA PARTE: OBJETIVOS 
 
Artículo 1: Objetivos 
 
Dentro de los diez objetivos que componen el primer artículo, dos 
resultan ser los más polémicos: 
(b) Promover el desarrollo sustentable a partir de la cooperación y el apoyo mutuo 

en políticas ambientales y económicas. 
(e) Evitar la creación de distorsiones o de nuevas barreras en el comercio. 
 
Respecto al objetivo (b) cabe sacar a colación, entre otros, un 
antecedente nada alentador: Estados Unidos, violando el Acuerdo de 
la Paz que firmó con México en 1983, ha intentado construir varios 
depósitos de desechos nucleares en la frontera con México. En cuanto 
al objetivo (e), este debe ser el objetivo guía para que el ACAAN no se 
utilice como una barrera ambiental al comercio. 
 
 
 
SEGUNDA PARTE: OBLIGACIONES 
 
Artículo 2: Compromisos generales 
 
Dentro del primero resalta la promoción de la educación ambiental, 
incluida la legislación, el fomento a la investigación científica y el 
desarrollo de tecnología ambiental, así como la promoción del uso de 
instrumentos económicos para la eficiente consecución de las metas 
ambientales, de lo cual no se tiene experiencia en México. Los otros 
dos compromisos generales son de suma importancia. Su contenido 
es el siguiente: 
1. Cada una de las Partes examinará la posibilidad de incorporar a su derecho 

cualquier recomendación que elabore el Consejo El cual, a su vez, 
                                                           
90 Al respecto véanse los artículos: GÓNZALEZ Mónica, “La globalización y el derecho de exclusión”, en 
Unomasuno, México 2 de abril del 2001, p. 23; y KLUGER Jeffrey, “A climate of despair”, en Time, 
latinamerican edition, N°14, vol.157, abril 9 del 2001, p. 20. 



promoverá y elaborará recomendaciones sobre los límites adecuados para 
contaminantes específicos, tomando en cuenta las diferencias en los 
ecosistemas.  

 
Lo anterior implica avanzar hacia una homologación en los estándares 
ambientales para los tres países, debido a que es un compromiso 
adquirido el incorporar los mismos a la legislación nacional, lo que 
significa que México deberá esforzarse por alcanzar los niveles de 
Estados Unidos y Canadá. La desventaja está en que las exigencias 
ambientales de los límites adecuados para contaminantes específicos 
generalmente son decididos por Estados Unidos, pues la 
homologación no está contemplada hacia la baja, sino siguiendo el 
patrón más exigente, es decir, a la alta. Estos límites para los 
contaminantes pueden en muchos casos funcionar como medidas 
proteccionistas y exigir al país más débil que los acate porque así lo 
dicta dicho artículo del ACAAN. Una ventaja para México es que se 
toma en cuenta la diferencia en los ecosistemas. 
 
2. Cada una de las Partes examinará la posibilidad de prohibir la exportación a 

territorio de otras Partes de pesticidas o de sustancias tóxicas cuyo uso esté 
prohibido en su propio territorio.  

 
Este tercer compromiso debe ser aprovechado por México debido a 
que Estados Unidos suele exportar a territorio mexicano diversas 
sustancias que en su territorio se encuentran prohibidas, tales como el 
clordano.  
 
Artículo 3: Niveles de protección 
 
Este artículo no hace más que reforzar lo dicho en el segundo 
compromiso general del artículo 2, al mencionar que ...cada una de las 
Partes garantizará que sus leyes y reglamentos prevean altos niveles de 
protección ambiental y se esforzará por mejorar dichas disposiciones. Lo 
anterior con la salvedad de que se reconoce ...el derecho de cada una de 
las Partes de establecer, en lo interno, sus propios niveles de protección 
ambiental.  
 
Sin duda, este artículo otorga a los tres países una margen de 
maniobra para no comprometerse por completo en la modificación de 
sus leyes y reglamentos ambientales, lo que puede representar una 
ventaja para México frente a cualquier exigencia que pueda surgir 



para que se eleve el nivel de protección ambiental. Esto es ventajoso 
para México sobre todo cuando una exigencia ambiental viene 
motivada por intereses comerciales. Recuérdese el prolongado y 
polémico embargo atunero impuesto por Estados Unidos a la industria 
atunera mexicana. 
 
Artículo 4: Publicación 
 
Relativo a la publicación de disposiciones legales, este artículo es sin 
duda muy ambicioso y pertenece al tipo de prácticas propias de 
países desarrollados, por lo que México se verá limitado en su 
cumplimiento. A la letra dice: 
 
1. Cada una de las Partes se asegurará de que sus leyes, reglamentos, 

procedimientos y resoluciones administrativas de aplicación general que se 
refieran a cualquier asunto comprendido en este Acuerdo se publiquen a la 
brevedad o se pongan a disposición de las personas o Partes interesadas, 
para su conocimiento. 

2. En la medida de lo posible, cada una de las Partes: 
(a) publicará por adelantado cualquier medida que se proponga adoptar; y 
(b) brindará a las personas y las Partes interesadas oportunidad razonable 

para formular observaciones sobre las medidas propuestas. 
 
Las leyes, reglamentos y procedimientos en México nunca se publican 
por adelantado, es decir, antes de ser adoptadas, ni mucho menos se 
brinda a la población ni a las partes interesadas la oportunidad para 
que formulen observaciones, esto ni a los mismos actores políticos. Si 
al ACAAN se le otorga la calidad jurídica que tiene, México se verá 
obligado a abandonar su tradición antidemocrática que lo caracteriza.  
 
Artículo 5: Medidas gubernamentales para la aplicación de leyes y 
reglamentos ambientales  
 
Las medidas contempladas en este artículo resultan ser 
principalmente represoras y correctivas vía sanciones, tales como 
auditorías, procedimientos judiciales y administrativos, cateos, 
decomisos, multas, encarcelamientos, clausura de instalaciones, etc. 
No se contemplan medidas de carácter preventivo, por ejemplo, a 
través de campañas de información y educación, lo cual debe ser 
prioritario, principalmente en un país donde el derecho ambiental es 
de muy reciente creación. 



 
Artículo 6: Acceso de los particulares a los procedimientos  
 
El acceso de los particulares a los procedimientos son siempre “de 
conformidad con la legislación de cada Parte”, frase que es reiterada 
es la mayor parte del Acuerdo. Por lo que el ACAAN en realidad no 
otorga al particular ningún derecho o garantía adicional al que le 
pueda otorgar su propia legislación. Hasta hoy en día, la gente que ha 
recurrido al ACAAN se ha quejado de la falta de transparencia en los 
procedimientos y del difícil acceso que a ellos se tiene, pero 
desafortunadamente, gracias a la frase “de conformidad con la 
legislación de cada Parte”, el ACAAN no puede hacer nada por ellos. 
 
Artículo 7: Garantías procesales  
 
Las garantías procesales simplemente consisten en un par de 
sugerencias a las Partes para que los juicios sean justos, abiertos y 
equitativos. Sin embargo, al igual que en el artículo 6, deja toda 
responsabilidad a las Partes, además de que dichas recomendaciones 
sólo aplican, una vez más, de acuerdo a la legislación de cada Parte.  
 
 
 
 
 
 
 
 
TERCERA PARTE: COMISIÓN PARA LA COOPERACIÓN 
AMBIENTAL  
 
Artículo 8: La Comisión  
 
Las Partes establecen la creación de la Comisión para la Cooperación 
Ambiental (CCA) que está integrada por un Consejo, un Secretariado 
y un Comité Consultivo Público Conjunto (CCPC). 
 
Sección A: El Consejo 
 



Artículo 9: Estructura y procedimientos del Consejo 
 
El Consejo estará integrado por representantes de las Partes a nivel de Secretaría 
de Estado o su equivalente, o por las personas a quienes éstos designen.  
 
El Consejo se reúne por lo menos una vez al año en sesiones 
ordinarias y en extraordinarias cuando así lo soliciten las Partes. Tiene 
una amplio margen de acción, por ejemplo: establece sus propias 
reglas y procedimientos, las reuniones sólo son públicas cuando así lo 
decide, puede delegar responsabilidades en comités ad hoc, en 
grupos de trabajo o en expertos independientes y tiene el poder de 
decidir cuándo hacer públicas o no todas sus decisiones y 
recomendaciones. El Consejo está integrado por representantes 
gubernamentales designados por las mismas Partes, lo que nos lleva 
a cuestionar la imparcialidad del Consejo, debido a que fungen de 
hecho como juez y parte. 
 
Artículo 10: Funciones del Consejo 
 
El Consejo es el órgano rector de la Comisión y le corresponde servir 
como foro de discusión, supervisar la aplicación de este Acuerdo, 
supervisar al Secretariado, tratar las controversias que surjan de la 
aplicación o interpretación de este Acuerdo y aprobar el programa y el 
presupuesto anual de la CCA. 
 
Asimismo, el Consejo tiene la facultad de elaborar recomendaciones 
sobre múltiples temas, tales como: técnicas y metodologías 
comparables para la recolección y análisis de datos, el manejo de 
información y la comunicación de datos por medios electrónicos; el 
uso de instrumentos económicos para la consecución de objetivos 
ambientales; promoción de la conciencia pública en relación con el 
medio ambiente; enfoques sobre el cumplimiento y aplicación de las 
leyes y etiquetado ecológico. Los diversos temas ennumerados son 
relevantes para el cumplimiento del Acuerdo, sin embargo, queda 
claro que este Consejo únicamente emite recomendaciones a las 
Partes, nada es obligatorio. 
 
Al Consejo también le compete fortalecer la cooperación técnica para 
elaborar leyes y reglamentos, promover el acceso público a la 
información, recomendar los límites adecuados para contaminantes 



específicos, cooperar con la Comisión de Libre Comercio del TLCAN 
para alcanzar las metas y objetivos ambientales del TLCAN y 
recomendar un acceso justo y equitativo para los ciudadanos de 
cualquier territorio a los tribunales de la Parte que está causando el 
daño, tal y como si el perjuicio hubiera ocurrido en su territorio.  
 
Sin embargo, de todas las funciones que se le otorgan al Consejo, 
únicamente se refieren a recomendar, alentar, promover, cooperar, 
apoyar, promover, etc., lo que significa que el Consejo no puede 
obligar, sancionar ni coaccionar a las Partes, por ende, debe ser muy 
cuidadoso de su prestigio para que sus recomendaciones tengan un 
peso moral incuestionable, pues no hay otra manera de que fructifere 
su trabajo. 
 
Sección B: El Secretariado 
 
Artículo 11: Estructura y procedimientos del Secretariado 
 
El Secretariado lo preside un director ejecutivo que es nombrado por 
el Consejo por un periodo de tres años, pudiendo ser renovado o 
removido por el mismo Consejo. El cargo de director se rota 
sucesivamente entre los nacionales de cada una de las Partes.  
El Consejo, mediante el voto de las dos terceras partes de sus 
miembros, podrá rechazar cualquier nombramiento que no satisfaga 
las normas generales, decisión que se toma y se mantiene en 
términos confidenciales.  
 
Las únicas instrucciones que el Secretariado puede recibir son las que 
provienen del Consejo, de ninguna otra autoridad o gobierno. Las 
Partes deben respetar el carácter internacional de las 
responsabilidades del director ejecutivo y procurar no influir en el 
cumplimiento de ellas. 
 
El Secretariado resguarda de su divulgación la información que recibe 
y que permite identificar a la persona u organización que haya 
presentado la petición. También resguarda cualquier información que 
reciba de organizaciones o personas sin vinculación gubernamental 
cuando ellas deseen que permanezca como confidencial. 
 



La responsabilidad que tiene el Secretariado es demasiada, por lo que 
el Consejo lo tiene completamente controlado. No tiene ninguna 
independencia frente al mismo. Su actuación siempre está sujeta a la 
aprobación de las dos terceras partes del Consejo, mismo que –cabe 
recordar-, está compuesto por los secretarios de Estado de Canadá, 
Estados Unidos y México. De entrada, el ACAAN ya se encuentra 
viciado.  
 
Artículo 12: Informe anual de la Comisión 
 
El Secretariado se encarga de preparar el informe anual de la 
Comisión conforme a las instrucciones que reciba del Consejo. El 
informe final se hace del conocimiento público, previa revisión hecha 
por el Consejo. 
 
Artículo 13: Informes del Secretariado 
 
Cuando el Secretariado desea elaborar informes sobre cualquier 
asunto ambiental relacionado con las funciones de cooperación de 
este Acuerdo, lo notifica al Consejo para poder proceder, a menos que 
en un plazo de 30 días el Consejo se oponga a la elaboración del 
informe mediante el voto de dos terceras partes. Cuando se trata de 
omisiones de una Parte en la aplicación de su legislación ambiental, el 
Consejo no podrá oponerse a la elaboración de un informe. Una vez 
que el Secretariado presenta su informe al Consejo, éste lo hace 
público en los 60 días siguientes a su recepción, a menos que el 
Consejo decida otra cosa. 
 
Este artículo resulta ser contradictorio y absurdo. Se menciona que 
cuando se trata de omisiones de una Parte en la aplicación de su 
legislación ambiental, el Consejo no puede oponerse a la elaboración 
de un informe, pero en cambio sí puede oponerse a la publicación del 
mismo, teniendo además 60 días para tomar la decisión.  
 
Artículo 14: Peticiones relativas a la aplicación de la legislación 
ambiental  
 
1. Para que el Secretariado examine las peticiones de cualquier 

persona u organización que asevere que una Parte está incurriendo 
en omisiones en la aplicación efectiva de su legislación ambiental, 



la petición debe cumplir con diversos requisitos, los cuales la 
experiencia indica que han sido muy difíciles de reunir. 
 
Por ejemplo: identificar claramente a la persona u organización que presenta 
la petición. No se aclara de qué elementos debe consistir esta 
identificación. Proporcionar información suficiente que permita al 
Secretariado revisarla e incluir pruebas documentales que puedan sustentarla. 
Muchos quejosos no cuentan con pruebas documentales, mismas 
que además deberían ser recabadas por la propia Comisión para 
poder determinar si la Parte en cuestión está violando su 
legislación. 
 
Otros de los requisitos son encaminarse a promover la aplicación de la ley 
y no a hostigar una industria. Lo que queda a completa discreción de la 
Comisión, cuya máxima autoridad es el Consejo, que son los 
poderes ejecutivos de los tres países. ¿Cuántas grandes industrias 
no estarán protegidas por sus gobiernos? ¿Cómo se evalúa lo que 
es hostigamiento y lo que es protección ambiental? 

 
2. Una vez que el Secretariado considera que una petición cumple 

con los requisitos, determinará si la misma amerita solicitar una 
respuesta del país al que se le acusa. Para decidir si debe solicitar 
una respuesta, el Secretariado se toma en cuenta varias 
consideraciones, una de ellas es la siguiente: 
(a) si la petición alega daño a la persona u organización que la presenta; 
 
Esta es una limitante debido a que muchas veces los que se ven 
afectados directamente no tienen la capacidad ni los recursos 
suficientes para llevar a cabo todo este procedimiento, por lo que 
muchas veces deben ser asesorados y no siempre encuentran 
quien los apoye ni pueden costear las asesorías. 

 
3. La Parte o el país en cuestión notificará al Secretariado en un plazo 

de 30 días y, en circunstancias excepcionales, en un plazo de 60 
días posteriores a la entrega de la solicitud. Otra limitante que hay 
en este artículo es la siguiente: 

 
(a) si el asunto es materia de un procedimiento judicial o administrativo 

pendiente de resolución, en cuyo caso el Secretariado no continuará con el 
trámite; 



 
Es bien sabido que en México los procesos judiciales son 
interminables, dado lo cual la parte interesada no podrá recurrir a la 
CCA para ventilar una violación a la legislación ambiental. Este ha 
sido uno de los artículos más polémicos y discutidos, debido a que ha 
habido varias peticiones que no han podido ser aceptadas porque no 
cumplen con los requisitos. 
 
Artículo 15: Expediente de hechos 
 
Cuando el Secretariado considere que se amerita la elaboración de un 
expediente de hechos lo debe informar al Consejo e indicar sus 
razones. El Consejo, mediante el voto de dos terceras partes de sus 
miembros, decidirá si éste expediente debe elaborarse. Únicamente 
los tres países miembros podrán hacer observaciones sobre la 
exactitud del proyecto en un plazo de 45 días posteriores a su 
presentación. A los quejosos no se le permite observar el documento 
en cuestión. Una vez más, es el Consejo quien decide si se pone a 
disposición pública el expediente final de los hechos, normalmente en 
un plazo de 60 días a partir de su presentación. El expediente puede 
elaborarse y no ponerse nunca a disposición pública. 
 
Vemos que las responsabilidades del Secretariado no están 
equilibradas con sus facultades, pues depende del Consejo para 
tomar cualquier decisión, es decir, tiene grandes responsabilidades 
pero no el poder o las facultades suficientes para actuar en 
consecuencia, debido a que el Consejo tiene la última palabra.  
 
Sección C: Comités Consultivos 
 
Artículo 16: Comité Consultivo Público Conjunto 
 
El Comité Consultivo Público Conjunto (CCPC) se integra por quince 
personas, salvo que el Consejo decida otra cosa, cinco 
corresponderán a cada uno de los tres países. El Consejo establecerá 
las reglas de procedimiento del CCPC y éste elegirá a su propio 
presidente. El CCPC podrá asesorar al Consejo sobre cualquier 
asunto perteneciente al ámbito de este Acuerdo y podrá desempeñar 
cualquier otra función que le asigne el Consejo. 
 



El Consejo y el CCPC forman una importante mancuerna que decide 
la actuación de la CCA y, por ende, su desempeño, así como también 
el consecuente cumplimiento del ACAAN. El CCPC depende en gran 
medida del Consejo, quien establece sus reglas de procedimiento, su 
conformación y sus fechas de reunión. Sería importante revisar qué 
tan democrático es el mecanismo de conformación del CCPC en cada 
una de las Partes, debido a que ésta es totalmente libre. 
 
 
 
 
Artículo 17: Comités Consultivos Nacionales 
 
Además del CCPC, existe un Comité Consultivo Nacional, integrado 
por miembros de la sociedad, incluyendo representantes de 
organizaciones y personas sin vinculación gubernamental, con el fin 
de recibir asesoría sobre la aplicación y ulterior desarrollo de este 
Acuerdo. Cada país es responsable de la conformación de su Comité 
Consultivo. En México hubo mucha polémica cuando se conformó el 
Comité, debido a que los integrantes no eran independientes del 
gobierno, hecho que la RMALC denunció y se negó a participar en el 
procedimiento de selección por estar viciado de antemano. 
 
Artículo 18: Comités Gubernamentales 
 
Cada una de las Partes podrá convocar un Comité Gubernamental 
que podrá estar integrado por representantes de los gobiernos 
federales, estatales o provinciales, con el fin de recibir asesoría sobre 
la aplicación y ulterior desarrollo de este Acuerdo. Son demasiados 
comités para asesorar a las Partes y su participación no es muy clara, 
mientras que para la ciudadanía no está pensado la conformación de 
ningún tipo de figura para orientarlos. 
 
Sección D: Idiomas oficiales 
 
Los idiomas oficiales de la Comisión son el inglés, español y francés.  
 
 
 



CUARTA PARTE: COOPERACIÓN Y SUMINISTRO DE 
INFORMACIÓN 
 
Artículo 20: Cooperación 
 
En este artículo las Partes se comprometen en todo momento a lograr 
el consenso sobre la interpretación y aplicación del ACAAN. Cada una 
de las Partes notificará, proporcionará información y dará respuesta 
sin demora a cualquier otra Parte que tenga interés en el asunto, 
respecto a cualquier medida ambiental vigente o en proyecto que 
pueda afectar los intereses de la Parte que solicita dicha información. 
Este artículo no contempla lo que procedería en caso de que una 
Parte se niegue a suministrar la información requerida.  
 
Cualquiera de las Partes podrá notificar y proporcionar a cualquiera 
otra información fidedigna relativa a posibles violaciones a la 
legislación ambiental de esa Parte, la cual será específica y suficiente 
para permitir a esta última investigar el asunto. Este punto es 
sumamente importante, el inconveniente es que se rige bajo términos 
de cooperación y no hay forma de obligar a las Parte en la entrega de 
información.  
 
Artículo 21: Suministro de información 
 
A petición del Consejo o del Secretariado, cada una de las Partes, de 
conformidad con su legislación, proporcionará la información que le 
sea requerida. Cuando una Parte considere que la solicitud de 
información del Secretariado es excesiva o indebidamente onerosa, el 
Consejo puede establecer limitaciones mediante el voto de las dos 
terceras partes de sus miembros, las cuales deberán ser acatadas por 
el Secretariado. Finalmente, cuando la Parte no facilite la información, 
aún con los límites estipulados, notificará sus razones al Secretariado 
sin demora y por escrito. 
 
Aquí vemos que las Partes pueden protegerse bastante bien de la 
CCA, pues si no desean proporcionar información no pasa nada, 
únicamente con notificar sus razones para no hacerlo es suficiente, 
además de que en el primer punto de este artículo se aclara que todo 
es de conformidad con su legislación, lo que significa que cualquier 



Parte puede estipular en su legislación la confidencialidad de cualquier 
asunto y la CCA no podrá hacer nada al respecto.  
 
En el suministro de información se puede bloquear la actuación de la 
CCA, que en buena medida funciona con base en las decisiones que 
tome el Consejo, mismo que se compone por los Secretarios de Medio 
Ambiente de los respectivos países. Este es un ejemplo de cómo los 
gobiernos pueden actuar como jueces y parte dentro de esta 
Comisión. 
 
 
 
QUINTA PARTE: CONSULTAS Y SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 
 
Artículo 22: Consultas 
 
Cualquiera de las Partes puede solicitar por escrito consultas con 
cualquier otra Parte respecto a la existencia de una pauta persistente 
de omisiones en la aplicación efectiva de la legislación ambiental de 
esa otra Parte. La solicitud se entregará a las otras Partes y al 
Secretariado. A menos que el Consejo disponga otra cosa, la tercera 
Parte interesada estará legitimada para participar en las consultas. 
 
Artículo 23: Inicio del procedimiento 
 
Cualquiera de las Partes puede solicitar una sesión extraordinaria 
cuando no logren resolver el asunto en los 60 días posteriores a la 
entrega de la solicitud de consultas o dentro del plazo que acuerden. 
A menos que decida otra cosa, el Consejo se reunirá dentro de los 
veinte días siguientes a la entrega de la solicitud y se abocará sin 
demora a resolver la controversia, recurriendo a los buenos oficios o 
formulando recomendaciones que puede hacer públicas si el Consejo 
lo aprueba.  
 
Artículo 24: Solicitud de integración de un panel arbitral 
 
Si un asunto no se resuelve en un plazo de 60 días posteriores a la 
reunión del Consejo, se podrá convocar un panel arbitral cuando se 
alegue la existencia de una pauta persistente de omisiones de la Parte 



demandada en la aplicación efectiva de su legislación ambiental 
relativa a los lugares de trabajo, las empresas, las compañías o los 
sectores que produzcan bienes o proporcionen servicios, siempre y 
cuando sean objeto de comercio entre los territorios de las Partes o 
que compitan en territorio de la Parte demandada con bienes 
producidos o con servicios proporcionados por personas de otra Parte.  
 
La tercera Parte interesada tiene derecho a participar como Parte 
reclamante, previa entrega de notificación escrita a las Partes 
contendientes y al Secretariado, a más tardar dentro de los primeros 
siete días a partir de la fecha de la votación del Consejo para la 
integración de un panel. Cabe aclarar que en estos procedimientos 
sólo participan las tres Partes que conforman la CCA, quienes han 
optado por resolver las controversias entre ellos antes que recurrir a la 
CCA. Los ciudadanos y organizaciones no tienen acceso a estos 
paneles arbitrales. 
 
Artículo 25: Lista de panelistas 
 
El Consejo integrará una lista de hasta 45 individuos, los cuales serán 
designados por consenso por periodos de tres años y podrán ser 
reelectos.  
 
Artículo 26: Requisitos para ser panelista 
 
Reunir los requisitos señalados en el artículo 25(2), no haber 
intervenido en una controversia, no tener en ella un interés, o lo tenga 
una persona u organización vinculada con ellos según lo disponga el 
código de conducta establecido por el Consejo. 
 
Artículo 27: Selección del panel 
 
El panel se integra por cinco miembros. El presidente, elegido por las 
Partes, y dos panelistas que cada Parte escoja de la lista de 45, pero 
que no pertenezcan a su país. Cuando un panelista viole los códigos 
de conducta puede ser destituido por las Partes. Las reglas son lo 
suficientemente claras y flexibles, sin embargo, hasta ahora estos 
paneles no se han puesto en marcha, por lo cual no podemos evaluar 
su efectividad. 
 



Artículo 28: Reglas de procedimiento 
 
El Consejo establecerá las Reglas Modelo de Procedimiento, las 
cuales garantizarán como mínimo el derecho a una audiencia ante el 
panel, la oportunidad de presentar alegatos y réplicas por escrito y el 
anonimato de los panelistas que sostienen opiniones de mayoría o 
minoría.  
 
Artículo 29: Participación de la tercera Parte 
 
Una Parte que no sea contendiente tendrá derecho a asistir a todas 
las audiencias, a presentar comunicaciones escritas y orales al panel 
y a recibir comunicaciones escritas de las Partes contendientes. Este 
artículo puede, ya sea favorecer, o ya sea entorpecer el avance del 
trabajo de los panelistas, todo depende de los intereses de la parte no 
contendiente. 
 
Artículo 30: Función de los expertos 
 
A instancias de una Parte contendiente, o por su propia iniciativa, el 
panel podrá recabar la información y la asesoría técnica de las 
personas o grupos que estime pertinente, siempre que la Partes 
contendientes así lo acuerden y conforme a los términos y condiciones 
que esas Partes convengan. Las Partes tienen demasiada injerencia 
en el proceso y limitan el acceso del panel a la información y asesoría 
necesarias para resolver con prontitud. 
 
Artículo 31: Informe preliminar 
 
Salvo que las Partes contendientes acuerden otra cosa, dentro de los 
180 días siguientes al nombramiento del último panelista, el panel 
presentará un informe preliminar. Seis meses es mucho tiempo, 
además de la injerencia que tienen las Partes sobre el panel. Dicho 
panel únicamente propondrá un plan de acción a seguir para la Parte 
que haya incurrido en violaciones ambientales. 

 
 

Artículo 32: Informe final 
 



El panel presentará a las Partes contendientes un informe final, y los 
votos particulares sobre las cuestiones en que no haya habido 
acuerdo unánime en un plazo de 60 días a partir de la presentación 
del informe preliminar, a menos que las Partes contendientes 
convengan otra cosa. El panel debería de tener mayor capacidad de 
decisión y no permitir que las Partes aplacen demasiado la 
presentación del informe final. 
 
Artículo 33: Cumplimiento del informe final 
 
Son las Partes contendientes las que acuerdan un plan de acción 
mutuamente satisfactorio, el cual, por lo regular, se ajustará a las 
determinaciones y recomendaciones del panel. No es el panel el que 
lo elabora. 
 
Artículo 34: Revisión del cumplimiento 
 
En caso de no haber acuerdo sobre dicho plan de acción o si la Parte 
demandada no está cumpliendo plenamente con el plan de acción 
acordado, cualquiera de las Partes contendientes podrá solicitar que 
el panel se reúna de nuevo, mediante solicitud por escrito a las otras 
Partes y al Secretariado. Una vez entregada la solicitud, el Consejo 
convocará de nuevo al panel. 
 
Cuando las Partes contendientes no han llegado a un acuerdo sobre 
un plan de acción y si no se ha presentado una solicitud para 
convocar de nuevo al panel, 120 días después de la fecha del informe 
final se considerará establecido por el panel el último plan de acción, 
si lo hay, presentado por la Parte demandada a la Parte o Partes 
reclamantes en un plazo de 60 días posteriores a la fecha del informe 
final. 
 
Una vez que el plan de acción se ha establecido, las Partes podrán 
presentar una solicitud después de 180 días, si es que consideran que 
la Parte demandada no está cumpliendo plenamente con dicho plan 
de acción.  
 
Cuando las partes contendientes no se ponen de acuerdo respecto a 
un plan de acción, el panel se reunirá de nuevo y determinará si 
cualquier plan de acción propuesto por la Parte demandada es 



suficiente para corregir la pauta de no-aplicación. En caso de no serlo, 
establecerá un plan conforme a la legislación de la Parte demandada. 
Otra opción es imponer una contribución monetaria de conformidad 
con el Anexo 34, donde se estipula que ninguna multa podrá rebasar 
los 20 millones de dólares estadounidenses. El plan de acción debe 
ser muy benevolente, debido a que es el mismo demandado el que lo 
elabora. En caso de que intervenga el panel, lo hace de conformidad 
con la legislación de la Parte, lo cual es sumamente considerado. Este 
artículo es bastante tolerante con las Partes y con los tiempos a 
cumplir. 
  
Artículo 35: Procedimientos adicionales 
 
Después de 180 días a partir de la determinación de un panel 
conforme al artículo 34 (5) (b), en cualquier momento una Parte 
reclamante podrá solicitar por escrito que se reúna de nuevo el panel 
para que éste determine si la Parte demandada está cumpliendo 
plenamente con el plan de acción. El Consejo convocará de nuevo al 
panel, el cual presentará su determinación dentro de los 60 días 
posteriores a que se le haya convocado de nuevo o en cualquier otro 
periodo que acuerden las Partes contendientes.  
 
Es de observarse que en todos los casos los plazos estipulados para 
que resuelva, ya sea el panel, el Secretariado o el Consejo, pueden 
ser modificados si es que las Partes contendientes así lo acuerdan, lo 
que prolonga aún más los tiempos para resolver. 
 
Artículo 36: Suspensión de beneficios 
 
1. Cuando una Parte no haya pagado la contribución monetaria dentro 

de los 180 días posteriores a que el panel se la haya impuesto, la 
Parte reclamante podrá suspender a la Parte demandada los 
beneficios derivados del TLCAN, por un monto no mayor al 
necesario para cobrar la contribución monetaria, esto a través del 
incremento a la tasa arancelaria.  

 
 
 
SEXTA PARTE: DISPOSICIONES GENERALES 



 
Artículo 37: Principios para la aplicación de la legislación ambiental 
 
Ninguna disposición en este acuerdo se interpretará en el sentido de 
otorgar derecho a las autoridades de una de las Partes a llevar a cabo 
actividades de aplicación de su legislación ambiental en territorio de 
otra Parte. 
 
Artículo 38: Derechos de particulares 
 
Ninguna de las Partes podrá otorgar derecho de acción en su 
legislación contra ninguna de las otras Partes, con fundamento en que 
una medida de otra Parte es incompatible con este Acuerdo. 
 
Artículo 39: Protección de información 
 
Ninguna disposición de este Acuerdo se interpretará en el sentido de 
obligar a ninguna de las Partes a proporcionar ni dar acceso a 
información cuya divulgación pudiera obstaculizar la aplicación de su 
legislación ambiental o de cuya divulgación esté protegida por sus 
leyes relativas a la información empresarial o comercial reservada, 
privacía personal o la confidencialidad en la toma de decisiones del 
gobierno.  
 
Esta sexta parte del ACAAN es demasiado respetuosa de sus 
miembros, los cuales deberían utilizar a la CCA para dirimir sus 
controversias ambientales, pues el propio Consejo que ellos 
conforman los protege de cualquier intromisión a su legislación. 
México es una de las Partes que mayor ventaja podría obtener de 
estos páneles, debido a la asimetría que existe respecto a Estados y a 
las prácticas desleales de comercio que ha practicado contra México. 
 
Artículo 40: Relación con otros tratados ambientales 
 
Ninguna disposición de este Acuerdo se interpretará en el sentido de 
afectar los derechos y las obligaciones existentes de las Partes 
conforme a otros acuerdos internacionales ambientales, incluso 
acuerdos de conservación, del que tales Partes sean parte. Este 
artículo fomenta la cooperación ambiental internacional y es 



importante que los acuerdos ya signados en materia ambiental no se 
vean afectados por las disposiciones del ACAAN. 
 
Artículo 42: Seguridad nacional 
 
Ninguna disposición de este Acuerdo se interpretará en el sentido de: 
 
(a) obligar a ninguna de las Partes a proporcionar ni a dar acceso a 

información cuya divulgación considere contraria a sus intereses 
esenciales en materia de seguridad. 

 
Artículo 43: Financiamiento de la Comisión 
 
Cada una de las Partes contribuirá al presupuesto anual de la 
Comisión en partes iguales, según la disponibilidad de recursos 
asignados, conforme a los procedimientos legales de cada Parte. 
Ninguna de las Partes estará obligada a pagar una parte mayor a la 
de ninguna de las otras Partes con respecto al presupuesto anual. En 
este punto no se toman en cuenta las asimetrías entre las Partes, 
aunque esto favorezca el trato de igualdad que la CCA dé a sus 
miembros. 
 
 
 
 
 
Artículo 45: Definiciones 
 
1. No se considerará que una Parte haya incurrido en omisiones en 

“la aplicación efectiva de su legislación ambiental” por parte de las 
dependencias o de los funcionarios de esa Parte, cuando: 
(a) refleje el ejercicio razonable de su discreción con respecto a cuestiones de 

investigación, judiciales, regulatorias o de cumplimiento de la ley; o 
(b) resulte de decisiones de buena fe para asignar los recursos necesarios 

para aplicar la ley a otros asuntos ambientales que se consideren de mayor 
prioridad. 

 
Este artículo resulta un tanto ambiguo y sólo da pauta para que sea 
muy remota la decisión de considerar que una Parte ha incurrido en 
omisiones en “la aplicación efectiva de su legislación ambiental”. 



Nótese que en ninguna parte del ACAAN se menciona “violación a su 
legislación ambiental”, en su lugar se utilizan palabras mucho más 
benévolas, principalmente la “no aplicación efectiva” deja lugar a 
dudas. La ley se aplica o no se aplica.  
 
 
 
SÉPTIMA PARTE: DISPOSICIONES FINALES 
 
ANEXO 36A 
 
PROCEDIMIENTO DE APLICACIÓN Y COBRO EN EL ÁMBITO 
INTERNO DE CANADÁ 
 
Cuando Canadá sea la Parte demandada, se aplicarán los 
procedimientos adoptados por Canadá de conformidad con este 
Anexo y no los descritos en el Artículo 36. 
 
La Comisión, a solicitud de una Parte reclamante puede, en nombre 
propio, presentar ante un Tribunal competente una copia certificada de 
la determinación de un panel, sólo si Canadá no cumpliera con la 
determinación en los 180 días siguientes a que ésta haya sido hecha. 
 
Para efectos de su ejecución, la determinación de un panel se 
convierte en mandato del tribunal, al ser presentada ante éste. 
 
La Comisión puede llevar a cabo los actos tendientes a ejecutar una 
determinación de un panel convertida en mandato judicial ante dicho 
tribunal, contra la persona a la que fue dirigida la determinación de un 
panel. Dicha ejecución se llevará a cabo en forma sumaria, es decir, 
de forma breve y prescindiendo de algunas formalidades o trámites 
ordinarios. 
 
El tribunal remitirá cualquier cuestión de hecho o de interpretación de 
la determinación de un panel al panel que la haya hecho, y la 
determinación del panel será obligatoria para el tribunal. 
 
La determinación de un panel que se haya convertido en mandato 
judicial no estará sujeta a ningún tipo de revisión o impugnación.  
 



Cualquier cambio hecho por Canadá a los procedimientos adoptados 
y mantenidos por Canadá de conformidad con este Anexo que tenga 
como efecto menoscabar las disposiciones de este Anexo se 
considerará una violación a este Acuerdo. 
 
Ciertamente Canadá se ha impuesto mayores niveles de acatamiento 
de los planes de acción debido a que somete a sus tribunales a las 
decisiones del panel, al cual le otorga una mayor autoridad. La 
desventaja la veremos más adelante en cuanto a la participación de 
las provincias. 
 
ANEXO 41 
 
EXTENSIÓN DE LAS OBLIGACIONES 
 
1. En la fecha de la firma de este Acuerdo, Canadá presentará en una 

declaración una lista de las provincias en las que Canadá estará 
sujeto respecto a los asuntos comprendidos en la jurisdicción 
interna de dichas provincias.  

 
2. Al considerar si ordena al Secretariado que prepare un expediente 

de hechos, el Consejo tomará en cuenta si la petición proviene de 
una organización o empresa sin vinculación gubernamental, 
constituida u organizada conforme a las leyes de una provincia 
incluida en la declaración. 

 
3. Canadá no podrá solicitar una reunión del Consejo, ni el 

establecimiento de un panel, ni podrá adherirse como Parte 
reclamante en contra de otra Parte, en representación o en 
beneficio de ningún gobierno de una provincia que no esté incluido 
en el acuerdo. 

 
4. Canadá no podrá solicitar una reunión del Consejo, ni el 

establecimiento de un panel, ni podrá adherirse como Parte 
reclamante en contra de otra Parte, salvo que Canadá declare por 
escrito que el asunto estaría sujeto a la jurisdicción federal. 

 
5. Canadá hará su mejor esfuerzo para que este Acuerdo sea 

aplicable a tantas provincias como sea posible. 



 
 
 

3.2. La Comisión de Cooperación Ambiental (CCA): 
experiencias en la implementación 

 
A raíz de la entrada en vigor del ACAAN se creó la Comisión para la 
Cooperación Ambiental (CCA). En junio de 1998 el Comité de 
Revisión Independiente entabló contacto directo con un gran número 
de los principales actores que participan en las labores de la CCA. El 
artículo 10(1)(b) del ACAAN exige al Consejo de Ministros que rige a 
la CCA revisar su funcionamiento y eficacia a cuatro años de su 
entrada en vigor. Por lo tanto, en noviembre de 1997, el Consejo 
designó un Comité de Revisión Independiente (CRI) para que le 
proporcionara una evaluación objetiva de la CCA.  
 
El CRI llevó a cabo, en junio de 1998, un balance cuatrienal del 
ACAAN, que deberá realizarse a los ocho años de la entrada en vigor 
del presente acuerdo.  
 
El CRI entabló contacto directo con un gran número de los principales 
actores que participan en las labores de la CCA. Se reunió también 
con los directivos y jefes del Secretariado. Asimismo, se reunió con 
funcionarios gubernamentales de las tres Partes, incluidas las 
autoridades de los ministerios de medio ambiente y de comercio de 
los tres países.  
 
Es importante mencionar que los ministros de medio ambiente de los 
tres países tienen la doble responsabilidad de representar a sus 
gobiernos y desempeñarse conjuntamente como Consejo. Esto los 
convierte en jueces y parte del ACAAN, lo que impide que la CCA 
llegue hasta el fondo en las resoluciones que emite.  
 
Por otra parte, los miembros del Consejo Consultivo Público Conjunto 
(CCPC) y de los Comités Consultivos Nacionales (CCN), entregaron 
por escrito amplios comentarios. Hubo también más de 50 miembros 
del público, en unos casos individuos y en otros organizaciones, 



quienes realizaron un esfuerzo adicional para que sus puntos de vista 
fueran considerados en este balance cuatrienal.91  
 
 
          3.2.1. El programa vivo 
 
A juicio del CRI, en los debates sobre el papel de la CCA, han ejercido 
demasiada influencia los aspectos teóricos y aún muy desconocidos 
de la relación entre comercio y medio ambiente. Dicha relación 
constituye el objeto específico de los estudios de los efectos 
ambientales del TLCAN. Sin embargo, la CCA ha comenzado a tratar 
diversos asuntos sobre las relaciones entre medio ambiente y 
comercio de manera práctica a través de diversos programas. Al 
hacerlo, la CCA ha integrado los aspectos ambientales y comerciales 
a su programa vivo, sin reducirlos a meros ejercicios de investigación.  
 
El enfoque del programa vivo en cuanto a la relación comercio-medio 
ambiente es, a juicio del CRI, una parte importante de las actividades 
de la CCA. Analizar tanto las oportunidades de maximizar las 
relaciones positivas entre medio ambiente y los regímenes 
comerciales, como la necesidad de garantizar que el crecimiento del 
comercio no genere efectos ambientales negativos, son los dos lados 
de la misma moneda.  
 
 
          3.2.2. Peticiones ciudadanas 
 
La instrumentación del proceso de las peticiones ciudadanas ha sido 
uno de los temas que mayor preocupación ha acarreado, debido a que 
muchas de ellas no han prosperado por no cumplir con los requisitos 
del artículo 14 y 15 del ACAAN.  
 
Durante su séptima sesión ordinaria, en junio del 2000, el Consejo de 
la CCA solicitó al CCPC idear un mecanismo para que lo apoyaran en 
la solución de estos asuntos, para lo cual el CCPC organizó una 
consulta pública. Debido a la poca participación, la fecha límite de 

                                                           
91 El informe del Comité de Revisión Independiente de junio de 1998 puede ser consultado en la página 
electrónica de la CCA: www.cec.org 



recepción de comentarios escritos sobre la materia se amplió al 31 de 
enero del 2001. 
 
El 13 de octubre del 2000 el Consejo emite la resolución 00-09, en la 
que instruye al CCPC para que consulte la historia de cada petición 
completada con las Partes, el peticionario y el Secretariado. El 
Consejo revisará la forma en que dicha resolución ha operado en un 
plazo de dos años. 
 
 
 
 
 

3.2.3. Panorámica de las distintas interpretaciones de los 
artículos 14 y 15: 

 
a) Informe final para el consejo de la CCA, presentado 

por el comité consultivo público conjunto (CCPC) 
 

- No existe tiempo límite para la revisión de las peticiones.  
- Cuando el Secretariado determina que se cumplen los requisitos 

del artículo 14(2), remite a la Parte demandada una copia de la 
petición. Dicha Parte notificará al Secretariado antes de 30 días y 
en circunstancias excepcionales, antes de 60 días.  

- Para la elaboración de un expediente de hechos tampoco existe un 
plazo fijo para tomar la decisión, ni está previsto que el peticionario 
tenga la oportunidad de responder a la respuesta de la Parte, como 
tampoco existen criterios formales para la decisión del 
Secretariado. Si dicho Secretariado decide que no se justifica la 
elaboración de un expediente de hechos, puede dar por terminado 
el proceso. 

- Si el Consejo aprueba la elaboración de un expediente de hechos, 
no existe tiempo límite para la elaboración del mismo, y no existe 
tampoco una disposición que permita específicamente al 
peticionario presentar información adicional.  

- Si el Consejo decide no poner a disposición pública el expediente 
de hechos, ningún ciudadano, ni siquiera el peticionario, tendrá 
acceso a dicho expediente.  



 
                     b) Comentarios de la ciudadanía 
 
Gran parte de los comentarios de la ciudadanía dirigidos al CCPC con 
respecto al procedimiento de los artículos 14 y 15 para la presentación 
de peticiones, tienen que ver principalmente con los plazos tan largos, 
la transparencia, la eficacia y eficiencia del proceso que se contempla 
en dichos artículos. A continuación se presenta un resumen de las 
inconformidades de la ciudadanía: 
 
                     c) Plazos 
 
- Para los ciudadanos, un aspecto clave tiene que ver con la 

calendarización del proceso de los artículos 14 y 15. Existe la 
necesidad de plazos claros para las actividades del Consejo y el 
Secretariado, plazos a los que se deben ceñir. 

- No existe un límite respecto al tiempo en que el Secretariado debe 
revisar si una petición se apega a los artículos 14(1) y 14(2). 
Asimismo, tampoco existe plazo alguno para que el Secretariado 
estudie la respuesta dada por la parte, ni para la elaboración del 
borrador y la versión definitiva del expediente de hechos. La 
ausencia total de plazos es injustificable.  

- Más de la mitad de las peticiones activas quedaron pendientes 
durante casi dos años (o más). La Parte demandada suele tardar 
en presentar su respuesta. 

- El tiempo que se toma el Consejo para responder a las 
recomendaciones se ha elevado de manera significativa: de 
alrededor de dos meses al principio del proceso a nueve meses 
más recientemente. 

- Existe una oposición prácticamente unánime al requisito de que las 
recomendaciones del Secretariado al Consejo (y la información en 
que se basan) no se den a conocer hasta que transcurran 30 días 
después de su presentación al Consejo. Existe mucha coincidencia 
en que este requisito “no hace falta” que “debería suprimirse”, que 
no tiene sentido, no es práctico, que no resiste un análisis riguroso 
y que en general menoscaba seriamente el propósito del proceso 
que prevén los artículos 14 y 15.  

 
                     d) Transparencia 



 
- Los expedientes de hechos deben hacerse públicos y exponer con 

claridad las conclusiones y recomendaciones. 
- Todas las recomendaciones del Secretariado con respecto a la 

elaboración de expedientes de hechos también deben hacerse 
públicas, tan pronto como se efectúen las recomendaciones. 

- Las Partes invocan cada vez más las cláusulas sobre 
confidencialidad de los artículos 39 y 42. Si bien es válido 
invocarlos, “la efectividad del proceso de presentación de 
peticiones ciudadanas, exige que las partes no abusen del recurso 
de confidencialidad y que el Secretariado tenga la posibilidad de 
investigar minuciosamente las pretensiones de confidencialidad”. 
Deben definirse con claridad y precisión los casos en que se pueda 
invocar la confidencialidad.  

- En cuanto se presenta una petición, el peticionario no tiene casi 
oportunidad de participar en el proceso de revisión. No se le 
permite ver la respuesta de la Parte demandada, y menos aún 
contestar a ella. Por consiguiente, un ciudadano no está habilitado 
para determinar si la respuesta es veraz o fidedigna. Un 
peticionario no puede participar en la elaboración del borrador del 
expediente de hechos; sólo las partes pueden proporcionar 
comentarios sobre el mismo. 

 
                     e) Efectividad 
 
- Una petición ciudadana no tiene facultades directas para forzar a la 

Parte a aplicar su legislación ambiental. Un peticionario tendrá que 
confiar en que la Parte decida participar en el expediente de 
hechos y dé seguimiento a la reclamación por medio de las 
disposiciones sobre resolución de controversias y aplicación de la 
ley del ACAAN. 

- Hace falta un plan correctivo más adecuado, el cual debería 
basarse en el expediente de hechos y contener programas tanto 
preventivos como correctivos.  

- No existe la posibilidad de apelación cuando el Secretariado o el 
Consejo han decidido no proceder con la elaboración del 
expediente de hechos. Las sugerencias piden que sencillamente el 
Secretariado y el Consejo expliquen a la ciudadanía las razones y 
justificaciones de sus decisiones.  

 



 
          3.2.4. Caso Muelle de Cozumel 
 
Este caso fue el primero que ameritó un expediente de hechos. La 
petición fue presentada por organizaciones sociales92 que afirmaban 
que en la autorización de un proyecto de terminal portuaria en Playa 
Paraíso, Cozumel, Quintana Roo, México había incurrido en 
omisiones en la aplicación efectiva de su legislación ambiental al no 
exigir una Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) general para todo el 
proyecto portuario y no sólo para el nuevo muelle propuesto para 
cruceros turísticos en Cozumel.  
 
Los peticionarios también afirmaban que la actividad autorizada se 
extendía a un área natural protegida y que provocaría la destrucción 
de hábitats importantes para algunas especies, violando así las leyes 
mexicanas sobre medio ambiente y uso del suelo. En su respuesta, 
México sostuvo que la petición era improcedente porque, entre otras 
cosas, impugnaba acciones realizadas antes de que el ACAAN 
entrara en vigor. Además, México aducía que los peticionarios no 
habían agotado los recursos administrativos previstos en la legislación 
mexicana (y que habían recurrido en cambio a una denuncia popular) 
y que el proyecto respetaba las leyes ambientales pertinentes y había 
sido objeto de la correspondiente EIA. 
 
Con base en las peticiones el Secretariado recomendó la elaboración 
de un expediente de hechos. El Consejo, mediante voto unánime 
solicitó al Secretariado la elaboración de un expediente de hechos de 
conformidad con las directrices del ACAAN y le pidió también “estudiar 
si la Parte en cuestión había incurrido en omisiones en la aplicación 
efectiva de su legislación ambiental a partir de la adopción del 
ACAAN”. El Consejo también le instruyó que “al estudiar la posibilidad 
de omisiones en la aplicación efectiva de la legislación, podría incluir 
en el expediente, hechos pertinentes anteriores a enero de 1994”. 
 
En su expediente de hechos, el Secretariado puso la mira en las 
ampliaciones a las autorizaciones del proyecto que se habían basado 
en la EIA inicial aunque las leyes ambientales pertinentes habían 
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cambiado. En cuanto a las leyes ambientales y de uso del suelo, el 
Secretariado señaló las secciones en la EIA que indican posible daño 
a los arrecifes de coral. Sin embargo, el Secretariado declaró que no 
determinaría si, a la vista de la EIA, la construcción y operación de las 
terminales portuarias respetaban las leyes ambientales vigentes, 
cuando se expidió la autorización. 
 
La única aportación del expediente de hechos fue reunir las 
argumentaciones y análisis de las partes implicadas. Al igual que en 
otro caso posterior a éste, no se llegó a una conclusión en lo que 
respecta a la aplicación efectiva de la legislación ambiental. Este caso 
es el más significativo de todos porque representa todo lo que la CCA 
puede hacer y hasta dónde puede llegar. El caso Cozumel representa 
todo el potencial y todas las limitaciones de la CCA 
 
 
          3.2.5. Recuento de casos93 
 
Desde 1995 la CCA ha recibido un total de 31 peticiones, de las 
cuales 10 conciernen a Canadá, 13 a México y 9 a Estados Unidos.  
 
Expedientes activos 
 
En la actualidad se revisan diez peticiones: 
 
1. Dos peticiones que conciernen a México (SEM-97-02 y SEM-01-

001) están siendo revisadas a la luz de las respuestas 
suministradas por la Parte a fin de determinar si se justifica la 
elaboración de un expediente de hechos.  

2. El Secretariado está revisando las respuestas de México del 4 de 
junio del 2001 y 30 de julio del 2001 de conformidad con los 
artículos 14 y 15 del ACAAN para determinar si debería interrumpir 
el trámite de la petición SEM 01-001 o si amerita que se elabore un 
expediente de hechos.  

3. El 6 de noviembre del 2001 el Secretariado solicitó una respuesta 
al gobierno de México conforme al artículo 14(2) con respecto a la 
petición SEM 00-006. De acuerdo con el artículo 14(3), la Parte 
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deberá responder en un plazo de 30 días y, en circunstancias 
excepcionales, en un plazo de 60 días.  

4. El16 de noviembre del 2001, el Consejo decidió de forma unánime 
instruir al Secretariado para que elabore cinco expedientes de 
hechos (SEM-97-006, SEM-98-006, SEM-99-02, SEM-98-004 y 
SEM-00-004. 

5. El 29 de noviembre del 2001 el Secretariado presentó al Consejo el 
expediente final de hechos relacionado con la petición SEM-98-
007, de conformidad con el artículo 15(6) del ACAAN. De acuerdo 
con el artículo 15(7) del ACAAN, mediante el voto de las dos 
terceras partes de sus miembros, el Consejo podría poner a 
disposición pública el expediente final de hechos, normalmente en 
un plazo de 60 días a partir de su presentación. 

6. El 20 de diciembre del 2001 el Secretariado indicó al Consejo que 
considera que la petición SEM-00-005 amerita la elaboración de un 
expediente de hechos. El Consejo tomará la decisión de instruir o 
no al Secretariado para que elabore el expediente de hechos 
mediante un voto de dos terceras partes.  

 
Expedientes cerrados 
 
Veintiún expedientes se han cerrado: 
 
 Ocho peticiones se han rechazado conforme al artículo 14(1) 

(SEM-97-004, SEM-97-005, SEM-98-001, SEM-98-002, SEM-00-
003, SEM-00-001, SEM-01-002 Y SEM-01-003). 

 Tres peticiones se han rechazado conforme al artículo 14(2) (SEM-
95-001, SEM-95-002 Y SEM-96-002). 

 Dos peticiones se han terminado conforme al artículo 14(3)(a) 
(SEM-99-001 y SEM-00-002). 

 Cuatro peticiones se han terminado conforme al artículo (15)(1) 
(SEM-96-003,SEM-97-007, SEM-98-005 y SEM-98-003). 

 Una petición fue retirada (SEM-96-004). 
 Dos expedientes de hechos han sido preparados y hechos públicos 

(SEM-96-001 y SEM-97-001). 
 
A ocho años de haber entrado en vigor la CCA, solamente se han 
publicado dos expedientes de hechos, que además no contienen 
recomendaciones ni metas que alcanzar. El número de peticiones 



rechazadas por no cubrir requisitos del artículo 14 y 15 alcanza el 
número 17, mismo que rebasa la cantidad actual de peticiones que se 
encuentran en revisión (diez). Hasta el día de hoy no ha habido 
ninguna Parte reprendida por no respetar su propia legislación 
ambiental. No ha habido siquiera una serie de recomendaciones a 
seguir, ni mucho menos sanciones monetarias.  
 
Es preciso reducir los tiempos fijados actualmente para revisar, 
contestar y tramitar las peticiones. Actualmente el Secretariado tarda 
un promedio de más de cuatro meses (pese al incremento de 
personal) para emitir una determinación del artículo 14(1). Los largos 
periodos de revisión han caracterizado otras medidas del proceso de 
los artículos 14 y 15. Si bien las respuestas de las partes fueron (con 
algunas notables excepciones) relativamente prontas, con un 
promedio ligeramente superior a los dos meses, el tiempo requerido 
para revisar las respuestas de las Partes a la luz del artículo 15(1) fue 
en promedio de nueve meses.  
 
Finalmente, se puede decir que la creación de la CCA fue más retórica 
que substancial y que el objetivo principal fue facilitar la adopción del 
TLCAN y no mejorar las condiciones de protección ambiental. Los 
resultados han sido muy pobres, los costos muy altos y el beneficio 
ambiental para el país nulo. Hay serias deficiencias técnicas y legales 
en las peticiones, además de haber notado una creciente politización 
a lo largo de los procesos que son demasiado extensos y costosos.  
 

 
     3.3. Evaluación del ACAAN y el problema de las asimetrías 

 
Realmente el origen de la discusión ambiental que deriva en la 
adopción de este acuerdo se debe a la interrogante de si México 
aplica correctamente sus leyes ambientales, lo que se ha convertido 
en la preocupación principal dentro del conflicto comercio-medio 
ambiente.  
 
Por otra parte, los países en desarrollo consideran que los países 
desarrollados pretenden forzarlos para que afronten los asuntos 
ambientales de la misma manera en que ellos lo hacen, e incluso hay 
quienes sugieren que los países desarrollados esperan que 



sacrifiquen desarrollo económico a corto plazo para invertir en el 
medio ambiente, adoptando soluciones que beneficiarían a largo 
plazo. Sin embargo, sucede que la mayoría de las veces este tipo de 
medidas no las adoptan ni siquiera ellos mismos.94 
 
Cuando en las decisiones comerciales se incluyen consideraciones 
ambientales, en muchos países en desarrollo surgen sospechas y se 
alimenta el temor de que ello abra las puertas a nuevas formas de 
proteccionismo comercial. Asimismo, en el mundo industrializado se 
profundiza la tendencia de imponer políticas y normas ambientales 
que no corresponden a la realidad social de otras naciones. Las 
cuestiones sobre quién es responsable de los problemas ambientales 
mundiales y cuáles son las soluciones más equitativas siguen 
generando prejuicios en las naciones en desarrollo frente a los 
esfuerzos internacionales en la materia.  
 
La realidad es que nuestros vecinos del norte son ambientalistas 
según las condiciones del mercado y que el ACAAN bien pudo 
haberse utilizado para beneficiar sólo a una de las Partes a través de 
medidas proteccionistas, lo que haría que las asimetrías persistan y 
crezcan. En el capítulo anterior se analizó el funcionamiento de la 
CCA y comprobamos que hasta el momento el ACAAN no ha sido 
utilizado por ninguna de las tres partes para beneficiarse de un 
proteccionismo disfrazado de ambientalismo. 
 
En cuanto a las asimetrías entre los socios, cabe plantearse un par de 
preguntas: ¿Podrá hablarse de desarrollo viable y sustentable 
mientras persista la asfixiante carga de la deuda externa, que sólo 
sacrifica a México en beneficio de sus acreedores?, ¿Necesitamos 
forzosamente recursos frescos para solucionar los problemas 
ambientales o tal vez haya otras opciones?, ¿Debemos obtener estos 
recursos bajo las condiciones del Banco Mundial? 
Por lo que se refiere a las ganancias comerciales derivadas del 
TLCAN, éstas se reducen considerablemente debido a las barreras no 
arancelarias que Estados Unidos suele imponer, como ha sido el caso 
del jitomate, aguacate, atún, cítricos, etc. 
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         3.3.1. Implicaciones ambientales para México 
 
Los parámetros ambientales en el texto del tratado y en los 
acuerdos paralelos no representan para México una garantía de 
mejora ambiental ni tampoco que pueda controlar las posibles 
implicaciones negativas del TLCAN. Con el ACAAN se presiona a 
México para que invierta en un sistema de protección ambiental en 
el menor tiempo posible, existiendo el riesgo de que esa presión se 
concentre sólo en la contratación de inspectores ambientales, 
olvidando otras áreas como la prevención.  
 
También podría suceder que México no cumpla con los tiempos 
impuestos por el tratado. Este tipo de presión puede ser 
particularmente fuerte para armonizar los estándares ambientales. 
La consecuencia para México sería negativa porque incrementaría 
su vulnerabilidad al ser objeto de demandas comerciales apoyadas 
en argumentos ambientales, pero fuera del ACAAN. Dichas 
controversias se resuelven en el seno del TLCAN y no se recurre a 
la CCA.  
 
Este es un problema para México dado el grado de deterioro 
ambiental que actualmente se sufre, los graves rezagos 
estructurales en la protección del medio ambiente y en la planeación 
del desarrollo, así como los problemas económicos ya de carácter 
endémico. En caso de que con el TLCAN se estableciera un 
proceso de crecimiento con beneficios económicos, éstos serían 
con costos ambientales importantes. Para un país con graves 
carencias sociales como México, este proceso puede transformarse 
en otra fuente importante de desigualdad social.  

 
Toda esta problemática ve aún más limitadas sus posibilidades de 
solución debido a que en México no existe la cultura de interponer 
demandas, sobre todo cuando se trata de cuestiones 
medioambientales; lo que sí sucede en los otros dos países. El 
debate ambiental fue una situación que los negociadores mexicanos 



subestimaron y donde finalmente acabaron cediendo, debido a que 
el TLCAN estaba condicionado a su inclusión.95 
 
 
          3.3.2. Riesgos latentes 
 
¿Tiene derecho un país a dictar normas ambientales para otro cuando 
el impacto de la contaminación en cuestión está perfectamente 
localizado? Es decir, cuando nadie en el segundo país sufrirá los 
efectos. Si el beneficio de abatir la contaminación es la reducción de 
los riesgos, ¿no debe ser cada país el que decida qué reducción de 
los riesgos quiere tener? ¿Puede un país que tiene 25 veces el PIB 
per cápita de otro insistir en que el más pobre adopte sus normas 
ambientales? 
 
Lo anterior se llama imperialismo ambiental, que es en muchos 
aspectos otra forma de imperialismo económico. Si Estados Unidos 
busca mejoras en las normas ambientales de México dentro del 
contexto de las negociaciones de comercio y Estados Unidos está 
dispuesto a hacer concesiones a cambio, ambos países pueden 
percibirse a sí mismos en mejores condiciones que antes.  
 
Sin embargo, la gran disparidad en el problema económico entre las 
dos naciones mantiene el potencial para el imperialismo ambiental. 
Ambos países tienen que reconocer que el imperialismo de cualquier 
tipo tiende a catalizar las fuerzas nacionalistas opuestas que tienen el 
potencial de destruir el impulso y el progreso. Así, tanto Estados 
Unidos como México deben precaverse contra situaciones en las que 
estados Unidos, más que negociar, trate de imponer su voluntad. 
 
Sucede que México se está acostumbrando a las ventajas y 
desventajas de ser socios de una nación con verdadera división de 
poderes e independencia efectiva de cada uno respecto al otro. Como 
se ha venido comprobando en la práctica, las asimetrías políticas han 
resultado tanto o más importantes que las económicas, y parece que 
así seguirá siendo en el futuro.96 
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Finalmente, vale acotar que, en principio, el Acuerdo deja a salvo el 
derecho nacional de fijar los niveles de protección ambiental 
considerados como adecuados por las instituciones nacionales, y a 
promover el mejoramiento del ambiente a los ritmos posibles según 
las condiciones del país. Llegado el caso, México necesitaría 
apresurar el paso en la protección y restauración ambiental, pero no 
puede colocarse, ni siquiera a mediano plazo, en los mismos niveles 
de protección existentes en Canadá y Estados Unidos.  
 
Lo anterior supondría desviar recursos que hoy no podrían obtenerse 
a no ser que se retiraran de otras áreas que también tienen una 
prioridad muy elevada en la agenda nacional. Por ello es inevitable 
que en un periodo de transición, que puede ser muy largo, la política 
ambiental mexicana vaya confluyendo paulatinamente hacia los 
niveles de los otros dos socios. Además, aunque suene contradictorio, 
no tiene por qué haber una sola política ambiental, como si este fuera 
un asunto estrictamente técnico, de fijación de normas o controles. 97 
 
Por otra parte, es cierto que las grandes compañías desafían las leyes 
ambientales en los tres países, ya sea apoyando campañas 
electorales con sumas cuantiosas o comprando a los líderes de ONG 
supuestamente ecologistas, pero México es particularmente 
vulnerable. Las leyes son nuevas, las instituciones aún no han sido 
puestas a prueba y la cultura ambiental no está desarrollada.  
 
 
 
          3.3.3. Evaluación del ACAAN  
 
La historia conflictiva que subyace a la negociación del ACAAN, y 
algunos desacuerdos posteriores en su instrumentación, también ha 
traído consigo dificultades para garantizar que las tres Partes se 
sientan participantes en iguales condiciones en la CCA. Lo anterior ha 
retrasado la consolidación de una organización de mayor cohesión. 
 
Mary E. Kelly, abogada especialista en Derecho Ambiental y directora 
del Texas Center for Policy Studies en Austin, Texas, elabora un 
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análisis comparativo de las propuestas iniciales de México, Estados 
Unidos y un grupo de siete organizaciones ambientalistas98, así como 
las diferencias entre la redacción final del texto, con el propósito de 
examinar qué tanto el ACAAN satisface las expectativas de las 
diversas posiciones negociadoras. Los resultados sugieren que el 
proceso de negociación fue fuertemente influido por consideraciones 
políticas y no por un deseo de crear instituciones trasnacionales 
tripartitas bien estructuradas.99 
 

a) Estructura de la CCA  
 

Estados Unidos: la postura estadounidense estaba a favor de 
otorgarle al Secretariado una relativa independencia.  
México: la postura mexicana no quiso otorgarle ninguna 
independencia al Secretariado para actuar.  
Grupo de siete ONG: querían que el Secretariado tuviera una gran 
independencia para preparar reportes y conducir investigaciones, 
además de darle prioridad a las quejas de los ciudadanos.  
 
Texto final: estipula que el Secretariado tiene cierto grado de 
independencia respecto del Consejo y de los gobiernos de las Partes, 
pero no puede iniciar investigaciones sin el voto a favor de dos 
terceras partes del Consejo. El acuerdo final contiene también severas 
restricciones en cuanto a los factores que deben ser considerados 
para aceptar argumentos o peticiones ciudadanas. 
 
 
                     b) Comité Consultivo Público Conjunto 
 
Estados Unidos: apoyaba una composición de seis representantes de 
ONG por cada país, nombrados por el Consejo. El CCPC podría 
conocer de una amplia gama de asuntos, pero su papel se restringiría 
estrictamente a dar consejos.  
México: quería que el CCPC estuviese representado por tres 
miembros de reconocida experiencia, seleccionados por la ciudadanía 
interesada y su función sería solamente la de dar recomendaciones a 
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los ministros del medio ambiente de cada país, representados en el 
Consejo.  
Grupo de siete ONG: el CCPC se compondría de dos miembros por 
país, tres de ONG ambientalistas y tres de grupos fronterizos. El 
Secretariado seleccionaría uno de cada seis miembros por país.  
 
Texto final: el CCPC se compone de cinco miembros por país. Sus 
funciones son únicamente las de dar recomendaciones. Solamente 
pueden conocer de los asuntos que lleva el Secretariado cuando dos 
tercios del Consejo así se lo autoricen.  
 
                     c) Reportes de la Comisión 
 
Estados Unidos: sería requerido un reporte anual y otros de manera 
periódica. Por su propia iniciativa, el Secretariado podría elaborar un 
reporte sobre cualquier tema relevante apegándose al Acuerdo.  
México: propuso un reporte anual sobre el desarrollo y progreso del 
Consejo. 
Grupo de siete ONG: un conjunto de cinco reportes específicos 
después de dos años de efectividad del TLCAN, además de reportes 
anuales.  
 
Texto final: un reporte anual de actividades. El Secretariado puede 
elaborar un reporte anual sobre cualquier asunto del programa anual 
aprobado por el Consejo, a menos que dos tercios del Consejo se 
opongan a ello.  
 
                     d) Sanciones 
 
Estados Unidos: el procedimiento de solución de controversias se 
basaría en el capítulo 20 del TLCAN, agregándole la celebración de 
audiencias públicas. Se propuso aprobar sanciones basadas en la 
suspensión de los beneficios del TLCAN. 
México: dos de tres países podrían alegar que un tercero debía 
elaborar un reporte completo al Consejo debido a una injustificable, 
persistente y sistemática falta de aplicación de la ley ambiental con el 
propósito de atraer o retener inversiones. El Consejo podría entonces 
recomendar futuras acciones, sin embargo, ningún tipo de sanciones 
se contemplaban en la postura mexicana. 



Grupo de siete ONG: también proponían que la solución de disputas 
se basara en el capítulo 20 del TLCAN, artículo 2019, además de 
imponer sanciones cuando alguna Parte no cumpliera con las 
recomendaciones o el plan de acción tanto del Consejo como del 
Secretariado.  
 
Texto final: el proceso de solución de controversias efectivamente se 
basa en el capítulo 20 del TLCAN, pero además contiene varios 
obstáculos para que se pueda llegar a dirimir alguna disputa dentro de 
un panel. No se acepta la participación del público en los 
procedimientos. Las posibles sanciones se aplican únicamente 
cuando hay una pauta persistente de omisiones en la aplicación 
efectiva de la legislación ambiental en situaciones donde se ven 
involucradas compañías o sectores que producen bienes o servicios 
que se comercian dentro del TLCAN. 
 
                     e) Acceso y participación pública 
 
Estados Unidos: todas las audiencias del Consejo serían públicas 
excepto cuando por unanimidad se decidiera lo contrario. El acceso 
del público a la información era la regla más que la excepción. El 
Secretariado estaría autorizado para recopilar información de las 
sesiones públicas.  
México: estaría a discreción del Consejo el abrir o no las sesiones al 
público así como hacer públicos o no ciertos documentos.  
Grupo de siete ONG: el Secretariado debería de hacer accesibles al 
público todos sus reportes, excepto cuando un país certifique que 
dichos documentos interfieren en un juicio o investigación para aplicar 
la ley ambiental. También el Secretariado estaría autorizado para 
celebrar audiencias relacionadas con la preparación de los reportes o 
con la investigación de peticiones ciudadanas.  
 
Texto final: el acceso público a los documentos está previsto sólo en 
casos excepcionales y cuando el reporte ya esté concluido. Se 
permite una audiencia pública cada año. En muchos casos, el Consejo 
puede bloquear el acceso a los documentos con el voto de dos 
terceras partes. No existe un requerimiento específico que explique 
por qué ciertos documentos deben ser confidenciales. El texto final 
también contempla la confidencialidad como protección para los 
argumentos de los ciudadanos y de las ONG. 



 
                     f) Proceso de argumentación ciudadana100 
 
Estados Unidos: cualquier persona u organización puede remitir 
quejas y recibir una respuesta de la Comisión; si el daño fue causado 
a una persona u organización es sólo un factor a ser considerado para 
determinar si se justifica una investigación.  
México: no contempla ningún proceso de petición ciudadana. 
Grupo de siete ONG: cualquier persona u organización puede solicitar 
al Secretariado que lleve una investigación con relación a la falta de 
aplicación de la ley ambiental de un país, o averiguar sobre el daño 
causado al medio ambiente o a la biodiversidad como resultado del 
comercio. No se contempló la demostración del daño causado.  
Texto final: existen estrictos límites en los factores que califican las 
demandas ciudadanas, incluyendo requerimientos para agotar primero 
toda solución administrativa o privada y argumentar daño a un grupo o 
individuo (lo que va en contra de prevenir para que el daño no ocurra). 
Solamente se aceptan quejas de ciudadanos contra su propio 
gobierno, lo que significa que ciudadanos mexicanos no pueden 
quejarse del incumplimiento de las autoridades estadounidenses en la 
frontera. También un país puede bloquear una investigación alegando 
que el caso ya forma parte de un proceso judicial dentro del país. No 
queda claro el derecho del demandante de conocer el estatus que 
guarda su caso, ni conocer los detalles de la respuesta del gobierno o 
por qué una posible investigación fue bloqueada.  
 
                     g) Derecho a conocer101 
 
Estados Unidos: El Consejo tendría el mandato de desarrollar un 
programa de “derecho a conocer” para cada país, sujeto a la ley 
aplicable.  
México: No se contempló. 
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Grupo de siete ONG: las tres Partes deberían acordar la aplicación de 
leyes para el derecho a conocer, consistentes con el principio 10 de la 
Declaración de Río.  
 
Texto final: : El Consejo promoverá y desarrollará recomendaciones 
de programas “derecho a conocer”, sin embargo los gobiernos se 
reservan el acatar o no estas recomendaciones. 
 
                    h) Estatus legal del Acuerdo Paralelo 
 
Estados Unidos: La implementación del Acuerdo es sin perjuicio de 
otros acuerdos y arreglos de los que dos o más países del TLCAN 
formen parte.  
México: Otros acuerdos prevalecerán en caso de haber 
inconsistencias en el ACAAN. 
Grupo de siete ONG: el ACAAN debe tener el mismo estatus y efecto 
que el mismo TLCAN. 
 
Texto final: El acuerdo no tiene un estatus legal de acuerdo paralelo 
en relación con el TLCAN.  
 

i) Financiamiento 
 
Estados Unidos: los países del TLCAN contribuirán equitativamente 
con los costos de la Comisión. 
México: propusieron un fondo norteamericano para el medio ambiente, 
inicialmente capitalizado por los gobiernos. Se propuso que los socios 
trabajaran conjuntamente para desarrollar mecanismos y políticas de 
gobierno para atraer inversión en infraestructura ambiental y para la 
conservación de recursos naturales.  
Grupo de siete ONG: demandaron una fuente segura de 
financiamiento para la operación de la CCA, así como un 
financiamiento para conservar la biodiversidad en México. 
Recomendaron alternativas como el Nadbank y cobrar una cuota a los 
cruces fronterizos.  
 
Texto final: Los costos de la Comisión son compartidos por igual entre 
los tres países.  
 
 
     3.4. Impacto político – comercial: límites y alcances 



 
            3.4.1. Límites 
 
Un Acuerdo Paralelo con las características que éste posee, sufre de 
carencias básicas que no se pueden soslayar102, tales como: 
 
1. El ACAAN parte de una definición estrecha de su materia. 

Considera sólo el estado actual de las legislaciones 
específicamente ambientales (referidas sobretodo al control de 
contaminantes y sustancias peligrosas y a la protección de formas 
de vida animal y vegetal). Excluye leyes que se refieran a 
actividades con un severo impacto en el ambiente, como las 
relativas a la producción de energía, la agricultura y otras, así como 
regulaciones sobre la calidad de los alimentos y la salud pública.  

 
2. Considera como sujetos sólo a los gobiernos y no a los 

responsables directos de la problemática ambiental. El problema 
central es la necesaria modificación de los patrones de conducta de 
las empresas que están causando daños ambientales. 

 
3. Establece un frágil y tortuoso mecanismo de aplicación. En el 

TLCAN cada una de las partes puede iniciar un proceso de 
solución de controversias. En este Acuerdo se requiere al menos 
de la aprobación de dos de ellas; mientras que dicho proceso sólo 
se puede iniciar a raíz de una falta “sistemática” (definida de 
manera sumamente vaga). Todo proceso queda bajo control 
absoluto de los propios gobiernos cuestionados y en el mejor de los 
casos sólo se traducirá en un “plan de acción” cuya conveniencia 
es evaluada sin criterios precisos. 

 
4. La CCA no es una organización para el desarrollo; no tiene la 

estructura ni el financiamiento para ser una fundación o un banco.  
 
5. La credibilidad de la Comisión y el Secretariado puede verse 

afectada si no se dispone de los recursos suficientes. Un claro 
ejemplo es el proceso de peticiones ciudadanas, en el que los 

                                                           
102 Ver OSORIO Víctor y Salvador Peniche, “Los acuerdos paralelos del TLC, otra vuelta de tuerca”, en 
revista Etcétera, 7 octubre de 1993, p. 16 



retrasos para responderlas se han alargado considerablemente en 
los últimos años.  

 
6. Una gran limitante del ACAAN es que los gobiernos son libres de 

ignorar sus recomendaciones, en caso de que las haya, porque 
hasta hoy en día no se ha emitido ninguna. Asimismo, las 
exhortaciones de los Acuerdos Paralelos son superadas por la 
firme advertencia del Acuerdo principal, el TLCAN, en su capítulo 
11, donde protege a los inversionistas extranjeros en caso de 
incertidumbre. A diferencia de la CCA, los cuerpos de arbitraje que 
resuelven las disputas del capítulo 11, toman decisiones 
obligatorias. 

 
7. Si algún caso llega hasta sus últimas consecuencias la CCA puede 

imponer una multa de 20 millones de dólares y prohibir las 
exportaciones de la Parte acusada. Sucede que tanto la multa 
como la suspensión de los beneficios del TLCAN se impone al 
gobierno en cuestión y no a la compañía exportadora que 
contamina. Todo esto después de recorrer un largo proceso de 
consultas. 

 
8. Los expedientes de hechos (hasta la fecha sólo hay dos) no 

incluyen conclusiones ni recomendaciones cuando los hechos lo 
ameritan. Esto sucede debido a que las Partes consideran que el 
propósito del expediente de hechos no es llegar a “conclusiones de 
carácter jurídico”. El ACAAN no incluye en la actualidad 
disposiciones sobre cómo dar un carácter coercitivo a un 
expediente de hechos ya elaborado o cómo hacer su seguimiento, 
aún cuando las omisiones en la aplicación efectiva de la legislación 
hayan sido indicadas en ese expediente.  

 
9. Aunado a lo anterior, cabe mencionar que en todo el desarrollo y 

evolución desde el momento en que se presenta una petición ante 
la CCA, hasta que se publica (si así lo decide el Consejo de 
Ministros) el Expediente Final de Hechos, ni el público ni los 
mismos peticionarios tienen acceso alguno a la información 
relacionada con el caso, ni a darle seguimiento al asunto que 
motivó la petición, mientras que las autoridades (que son jueces y 
parte) sí tienen acceso a toda la información del caso como Parte 
de ACAAN desde antes de la publicación de dicho Expediente. Se 



les hace llegar una copia del proyecto de Expediente de Hechos 
para que puedan comentar sobre la exactitud del mismo, mientras 
que no sucede lo mismo con los peticionarios.  

 
10. ¿Qué pasa cuando la votación no permita la publicación del 

Expediente de Hechos? Eso significa que el peticionario no lo 
puede ver, mientras que las Partes ya tuvieron la oportunidad de 
ver el proyecto. Los peticionarios no tienen ante el ACAAN ninguna 
posibilidad de defenderse en los casos en los que el Secretario 
decide no pedir una respuesta a la Parte, cuando el Consejo 
ordena al Secretariado no elaborar ningún expediente o cuando el 
Consejo mismo no aprueba ninguna publicación.  

 
11. Las Partes han intentado reformar las directrices para la 

presentación de peticiones. Dichas reformas han querido ir más allá 
de los artículos 14 y 15, intentando imponer a los peticionarios 
requisitos y trabas adicionales para la presentación de peticiones, 
haciendo que el procedimiento sea aún más complicado. Asimismo, 
quieren interponer condiciones adicionales al actuar del 
Secretariado, limitándolo en su actuar y buscando reducirle su 
autonomía e independencia con respecto al Consejo103. 

 
 
            3.4.2. Alcances 
 
Entre los alcances que puede tener y ha tenido ya el ACAAN, se 
encuentran los siguientes: 
 
1. Las movilizaciones sociales para el cumplimiento de la ley 

ambiental tienen ya un foro trinacional, gracias al cual las 
denuncias adquieren mayor resonancia, de ahí que los debates 
ambientales mejoren su nivel y su efectividad. 

  
2. En algunas áreas importantes la CCA sí ha dado pasos 

significativos. Por ejemplo, los Planes de Acción Regional (PARAN) 
se elaboran para controlar una sustancia química en particular que 
tenga incidencia en América del Norte. Los estudios se hacen a 
través del grupo de trabajo MASQ (Manejo Adecuado de las 

                                                           
103 Ver comentarios del Centro Mexicano de Derecho Ambiental  A.C. (CEMDA) sobre las lecciones 
aprendidas en relación a las peticiones ciudadanas contenidas en los artículos 14 y 15 del ACAAN. 
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Sustancias Químicas). Los tres países han elaborado PARAN 
sobre DDT, clordano, BPC y mercurio. Se están elaborando otros 
tres PARAN sobre lindano, dioxinas y furanos y hexaclorobenceno, 
y el otro sobre monitoreo y evaluación ambiental.  

 
3. En octubre de 1995 se creó el Fondo de América del Norte para la 

Cooperación Ambiental (FANCA) con el propósito de apoyar 
proyectos comunitarios que contribuyan al logro de los objetivos y 
metas de la CCA. A la fecha se han otorgado 142 subvenciones por 
un total de 5.4 millones de dólares estadounidenses. Su 
presupuesto original fue de 1.5 mdd, el cual se vio mermado y el 
CCPC recomendó recuperarlo. De los 17 proyectos financiados en 
el 2001, México cuenta con 6, entre ellos: 

 
a) Programa de ecoturismo en la comunidad indígena de Nuevo San 

Juan, Parangaricutiro, Michoacán ($24 000 dólares104). 
b) Enriquecimiento de la capacidad comunitaria para el manejo 

sustentable de los bosques de la Sierra Madre de Chihuahua. 
Comisión de Solidaridad y Defensa de los Derechos Humanos A.C. 
(Cosyddhac). ($25 000) 

c) Fortalecimiento del uso sustentable y la comercialización de los 
productos forestales no madereros de los trópicos húmedos 
mexicanos, Methodus Consultora, S.C., Oaxaca. ($25 000) 

d) Conservación y restauración de la biodiversidad en el cultivo de 
café y otros productos orgánicos en Chiapas. Federación Indígena 
Ecológica de Chiapas, Motozintla.($25 000) 

e) Registro de emisiones y transferencias de contaminantes: un 
ejercicio comunitario, Enlace Ecológico A.C., Agua Prieta, Sonora. 
($20 000) 

f) Foro virtual para el registro de emisiones y transferencia de 
contaminantes, Emisiones Espacio Virtual, Programa La Neta, S.C., 
México, D.F. ($25 000) 

 
 

     3.5. Sesiones Ordinarias 
 
El Consejo se reúne una vez al año en sesiones ordinarias, las cuales 
van alternando la sede y es la única ocasión en que se reúnen los tres 
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secretarios de estado de cada una de las Partes. Dada la importancia 
de dichas reuniones, considero de importancia resumir las 
conclusiones de las dos últimas sesiones ordinarias, celebradas en 
Guadalajara, Jalisco y en Dallas, Texas. 
 

3.5.1. Sesión Ordinaria 2000 del Consejo. 12-13 de junio del  
2000. Dallas, Texas, Estados Unidos. 

 
En la sesión conjunta, el Comité Consultivo Público Conjunto (CCPC) 
se refirió en forma breve a cuatro asuntos planteados en sesiones 
anteriores: los artículos 14 y 15, el FANCA y el presupuesto de la 
CCA, además del caso del plomo. En relación con los artículos 14 y 
15, el papel del CCPC consiste en hacer recomendaciones con base 
en los comentarios que recibe de la ciudadanía, y mencionó que es 
preciso adquirir una mayor experiencia antes de considerar cambios a 
las directrices. Añadió que en caso de que se llegue a establecer un 
proceso para asuntos de interpretación, la ciudadanía deberá 
participar en el mismo. 
 
El CCPC reiteró la importancia del Fondo de América del Norte para la 
Cooperación Ambiental (FANCA) y señaló que el Fondo ha generado 
una verdadera red de apoyo para la CCA, principalmente en el ámbito 
de las comunidades. Instó a aumentar el presupuesto a un millón de 
dólares, así como explorar el financiamiento de fuentes externas.  
 
En relación con el presupuesto de la CCA, el CCPC señaló que 
resulta evidente la insuficiencia de recursos, por lo que el 
financiamiento debería corresponder a los gobiernos en su totalidad y 
no solamente a los ministerios de medio ambiente.  
 
El CCPC inquirió al Consejo acerca del estado que guarda la 
instrumentación del Plan de Acción Regional de América del Norte 
(PARAN) sobre BPC y la situación del plomo como sustancia objetivo 
para un PARAN, especialmente en su relación con la salud infantil. El 
CCPC instó al Consejo a considerar la formulación de los PARAN lo 
antes posible. 
 
El Consejo describió lo que consideraba las tres piedras angulares del 
proceso de peticiones ciudadanas. Los tres elementos esenciales son: 
1) la participación ciudadana; 2) la independencia del Secretariado; 3) 



el papel del Consejo. El Consejo advirtió que no se puede limitar la 
posibilidad de que sus miembros se comuniquen entre sí, dado que 
ello podría convertirse en una barrera para su participación plena. 
 
Una de las contribuciones importantes de la CCA ha sido la 
formulación de una metodología para analizar los efectos del TLC en 
el ambiente. En cuanto más se intensifica el debate en torno a la 
relación comercio medio ambiente, mayor relevancia política adquiere 
la labor de la CCA en la atención de aspectos específicos de este 
debate desde la perspectiva ambiental. La CCA continúa siendo una 
organización intergubernamental única en su género, en la medida en 
que se le concibió con el propósito de identificar y responder a 
asuntos ambientales relacionados con el comercio. 
 
Los funcionarios de comercio y de medio ambiente de los tres países 
se han reunido en dos ocasiones, en el Grupo de Trabajo de 
Funcionarios de Medio Ambiente y Comercio, creado de conformidad 
con el artículo 10(6). El propósito del grupo es encontrar maneras en 
que la CCA y la Comisión de Libre Comercio (CLC) del TLCAN 
puedan colaborar para garantizar una correspondencia entre las 
políticas de comercio y de medio ambiente. La labor en esta área 
sigue centrada en dos aspectos fundamentales: el papel del principio 
de precaución en las políticas ambientales y el papel del etiquetado y 
la certificación. 
 
 

3.5.2. Sesión Ordinaria 2001 del Consejo de la CCA. 28-29 de 
junio del 2001.Guadalajara, Jalisco, México. 

 
En la reunión conjunta entre el Consejo y el CCPC, éste último le 
presentó al Consejo las aportaciones recibidas del público durante las 
mesas redondas celebradas el día anterior sobre Manejo de 
Contaminantes en América del Norte, Conservación de la 
Biodiversidad, Corredores de Comercio y Transporte de América del 
Norte y Manejo de Recursos Naturales Renovables. Como cierre, el 
CCPC presentó la recomendación 01-04 al Consejo sobre Cambio 
Climático y ofreció información sobre las actividades próximas del 
Comité Consultivo. 
 



En esta sesión ordinaria se volvió a hacer hincapié en los mecanismos 
de financiamiento. El Consejo hizo un llamado para que el Secretario 
fortalezca las relaciones de la CCA con el sector privado y explore 
mecanismos de financiamiento de largo plazo en apoyo de los 
proyectos. 
 
En cuanto a los retos ambientales se concluyó que hay varios 
sectores esenciales en los que los enlaces entre economía y medio 
ambiente de los tres países son cada vez más evidentes: 
 

 Los desechos peligrosos como subproducto de la actividad 
industrial que se transportan a través de las fronteras de 
América del Norte. 

 
 El tráfico de camiones se ha incrementado entre 30 y 40% 

desde 1994, y 80% de todos los cruces fronterizos ocurren en la 
autopista interestatal 35 de Texas, conduciendo la gran mayoría 
del tráfico generado. Otro punto de cruce particularmente activo 
es el de Detroit y Windsor. Sin las medidas adecuadas, las 
emisiones relacionadas con el comercio se podrían incrementar 
de manera sustancial en dichos corredores de transporte. 

 
 En las pasadas dos décadas han proliferado las conexiones 

energéticas en el subcontinente, generando un amplio espectro 
de transacciones y relaciones transfronterizas. En fecha 
reciente, los dirigentes de las tres naciones anunciaron el 
desarrollo de un “enfoque de América del Norte” para los 
mercados de energía. Este mayor nivel de cooperación 
energética en la región presenta importantes oportunidades para 
el sector privado y para los responsables de las políticas para 
abordar las preocupaciones ambientales con una perspectiva de 
América del Norte. 

 
En cuanto a la cooperación ambiental, se llegó a la conclusión de que 
la Comisión ha logrado un historial de éxitos a partir de su creación. 
Ha fomentado, por ejemplo, la elaboración de información comparable 
sobre emisiones y transferencia de contaminantes, regiones 
ecológicas y áreas protegidas marinas. Ha trabajado con los tres 
países en el establecimiento de límites específicos a contaminantes, 



lo que resultó en la completa eliminación del DDT y el clordano. Ha 
explorado formas innovadoras en las que el poder del mercado puede 
potenciar la conservación de la biodiversidad a través del comercio en 
América del Norte de café de sombra, de electricidad “verde” y de 
turismo ecológico. 
 
Con base en una declaración del Consejo de 1998, se identificaron las 
siguientes prioridades para ayudar a los tres países en la búsqueda de 
la sustentabilidad ambiental en los mercados abiertos: 
 

 Fomento del comercio de bienes y servicios respetuosos del 
medio ambiente 

 Análisis de los vínculos entre medio ambiente, economía y 
comercio. 

 Buscar formas regionales de crear oportunidades en América del 
Norte en términos del Mecanismo de Desarrrollo Limpio y 
examinar el potencial de los “sumideros” de carbón, por ejemplo 
los bosques. 

 
Por lo que a las relaciones entre medio ambiente y comercio se 
refiere, en octubre de 2000 la CCA auspició el primer Simposio de 
América del Norte sobre Análisis de las Relaciones entre Comercio y 
Medio Ambiente. La reunión, que se realizó en el Banco Mundial, 
atrajo a 300 personas de América del Norte, representantes del sector 
industrial, los gobiernos, grupos de investigación, de desarrollo y las 
ONG ambientales. Durante los dos días del simposio se presentaron y 
discutieron 14 ponencias originales. El simposio representó un paso 
adelante en la aplicación empírica y el análisis riguroso del debate 
sobre comercio y medio ambiente. Las 14 ponencias están ahora 
disponibles en internet, junto con los aspectos más destacados de las 
discusiones. 
 
 

3.5.3. Novena Sesión Ordinaria del Consejo de la CCA, 18 
de junio del 2002, Ottawa, Canadá. 

 
 

Palabras de la Directora Ejecutiva, Janine Ferretti: 
 



La Comisión ha logrado importantes avances; en primer lugar me 
referiré a cuatro metas adicionales a las prioridades definidas en el 
programa de trabajo: participación ciudadana, calidad de la 
información ambiental, colaboración institucional, colaboración y 
vínculos con la agenda para la integración económica. 
 
Se han concluido tres expedientes de hechos desde que la Comisión 
abrió sus puertas y a la fecha se trabaja en siete más. El Secretariado 
ha trabajado muy duro para reducir el plazo en que se tramitan las 
peticiones, a efecto de cumplir con la intención de los países de hacer 
de éstas una herramienta útil y clara al servicio de la ciudadanía. 
 
 

Comunicado final del Consejo: 
 
Las conversaciones se centraron en seguir colaborando a través de la 
CCA, en particular con el CCPC, para atender las prioridades 
ambientales en las áreas de electricidad y medio ambiente, salud y 
medio ambiente, y alianzas para el desarrollo sustentable. 
 
Electricidad y medio ambiente 
 
El desafío es proteger nuestro medio ambiente al tiempo que se 
procura expandir la generación, distribución y comercio de electricidad 
entre los tres países. El Consejo acordó: 
 
 Establecer un Grupo de Trabajo de América del Norte sobre 

Calidad del Aire con el propósito de que oriente al Consejo y facilite 
el trabajo conjunto en asuntos relacionados con cuestiones 
atmosféricas. 

 Llevar a cabo un estudio comparativo sobre las normas, 
reglamentos, planeación y prácticas de aplicación en materia de 
calidad del aire vigentes en los ámbitos nacional, estatal, provincial 
y local en los tres países, tomando en cuenta el trabajo y las 
investigaciones previas llevadas a cabo por la CCA sobre sistemas 
de gestión atmosférica en los tres países. 

 Efectuar un estudio para obtener información sobre la 
comparabilidad de las normas ambientales que rigen la 
construcción y operación de las instalaciones de generación de 
electricidad en América del Norte. 



 Identificar, explorar y abordar cuestiones relacionadas con las 
barreras, los retos, las oportunidades y los principios con los que 
podría evolucionar un sistema de canje de emisiones. 

 Continuar con el trabajo que el Secretariado ha realizado en 
materia de energía renovable, incluyendo un diálogo permanente 
sobre la transparencia y la base científica y técnica de las 
definiciones de la energía renovable. 

 Apoyar un análisis adicional en relación con los aspectos 
ambientales del desarrollo de los mercados de la energía 
renovable; el fortalecimiento de la conciencia ciudadana y la 
educación; consistencia en las metodologías de las bases de 
datos; el desarrollo y la comercialización de nuevas tecnologías de 
energía renovable de bajo impacto; la transmisión y la distribución 
de la incipiente energía renovable, y la promoción de la eficiencia 
energética y los sistemas combinados de la calefacción y energía. 

 Continuar avanzando en la integración de un inventario compartido 
de emisiones de América del Norte mediante la producción de un 
inventario compartido de emisiones de las centrales eléctricas, un 
informe resumido de las emisiones y un análisis de la disponibilidad 
y comparabilidad de datos adicionales de utilidad para finales de 
2004. 

 
 
Medio Ambiente y Salud 
 

Salud Infantil y Medio Ambiente 
 
Hemos convenido un programa de cooperación para proteger a la 
población infantil de los riesgos ambientales. Durante los próximos 
dos años nuestra atención se concentrará en los siguientes elementos 
de este programa de largo plazo: 
 
 Seleccionar y publicar un conjunto básico de indicadores sobre 

salud infantil y medio ambiente en América del Norte. 
 Avanzar en el entendimiento de los enfoques sobre evaluación de 

riesgos, con miras a aumentar la colaboración en materia de los 
riesgos potenciales planteados por las sustancias tóxicas. 

 Aumentar, en alianza con otras organizaciones internacionales, el 
conocimiento de los impactos económicos de las enfermedades 
infantiles con el medio ambiente. 



 Recibimos con beneplácito el ofrecimiento del Consejo Consultivo 
de expertos en cuanto a asumir un papel de liderazgo para poner 
de relieve aspectos de salud infantil y medio ambiente en la 
formación y capacitación de profesionales del sector salud en 
América del Norte, y estamos preparados para colaborar con 
nuestros homólogos de salud en el apoyo a esta iniciativa. 

 Más aún, nos sumamos a los ministros de salud y medio ambiente 
de las Américas, así como a los ministros de medio ambiente del 
G-8, para convocar a la formación de sociedades de colaboración 
para intercambiar información y desarrollar indicadores 
internacionales en materia de salud infantil y medio ambiente. 

 
Manejo adecuado de las sustancias químicas 

 
Desde 1995 el Programa de Manejo Adecuado de las Sustancias 
Químicas (MASQ) ha contribuido a la reducción de las sustancias 
tóxicas persistentes, en particular DDT, BPC, Mercurio y Clordano. El 
programa MASQ es muy exitoso ejemplo en marcha de la 
instrumentación de la Agenda 21 por medio de las asociaciones y 
colaboración regional, incluido en el desarrollo de la capacidad. 

Residuos Peligrosos 
 
 Proceder con un proyecto piloto para rastrear los movimientos de 

residuos peligrosos entre Canadá y Estados Unidos mediante un 
sistema de notificación electrónico, con atención particular al 
desarrollo de la capacidad de México. 

 Realizar el estudio de factibilidad de un proyecto piloto para el 
rastreo de los movimientos transfronterizos de residuos peligrosos 
entre México y Estados Unidos. 

 
Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes (RETC) 
de América del Norte 

 
Nos congratulamos de los esfuerzos que México está realizando para 
instrumentar un RETC obligatorio y disponible para consulta pública. 
Hemos aprobado el plan de acción para mejorar la comparabilidad de 
los RETC de América del Norte que incluye medidas para: 
 



 Adoptar los códigos del Sistema de Clasificación Industrial de 
América del Norte (SCIAN) en los sistemas de registro de los RETC 
nacionales de México y Estados Unidos. 

 Lograr la comparabilidad en la forma en que los datos sobre 
sustancias tóxicas persistentes y bioacumulables –en particular, 
mercurio, dioxinas y furanos, y plomo- se presentan en los tres 
programas RETC nacionales, tomando en cuenta las capacidades 
técnicas, económicas y normativas de cada país.  

 Utilizar umbrales de registro por actividad definidos en cada país 
con el propósito de asegurar un enfoque consistente para los tres 
sistemas. 

 Apoyar los esfuerzos de México para poner en práctica un sistema 
de registro RETC obligatorio y poner a disposición pública el 
conjunto de datos específicos por sustancias y establecimientos. 

 
 
 
 
 
Alianzas de América del norte para el Desarrollo Sustentable 
 

Comercio y Medio Ambiente 
 
Hemos acordado: 
 
 Analizar los vínculos entre comercio y medio ambiente a través de 

un segundo simposio sobre el asunto, a efectuarse a principios de 
2003. El Consejo considera al simposio como una oportunidad para 
comparar los enfoques en marcha a escala nacional e internacional 
sobre evaluación ambiental del comercio en América del Norte, 
lograr una mayor participación de la ciudadanía en este trabajo e 
identificar oportunidades para la integración de las políticas en 
apoyo del desarrollo sustentable. 

 Tomar las medidas necesarias para auspiciar las contribuciones de 
la ciudadanía en los trabajos sobre el capítulo 11 del TLCAN que el 
correspondiente grupo de expertos de la Comisión de Libre 
Comercio del TLCAN está llevando a cabo. Hemos acordado 
trabajar con nuestros homólogos de comercio para fomentar un 
foro en el que las partes interesadas puedan expresar sus puntos 
de vista sobre la operación y aplicación del capítulo. 



 En la víspera del décimo aniversario del ACAAN, hemos decidido 
emprender para 2004 y en colaboración con el CCPC y una amplia 
selección de organizaciones e instituciones, una retrospectiva de 
nuestros logros en el pasado decenio, incluida la evaluación 
ambiental del TLCAN con la perspectiva de bosquejar nuestra ruta 
para la siguiente década. 

 Reiteramos nuestro apoyo a la labor de la CCA en curso en materia 
de evaluación ambiental del comercio en los sectores agrícola y 
eléctrico. Esperamos continuar el trabajo en estos temas, en 
particular el análisis de las diversas áreas en materia de políticas. 

 
Financiamiento y medio ambiente 

 
 Fomentar los esfuerzos, en cooperación con el sector privado y 

otras instituciones para desarrollar metodologías y vínculos que 
permitan difundir la información ambiental de manera que resulte 
más útil para las instituciones financieras y fomentar el uso de 
información ambiental en las decisiones sobre créditos, inversiones 
y manejo de activos. 

 Considerar la forma de avanzar los trabajos sobre los requisitos 
actuales en materia de difusión de datos ambientales con respecto 
de los informes financieros. 

 Fomentar el ulterior desarrollo del concepto de una Iniciativa de 
América del Norte para las Adquisiciones Institucionales 
Respetuosas del Medio Ambiente. 

 Por medio de un fondo para la agricultura sustentable, estimular a 
empresas pequeñas y medianas en agricultura sustentable. 

 
 
Aportaciones del público que asistió a la novena sesión en Ottawa. 
 
Cada vez que se llevan a cabo las sesiones de la CCA, se publica en 
internet el resultado final de las mismas. Sin embargo, todo lo que la 
ciudadanía de los tres países aporta, sugiere y critica durante el 
desarrollo de estas sesiones anuales no se hace público. Es 
importante conocer la visión de los ciudadanos, pues finalmente la 
CCA se nutre de ellos y también trabaja para ellos. A continuación 
presentaré los principales aspectos tratados por el público participante 
en esta novena sesión. 
 



Se solicitó una revisión periódica del raquítico presupuesto de 9 
millones de dólares estadounidenses con que cuenta la CCA. Una 
demanda constante ha sido que se aumente el presupuesto para 
echar a andar proyectos particulares para aliviar una problemática 
específica y local. Todo esto a través de una mayor participación del 
CCPC, quien es el encargado de recoger las solicitudes de probables 
proyectos para transmitirlos al Consejo, además de ayudarle a 
evaluarlos para tomar las decisiones sobre cuáles de dichos proyectos 
son los más urgentes y viables. 
 
En cuanto a la participación ciudadana, se pidió que ésta se dé en un 
marco igualitario frente a la definición de la agenda anual de la CCA. 
Es claro que a la hora de definir los temas prioritarios de la agenda no 
se abre el debate a la participación ciudadana, a pesar de que la 
propia CCA ha afirmado la importancia de dicha participación. No es 
suficiente que a la ciudadanía se le abran espacios de participación, 
como se hace en las sesiones anuales –que por lo demás es una 
participación restringida que debe solicitarse de antemano-, sino que 
es necesario que se le tome en cuenta y que realmente se vean 
reflejados sus intereses en la conformación de la mencionada agenda. 
De otra forma, toda la retórica del Consejo respecto a la participación 
abierta de la ciudadanía seguirá sin credibilidad. 
 
Se cuestiona también el papel del Secretariado, el cual juega un doble 
papel debido a que se ve enfrentado tanto a los intereses del CCPC 
como a los del Consejo, que no siempre suelen ser los mismos. Por 
un lado su actuación la rige el Consejo y, por el otro, también parte de 
sus obligaciones es escuchar a la ciudadanía, cuyas peticiones son 
transmitidas a través del Consejo. Si leemos el ACAAN nos damos 
cuenta que finalmente son los dictados del Consejo los que se 
imponen, debido a que el mismo CCPC es conformado por gente 
seleccionada a través de los mecanismos decididos por los propios 
ministros de medio ambiente de cada país. 
 
Los ciudadanos expresaron la incertidumbre existente al momento de 
aplicar y proteger las normas ambientales. No es suficiente contar con 
un marco jurídico completo y moderno, lo crucial es darle certeza al 
ciudadano de que dicha ley se aplica correctamente. Es claro que los 
sobornos, la ineficiencia, la falta de personal capacitado, etcétera, es 



una realidad que se impone y, por ende, el marco legal no protege el 
medio ambiente de manera expedita y clara. 
 
Otro tema que aún no es comprensible es la manera en cómo se 
protege el medio ambiente a la vez que se liberaliza el comercio. A 
pesar de los estudios que se realizan al respecto, la relación 
comercio-medio ambiente sigue siendo ambigua y de difícil manejo, 
debido a que la degradación ambiental sigue en aumento al igual que 
la liberación comercial, y no se sabe cómo combatir dicha degradación 
sin afectar el avance del libre comercio.  
Otra gran demanda ciudadana es el impulso de la educación 
ambiental. Si no se difunde masivamente información clara y sencilla 
el avance en la educación ambiental se quedará rezagada y la 
participación ciudadana también se verá mermada debido a falta de 
interés y de conciencia. Hay un Centro de Capacitación para el 
Desarrollo Sustentable (CECADESU) en México, el cual recibió 
numerosas críticas en esta última sesión. La realidad es que es un 
centro muy limitado, con poco presupuesto y poco alcance. Los 
participantes mexicanos piden que se le dé prioridad a la educación, a 
las campañas de información y a los programas de capacitación a 
todos los niveles, desde las escuelas primarias hasta los servidores 
públicos y las empresas mexicanas. 
 
El CCPC también estuvo en la mira, debido a que su papel no le 
quedaba claro a los ciudadanos. Un punto positivo fue que se 
aclararon las obligaciones y funciones del CCPC. Este es solamente 
un órgano intermediario entre la ciudadanía y la CCA. Sus miembros 
son honorarios, no perciben salario alguno y tampoco tienen 
capacidad decisoria. En este punto es importante que la ciudadanía 
conozca bien el contenido del ACAAN, lo sepa manejar y, que a su 
vez, proponga modificaciones o adiciones al articulado para que su 
propia participación quede protegida. 
 
Por último, en la sesión se vio una mayor apertura de los Comités 
Consultivos Nacionales a una mayor participación de diversos 
sectores, como el académico y el empresarial. Esto es muy positivo 
porque el nivel de información que se maneje de ahora en adelante en 
las próximas sesiones será más completa y se analizará desde 
diversos puntos de vista, lo que repercutirá en un aumento de las 



herramientas del conocimiento para atacar en todas sus dimensiones 
una problemática concreta. 
 
 
 
 
 
 

Conclusiones 
 

Con base en el Balance Cuatrienal, llevado a cabo por el Comité de 
Revisión Independiente en junio de 1998, podemos extraer las 
siguientes conclusiones. 
 
El ACAAN ha de considerarse no sólo como un pacto colateral al 
TLCAN, sino como un acuerdo completo y vital por derecho propio.  
 
La programación anual se debe sustituir por otra de tres años. Las 
principales ventajas serían fomentar el establecimiento de prioridades 
claras y progresistas; dar tiempo para planear la difusión de las 
actividades que el Consejo y el Secretariado esperan concluir, y así 
asegurar el cumplimiento eficiente de los proyectos que duren más de 
un año. El ciclo trienal generaría más oportunidades de capitalizar el 
potencial de la CCA y de mejorar las aportaciones científicas en los 
diversos proyectos.  
 
El potencial de la Comisión para elaborar datos científicos sólidos se 
ha subutilizado hasta la fecha. El marco trienal puede servir para 
planear e incorporar en los proyectos las aportaciones públicas. De 
este modo habrá mayores oportunidades para coordinar mejor las 
consultas del CCPC y la opinión pública en virtud del alargamiento del 
periodo de los proyectos, así como el potencial para elaborar los 
proyectos del ACAAN teniendo en mente el programa de tres años.  
 
El programa general debe concentrarse en un número pequeño de 
resultados claros y significativos en lugar de hacerlo en una gran 
cantidad de proyectos menores. La calidad del proyecto –no la 
cobertura de categorías de proyectos- debe ser lo esencial en el 
desarrollo de los programas. 
 



Ni el Secretariado ni el Consejo han instituido un método consistente 
de revisión y evaluación de los proyectos. Se propone una sección 
sobre lecciones aprendidas en que se documenten con la mayor 
amplitud posible las razones específicas de los éxitos y los fracasos. 
Debería haber una evaluación regular del proyecto y luego de su 
conclusión un seguimiento.  
 
El programa se ha de centrar en temas regionales de América del 
Norte. Los asuntos deben tener importancia para las tres Partes, ser 
“problemas” en el amplio sentido de la palabra transfronterizos o 
subcontinentales. Por ejemplo, el trabajo para investigar cómo podría 
funcionar el comercio de emisiones de gases de invernadero, tiene 
una utilidad muy particular.  
 
Los proyectos deberían reflejar algunos factores esenciales del 
desarrollo sustentable en el entorno regional de la CCA. En el marco 
de su mandato y concepción estratégica se pueden fomentar ciertos 
elementos básicos de la política de desarrollo sustentable en el 
proceso de formulación de los proyectos. Se deben abordar tres 
principales categorías de elementos:  
 
 Desarrollo de la capacidad; 
 Generación de datos científicos, y 
 Participación pública. 
 
Una alternativa es el desarrollo de los vínculos institucionales entre la 
CCA y la Comisión de Libre Comercio del TLCAN y sus cuerpos 
subsidiarios. Esto ha de incluir esfuerzos de los funcionarios para 
planear una reunión conjunta de los ministros de comercio y de medio 
ambiente. 
 
Debería existir un mecanismo para suspender de manera efectiva un 
proyecto desde el momento en que el Consejo encomienda al 
Secretariado la elaboración del expediente de hechos.  
 
Se sugiere que el Secretariado procure terminar todo el proceso de 
revisión referente al artículo 14(1) y (2) en 60 días, y la revisión de las 
respuestas de la parte y del peticionario en otros 30-60 días. Si se 
dejan 60 días para las respuestas de la Parte, las recomendaciones 
que haga el Secretariado sobre la elaboración de expedientes de 



hechos podrían llegar al Consejo al cabo de cinco o seis meses, 
cuando más, en lugar de los casi 18 meses que han tardado en el 
periodo 1995-2000. La meta general es que todo el proceso de los 
artículos 14 y 15 quede concluido al cabo de no más de dos años.  
 
Se sugieren tres cambios adicionales al proceso de revisión actual, 
todos ellas concebidos para que la ciudadanía tenga más confianza 
en el proceso de toma de decisiones: 
 
 Cuando la respuesta de la Parte incluye información nueva que no 

figuraba en la petición original, debería darse a los peticionarios 
esta información y ofrecerles una breve oportunidad de responder. 
Se debería dar al peticionario un periodo de hasta 30 días para 
este fin.  

 El Secretariado debería informar al peticionario cuando haya 
emitido el asunto al Consejo con la recomendación de elaborar el 
expediente de hechos. Asimismo, debería eliminarse la disposición 
que prohibe la publicación de las razones del Secretariado para su 
recomendación hasta que el Consejo haya respondido.  

 Si una Parte decide presentar información adicional directamente al 
Consejo como reacción a una recomendación del Secretariado, los 
peticionarios deberían estar enterados y, en caso de solicitarlo, 
debería permitírseles presentar una breve respuesta por escrito en 
referencia a dicha información, de manera que el Consejo pueda 
adoptar una decisión mejor fundamentada sobre la recomendación 
del Secretariado.  

 
Se propone, en caso de que se diga que el expediente de hechos no 
es público, es que por lo menos el peticionario sí tenga acceso al 
mismo, ya que si no tiene acceso a éste, nunca sabrá que pasó con 
su petición.  
 
Después de haber estudiado el ACAAN y la CCA, concluyo que 
ambos no funcionan para el objetivo que fueron creados. Esto es, 
vigilar que los tres países apliquen de manera efectiva su legislación 
ambiental. Hasta hoy en día no se han emitido siquiera 
recomendaciones para que la Parte en cuestión sea respetuosa de su 
propia legislación. Tampoco ha habido casos de sanción, a pesar de 
que el asunto así lo amerite. 



 
En cuanto a mi hipótesis sostenida al principio, esta ha sido 
totalmente refutada, pues ninguno de los tres países, ni siquiera 
Estados Unidos, han utilizado este acuerdo como un instrumento de 
proteccionismo disfrazado, debido a que, en principio, ningún caso se 
ha llevado hasta sus últimas consecuencias. 
 
De ahí se deduce que el ACAAN ha tenido que ser un mal 
políticamente necesario y que los socios prefieren que sea un foro de 
discusión, una instancia que imparta cursos, un vínculo para compartir 
investigaciones de temas ambientales, pero nunca un instrumento 
que interfiera en la buena marcha del TLCAN. Al parecer, ni Canadá, 
Estados Unidos o México, están dispuestos a sacrificar beneficios del 
TLCAN en pos del medio ambiente.  
 
Sí están dispuestos a cooperar en materia ecológica y 
medioambiental, pero hasta ahí, porque en el momento en que se 
ponga en peligro un beneficio comercial, la cooperación 
medioambiental se acaba. 
 
Es menester agregar que es Estados Unidos el país miembro que 
menos pone de su parte para que la CCA funcione sin impedimentos. 
A pesar de contar con un sinnúmero de activistas y de problemas 
ambientales apremiantes, es claro que la administración Bush no tiene 
como prioridad en su agenda el cuidado del medio ambiente. Es 
Canadá y México (países renuentes en un inicio a la firma del ACAAN) 
quienes muchas veces tienen que formar una especie de mancuerna, 
desde para sacar adelante la labor de la CCA como para atacar 
problemáticas específicas de contaminación transfronteriza. 
 
Por último, solamente quiero agregar que quizá el problema principal 
es el sobredimensionamiento de la CCA por parte de la ciudadanía 
que la conoce, la cual se ha creado demasiadas expectativas respecto 
a su capacidad de acción y decisión. La CCA es un órgano que ya 
nació limitado, que tiene un presupuesto ínfimo para poder llevar a 
cabo una labor ambiental tan ambiciosa como es la prevención de la 
degradación de un ecosistema gigante como es toda América del 
Norte. Es claro que el ACAAN no es un acuerdo prioritario y no está 
dentro de la agenda trinacional, vuelvo a repetir que fue un mal 
políticamente necesario, impuesto por un país que ahora lo tiene 



abandonado y que ni siquiera le interesa utilizarlo como medio para 
reforzar su proteccionismo comercial. 
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PREÁMBULO 

El Gobierno de Canadá, el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de los 
Estados Unidos de América: 

CONVENCIDOS de la importancia de conservar, proteger y mejora·r el medio 
ambiente en sus territorios y de que la cooperación en estos terrenos es un elemento 
esencial para alcanzar el desarrollo sustentable, en beneficio de las generaciones 
presentes y futuras; 

REAFIRMANDO el derecho soberano de los Estados para aprovechar sus propios 
recursos según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, asi corno su 
responsabilidad de velar porque las actividades bajo su jurisdicción o control no 
causen daño al medio ambiente de otros Estados ni a zonas fuera de los límites de 
jurisdicción nacional; 

RECONOCIENDO la interrelación de sus medios ambientes; 

ACEPTANDO que los vínculos económicos y sociales entre ellos, incluido el Tratado 
de Libre Comercio de América del Norte (TLC), son cada vez más estrechos; 

CONFIRMANDO la importancia de las metas y los objetivos ambientales 
incorporados en el TLC, incluido el de mejores niveles de protección ambiental; 

SUBRAYANDO la importancia de la participación de la sociedad en la conservación, 
la protección y el mejoramiento del medio ambiente; 

TOMANDO EN CUENTA que existen diferencias en sus respectivas riquezas 
naturales, condiciones clitnáticas y geográficas, así corno en sus capacidades 
económicas, tecnológicas y de infraestructura; 

REAFIRMANDO la Declaración de Estocolmo sobre el Medio Humano de 19.72 y la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiellle y el Desarrollo de 1992; 

RECORDANDO su tradición de cooperación ambiental y expresando su deseo de 
apoyar y llevar adelante los acuerdos ambientales internacionales y las políticas y leyes 
existentes, a fin de promover la cooperación entre ellos; y · 

CONVENCIDOS de los beneficios que habrán de derivarse de un marco, en especial 
de una Comisión, que facilite la cooperación efectiva para conservar, proteger y 
mejorar el medio ambiente en sus territorios; ·· 

HAN ACORDADO LO SIGUIENTE: 
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PRIMERA PARTE 

OBJETIVOS 

Artículo 1: Objetivos 

Los objetivos de este Acuerdo son: 

(a) 

(b) 

(e) 

(d) 

(e) 

(1) 

(g) 

(h) 

(i) 

alentar la protección y el mejoramiento del medio ambiente en territorio de las 
Partes, parn el bienestar de las generaciones presentes y futuras; 

promover el desarrollo sustentable a partir de la cooperación y el apoyo mutuo 
en políticas ambientales y económicas; 

incrementar la cooperación entre las Partes encaminada a conservar, proteger y 
mejorar aún más el medio ambiente, incluidas la flora y la fauna silvestres; 

apoyar las metas y los objetivos ambientales del TLC; 

evitar la creación de distorsiones o de nuevas barreras en el comercio; 

fortalecer la cooperación para elaborar y mejorar las leyes;- reglamentos, 
procedimientos, políticas, y prácticas ambientales; .· 

mejorar la observancia y la aplicación de las leyes y reglamentos ambientales; 

promover la transparencia y la participación de la sociedad en la elaboración de 
leyes, reglamentos y políticas ambientales; 

promover medidas ambientales efectivas y económicamente eficientes; 

(j) promover políticas y prácticas para prevenir la contaminación. 
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SEGUNDA PARTE 

OBLIGACIONES 

Articulo 2: Compromisos generales 

1. Con relación a su territorio, cada una de las Partes: 

(a) periódicamente elaborará y pondrá a disposición pública informes sobre el 
estado del medio ambiente; 

(b) elabora~ y revisará medidas para hacer frente_ a las continge_ndas ambientales; 

(e) promoverá la educación en asuntos ambi~ntales; i~él~Úcla lá legislación 
ambiental; 

(d) fomentará la investigación científica y'el désá'ITollode tecnología en materia 
ambiental; - -, , ' , - , 

(e) evaluará los impactos ambientales, cuando proceda; y' 

(t) promoverá el uso de instrumentos económicos para la eficiente consecución de 
las metas ambientales. -

2. Cada una de las Partes examinará la posibilidad de incorporar a su derecho cualquier 
recomendación que elabore el Consejo conforme al Articulo IO(S)(b). 

3. Cada una de las Partes examinará la posibilidad de prohibir la exportación a territorio 
de otras Partes de pesticidas o de sustancias tóxicas cuyo uso esté prohibido en su propio 
territorio. Cuando una Parte adopte una medida que prohíba o límite de manera rigurosa el uso 
de dicha sustancia en su territorio, lo notificará a las otras Partes, ya sea directamente o a 
través de una organiza.ción internacional pertinente. 

Articulo 3: Niveles de protección 

Reconociendo el derecho de cada una de la Partes de establecer, en lo intemo, sus propios 
niveles de protección ambiental, y de políticas y prioridades de desarrollo ambiental, así como 
el de adoptar y modificar, en consecuencia, sus leyes y reglamentos ambientales, cada una de 
las Partes garantizará que sus leyes y reglamentos prevean altos niveles de protección 
ambiental y se esforzará por mejorar dichas disposiciones. 
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Articulo 4: Publicación 

1. Cada una de las Partes se asegurar.í de que sus leyes, reglamentos, procedimientos y 
resoluciones administmtivas de aplicación geneml que se refiemn a cualquier asunto 
comprendido en este Acuerdo se publiquen a la brevedad o se pongan a disposición de las 
personas o Partes interesadas, para su conocimiento. 

2. En la medida de lo posible, cada una de las Partes: 

(a) 

(b) 

Artículo 5: 

publicará por adelantado cualquier medida que se proponga adoptar; y · 

brindará a las personas y las Partes interesadas oportunidad razonable pum 
formular observaciones sobre las medidas propuestas. 

Medidas gubernamentales para la aplicndón de leyes y reglamentos 
ambientales · 

1. Con el objeto de logmr altos niveles de protección del ambiente y de cumplimiento con 
sus leyes y reglamentos ambientales, cada una de las Partes aplicará de manem efectiva sus 
leyes y reglamentos ambientales a través de medidas gubernamentales adecuadas, conforme al 
Artículo 37, tales como: 

(a) nombrar y capacitar inspectores; 

(b) vigilar el cumplimiento de las leyes e investigar las presuntas violaciones, 
inclusive mediante visitas de inspección in situ; 

(c) tmtar de obtener promesas de cumplimiento voluntario y acuerdos de 
cumplimiento; 

(d) 

(e) 

(!) 

(g) 

(h) 

(i) 

(j) 

difundir públicamente información sobre incumplimiento; 
. ,' . .<'; ,;7¡·;;-;1·,,\',.;·, _,,. 

emitir boletines u otras publicacfones'periÓdicas'sobre los procedimientos pam 
la aplicación de leyes; · 

promover las auditorías ambientales; 

requerir registros e informes; 

proveer o alentar el uso de servicios de mediación y arbitraje; 

utilizar licencias, permisos y autorizaciones; 

iniciar, de manera oportuna, procedimientos judiciales, cuasijudiciales, o 
administrativos para procurar las sanciones o las soluciones adecuadas en caso 
de violación de sus leyes y reglamentos ambientales;· 
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(k) establecer la posibilidad de practicar cateas, dec~fuis.os ydet~nciones · · 
ad~inistrat_i~~~; o 

(1) expedir resoluciones administrativas, incluidas las dd naturalezÍl preventiva;· 
reparadora o de emergencia. · 

2. Cada una de las Partes garantizará Ja disponibilidad, conforme a su derecho, de 
procedimientos judiciales, cuasijudicialcs, o administrativos para aplicar sus leyes y 
reglamentos ambientales, con el fin de sancionar o reparar las violaciones a éstos. 

3. Según proceda, las sanciones y recursos previstos contra las violaciones a las leyes y 
reglamentos ambientales de una Parte, deberán: 

(a) 

(b) 

Artículo 6: 

tomar en cuenta la naturaleza y gravedad de la infracción, cualquier beneficio 
económico que obtenga de ella el infractor, la situación económica de éste. y 
otros factores pertinentes; y · · · 

incluir convenios de cumplimiento, multas, encarcelamiento, medidas 
precautorias, clausura de instalaciones y el costo de detener yJimpia~ la . 
contaminación. ·' , -" ··,. · ', .· ·:-,· .. 

Acceso de los particulares a los procedíntl~~tos 
, .. ,. ·- - . ··"'.' •. c.'.•·''""·~'- ~-- • ,- .•:, 

1. Cada una de Ja Partes garantizará que las personás interesad~s puedan soli~itar a las 
autoridades competentes de esa Parte que investiguen préSúrÍtas viOlaé:ion'es a sus leyes y 
reglamentos ambientales, y dará a dichas solicitudes la debida· éonsÍdéníción de conformidad 
con su legislación. · 

2. Cada una de las Partes garantizará que las personas con interés jurídicamente 
reconocido conforme a su derecho interno en un asunto en particular, tengan acceso adecuado 
a los procedimientos administrativos, cuasijudiciales o judiciales para la aplicación de las 
leyes y reglamentos ambientales de la Parte. 

3. El acceso de los particulares a estos procedimientos incluirá, de conformidad con la 
legislación de la Parte, entre otros, el derecho a: 

(a) demandar por daños a otra persona bajo la jurisdicción de esa Parte; 

(b) solicitar sanciones o medidas de reparación tales como multas, clausuras de 
emergencia o resoluciones para aminorar las consecuencias de las infracciones 
a sus leyes y reglamentos ambientales; 

(c) pedir a las autoridades competentes que tomen medidas adecuadas para hacer 
cumplir las leyes y reglamentos ambientales de la Parte con el fin de proteger o 
evitar daños al medio ambiente; o 
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(d) solicitar medidas precautorias cuando:uná ¡i'érsona sufra, o pueda sufrir, 
pérdidas, daños y perjuicios como resultado de la· éonducta de otra persona 

: bajola jurisdicción de esa Parte que s_ea)lí~i~a. ~ c:~mra,n:i. a las leyes y 
• 'reglámentos ambientales de.la Parte.·'·'•··'··"·'." · >. · ~. '.' '· ·' · • · · 

Artículo 7: Garantfas procesales 

1. Cada una de las Partes garantizará que los procedimientos administrativos, 
cuasijudiciales y judiciales mencionados en los Artículos 5(2) y 6(2) sean justos, abiertos y 
equitativos; y con este propósito dispondrá que dichos procedimientos: 

(a) cumplan con el debido proceso legal; 

(b) sean públicos, salvo cuando la administración de justicia requiera otra cosa; 

(e) otorguen derecho a las partes en el procedimiento a sustentar o defender sus· 
respectivas posiciones y a presentar información o pruebas; y 

(d) no sean innecesariamente complicados, no impliquen costos o plazos 
irrazonables ni demoras injustificadas. 

2. Cada una de las Partes dispondrá que las resoluciones definitivas sobre el fondo del 
asunto en dichos procedimientos: · · · ; · .•· 

(a) se formulen por escrito y, preferentemeríte;.señalen los n'iotivós en que se 
fundan; " · 

••',\ 

(b) sin demora indebida se pongan a disposiciónde las partes en los 
procedimientos y, cuando proceda; delpúblico;··rc¡ ,. .. ,,., 

(e) se funden en la información o las pruebas respecto de las cuales se hayá dado a 
las partes la oportunidad de ser oídas. 

3. Cada una de las Partes garantizará, cuando corresponda, que las partes en dichos 
procedimientos tengan, de acuerdo con su legislación, la oportunidad de obtener la revisión y, 
cuando proceda, la modificación de las resoluciones definitivas dictadas en esos 
procedimientos. 

4. Cada una de las Partes garantizará que los tribunales que llevan a cabo dichos 
procedimientos, o los revisen, sean imparciales e independientes, y no tengan interés 
sustancial en el resultado de los mismos. 
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TERCERA PARTE 

COMISIÓN PARA LA COOPERACIÓN AMBIENTAL 

Artículo 8: La Comisión 

1. Las Partes establecen la Comisión para la Cooperación Ambiental. 

2. La Comisión estará integrada por un Consejo, un Secretariado y un Comité Consultivo 
Público Conjunto. 

Sección A: El Consejo 

Artículo 9: Estructura y procedimientos del Consejo 

1. El Consejo cstar.i integrado por representantes de las Partes a nivel de Secretaria de 
Estado o su equivalente, o por las personas a quienes éstos designen. 

2. El Consejo establecerá sus reglas y procedimientos. 

3. El Consejo se reunirá: 

(a) por lo menos una vez al año en sesiones ordinarias; y 

(b) a petición de cualquiera de las Partes, en sesiones extraordinarias. 

Las sesiones ordinarias ser.in presididas sucesivamente por cada una de las Partes. 

4. El Consejo celebrará reuniones públicas en el transcurso de todas las sesiones 
ordinarias. Otras reuniones que se celebren en el transcurso de sesiones ordinarias o 
extraordinarias serán púbHcas si así lo decide el Consejo. 

5. El Consejo podrá: 

(a) establecer y delegar responsabilidades en comités ad hoc o permanentes, en 
grupos de trabajo y de expertos; 

(b) solicitar la asesoría de personas o de organizaciones sin vinculación 
gubernamental, incluidos expertos independientes; Y. 

(e) adoptar cualquier otrn medida en el ejercicio de sus funciones que las Partes 
acuerden. 
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6. Todas las decisiones y recomendaciones del Consejo se tomarán por consenso, a 
menos que el Consejo decida; o este Acuerdo disponga,: otra cosa>·<· · · 

- - , ;~-< . 

7. Todas las decisiones y recomendaciones del Consejo se harán públicas, salvo que el 
Consejo decida, o este Acuerdo disponga, otra cosa. · 

Artículo 10: Funciones del Consejo 

1. El Consejo será el órgano rector de la Comisión y le corresponde.rá: 

(a) 

(b) 

(e) 

servir como foro para la discusión de los asuntos ambientales comprendidos en 
este Acuerdo; · · ·· 

supervisar la aplicación de este Acuerdo y elaborar recomendaciones sobre su 
desarrollo futuro y para este fin, en el plazo de cuatro años después de lá fecha 
de entrada en vigor de este Acuerdo, el Consejo revisará sti" funciónamiento y 
efectividad a la luz de la experiencia obtenida; 

supervisar al Secretariado; .... , 

(d) tratar las cuestiones y controversias que surjan entre las Partes sobre la 
interpretación o la aplicación del Acuerdo; : '''·'.'.· ···"'· '''i.' 

(e) aprobar el programa y el presupuesto anuales de la· Comisión; y 

(1) promover y facilitar la cooperación entre las Partes respecto a asuntos 
ambientales. 

2. El Consejo podr.í examinar y elaborar recomendaciones sobre: 

(a) técnicas y metodologías comparables para la recolección y el análisis de datos, 
el manejo de información y la comunicación de datos por medios electrónicos 
en relación con los asuntos comprendidos en este Acuerdo; ·· 

(b) técnicas y estrategias para prevenir la contaminación; 
' ~ 1 • 

(c) enfoques e indicadores comunes para informar sobre el estado del medió 
ambiente; - ' 

(d) el uso de instrumentos económicos para la consecución de objetivos 
ambientales internos o acordados a nivel internacional;; · ;. '' ; '· 

(e) investigación científica y desarrollo de tecnología respecto a asuntos 
ambientales; · · ..... ·"·¡,,·-.,•'. 

(1) promoción de la concie~í:ia púbiic~·~~ r~laciÓ~ con ei medio ambiente; 



(g) c~estÍon~s amblentalés e~ ~on~ fronterizas·~ de ;.atu~l~:.Í:a transfronteriza, 
tales como el transporté. a hÍrga distanciii de contaminantes del aire y de los 
z:nares; .. f·· 

(h) especies exóticas que pued~n ser daili~as; 

(i) la conservación y la protección de la fauna y la .flora silvestres así como de sus 
hábitats y de las áreas naturales bajo protección especial; 

- . . -

(j) la protección de especies amenazadas y en peligro; 

(k) actividades de prevención y de respuesta a d~sa~fres ambientales; 

(1) asuntos ambientales que se relacionen con el des~rrollo económico; 
. .' , __ .. -· .·· 

·(m) efectos ambientales de los productos durante su delo de vida; 

(n) la capacitación y el desarrollo de recursos humanos en materia ambiental; 

(o) el intercambio de científicos y funcionarios ambientales; 

(p) ~nfoques sobre el cumplimiento y la aplicación de las leyes ambientales; 

(q) recursos nacionales ecológicamente sensibles; 

(r) etiquetado ecológico; y 

(s) otros asuntos que considere adecuados. 

3. El Consejo fortalecerá la cooperación para elaborar leyes y reglamentos ambientales, 
asi como para su mejoramiento continuo, especialmente a través de: 

(a) la promoción del intercambio de información sobre criterios y metodologías 
utilizadas para establecer las norrnas ambientales internas; y 

(b) el establecimiento de un proceso para elaborar recomendaciones sobre una 
mayor compatibilidad de reglamentaciones técnicas, norrnas y procedimientos 
de evaluación de la conformidad ambientales, de manera congruente con el 
TLC, sin reducir los niveles de protección ambiental. 

4. El Consejo alentará: 

(a) la aplicación efectiva por cada una de las Partes de sus leyes y reglamentos 
ambientales; 

(b) el cumplimiento de dichas leyes y reglamentos; y 
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(é) la coopéraClóri Íé~nica entre las Partes. 

5. El Consejo promoverá y, c.uando proceda, elaborará recomendaciones sobre: 

(a) el áccéso público a la información sobre el medio ambiente de que dispongan 
las ·autoridades de cada una de las Partes, incluida la información sobre 
materiales y actividades peligrosos en sus comunidades, asf como la 
oportunidad de participar en los procesos de adopción de .decisiones . 
relacionados con dicho acceso; y 

(b) los límites adecuados para contaminantes específicos, tomando en cuenta las 
diferencias en los ecosistemas. ·· 

6. El Consejo cooperará con la Comisión de Libre Comercio del TLC para alcanzar las· 
metas y objetivos ambientales del TLC: 

(a) 

(b) 

(c) 

(d) 

(e) 

actuando como centro de información y de recepción de Óbscrvaciones de 
organizaciones y de personas sin vinculación gubernamental, en relación con 
esas metas y objetivos; 

proporcionando apoyo en las consultas que se hagan conforme al Artículo 
1 1 14 del TLC cuando una Parte considere que otra de las Partes ha renunciado 
a aplicar una medida ambiental o la ha anulado, o ha ofrecido hacerlo, como 
fomm de alentar el establecimiento, adquisición, expansión o conservación de 
una inversión de un inversionista, con miras a evitar dicho incentivo; 

contribuyendo a la prevención o la resolución de controversias comerciales 
relacionadas con el medio ambiente: 

(i) procurando evitar controversias entre las Partes; 

(ii) haciendo recomendaciones a la Comisión de Libre ComerciO'respecto 
a la prevención de dichas controversias; y · · " 

(iii) manteniendo una lista de expertos que puedan il.rop0rcionar'. , 
información o asesoría técnica a los comités, gnipos'C!e'trábajo y'otros· 
organismos del TLC; · ·:·C···< :."'' .. ;::: ,•.·:.,~ <'• ..... '•· .: 

examinando sobre una base permanente los efectos iunb¡'e~t~ÍéS del TLC; y 
• '••e ,, •. : '.' ·,'.•/,~:~ :,'~·~,;:_;:,-,.., ~. • 

apoyando en lo demás a la Comisión de Libre Comercio.en asuntos , _ 
relacionados con el medio ambiente. ..., .. ,,,.,,,,,,,, '' ''""'' · 

·':'.(:i; ··~·¿:·~~· <;...f\;1;i~ . . 

7. Reconociendo la naturaleza esencialmente bilateral dé muélias' cue;ti~~es a~bientales 
transfrontcrizas y, con vistas a lograr, en los próximos tres años, un acuerdo entre las Partes 
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sobre sus obligaciones de conformidad con este Artículo, el Consejo examinará y hará 
recomendaciones respecto a: · 

(a) la evaluación del impacto ambiental de proyectos sujetos a la decisión de una 
autoridad gubernamental competente que probablemente tenga efectos 
transfrontcrizos perjudiciales, incluida la plena apreciación de las 
observaciones presentadas por otras Partes y por personas de otras Partes; 

(b) la notificación, el suministro de infonnación pertinente y las consultas entre las 
Pártcs en relación con dichos proyectos; y 

(c) la atenuación de los posibles efectos perjudiciales de tales proyectos. 

8. El Consejo alentará a cada una de las Partes a establecer procedimientos 
administrativos adecuados, de conformidad con sus leyes ambientales, que permitan a otra de 
las Partes solicitar, sobre una base reciproca, la reducción, eliminación o atenuación de la 
contaminación transfrontcriza. 

9. El Consejo examinará y, cuando proceda, hará recomendaciones para el otorgamiento 
por una de las Partes, sobre una base reciproca, de acceso, derechos y recursos ante sus 
tribunales y dependencias administrativas a las personas en territorio de otra Parte que hayan 
sufrido, o exista la posibilidad de que sufran un daño o perjuicio causado por contaminación 
originada en territorio de la Parte, como si el daño o perjuicio hubiera ocurrido en su territorio. 

Sección B: El Secretariado 

Artículo 11: Estructura y procedimientos del Secretariado 

l. El Secretariado será presidido por un director ejecutivo designado por el Consejo por 
un periodo de tres años, que el Consejo podrá renovar por un término de tres años más. El 
cargo de director ejecutivo se rotará sucesivamente entre los nacionales de cada una de las 
Partes. El Consejo podrá remover al director ejecutivo únicamente por causa justificada. 

2. El director ejecutivo nombrará y supervisará al personal de apoyo del Secretariado, 
reglamentará sus facultades y obligaciones, y fijará sus remuneraciones conforme a las nonnas 
generales que establezca el Consejo. Las nonnas generales dispondrán que: 

(a) el nombramiento, la pcnnancncia y las condiciones de trabajo del personal se 
basen estrictamente en su eficiencia, capacidad e integridad; 

(b) para el nombramiento del personal, el director ejecutivo tome en cuenta las 
listas de candidatos elaboradas por las Partes y por el Comité Consultivo 
Público Conjunto; 
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(e) se considere debidamente la importancia de contratar en proporciones 
equitativas al personal profesional entre los nacionales de cada una de las 
Partes; y 

(d) el director ejecutivo infom1c al Consejo de todo nombramiento. 

3. El Consejo, mediante voto de dos terceras partes de sus miembros, podrá re.chazar 
cualquier nombramiento que no satisfaga las normas generales. Esta decisión se tomará y 
mantendrá en términos confidenciales. 

4. En el desempeño de sus obligaciones, el director ejecutivo y el personal de apoyo no 
solicitarán ni recibirán instrucciones de ningún gobierno ni de ninguna autoridad externa al 
Consejo. Cada una de las Partes respetará el carácter internacional de las responsabilidades del 
director ejecutivo y del personal de apoyo y procurará no influir en el cumplimiento de ellas. 

5. El Secretariado brindará apoyo técnico, administrativo y operativo al Consejo y a los 
comités y grupos establecidos por el mismo, así como de cualquier otra clase que disponga el 
Consejo. 

6. El director ejecutivo prcscntar.í al Consejo, para su aprobación, el programa y 
presupuesto anuales de la Comisión, con disposiciones sobre propuestas de actividades de 
cooperación y de respuesta del Secretariado a contingencias. 

7. Cuando proceda, el Secretariado proporcionará a las Partes y al público inform~dicSn' 
relativa al lugar donde pueden recibir asesoría técnica o información especializada sobre· 
asuntos ambientales. 

8. El Secretariado resguardará: 

(a) de su divulgación la infonnación que reciba y que permita identificar a fa . 
persona o a la organización sin vinculación gubernamental que haya., ... , .. 
presentado una petición, si esa persona u organización así lo han solicitado, o 
cuando el Secretariado lo considere apropiado; y · · 

(b) de su divulgación pública cualquier información que reciba de cuaiesquiera 
organización o persona sin vinculación gubernamental cuando la información 
sea designada por esa persona u organización como confidencial o comercial 
reservada. 

Artículo 12: Informe anual de In Comisíón 

1. El Secretariado prcparar.í el infom1e anual de la C~~i.~iÓn conforme a las instrucciones 
que reciba del Consejo. El Secretariado presentará_un proyect.o de informe para su revisión 
por el Consejo. El informe final se hará público. · · · ' · · 

2. El informe comprenderá: 
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(e) se considere debidamente la importancia de contratar en proporciones 
equitativas al personal profesional entre los nacionales de cada una de las 
Partes; y . 

(d) el director ejecutivo informe al Consejo de todo nombrami<:nto. 

3. El Consejo, mediante voto de dos terceras partes de sus miembros, podrá rechazar 
cualquier nombramiento que no satisfaga las nomms generales. Esta decisión se tomará y 
mantendrá en términos confidenciales. 

4. En el desempeño de sus obligaciones, el director ejecutivo y el personal de apoyo no 
solicitarán ni recibirán instrucciones de ningún gobierno ni de ninguna autoridad externa al 
Consejo. Cada una de las Partes respetará el carácter internacional de las responsabilidades del 
director ejecutivo y del personal de apoyo y procurará no influir en el cumplimiento de ellas. 

5. El Secretariado brindará apoyo técnico, administrativo y operativo al Consejo y a los 
comités y grupos establecidos por el mismo, así como de cualquier otra clase que disponga el 
Consejo. 

6. El director ejecutivo presentará al Consejo, para su aprobación, el programa y 
presupuesto anuales de la Comisión, con disposiciones sobre propuestas de actividades de 
cooperación y de respuesta del Secretariado a contingencias. 

7. Cuando proceda, el Secretariado proporcionará a las Partes y al público infonn'~~·ió~· 
relativa al lugar donde pueden recibir asesoría técnica o información especializada sobre 
asuntos ambientales. 

8. El Secretariado resguardani: 

(a) de su divulgación la información que reciba y que permita identificar a la 
persona o a la organización sin vinculación gubernamental que haya . , . 
presentado una petición, si esa persona u organización asi lo han solicitado, o 
cuando el Secretariado lo considere apropiado; y · · 

(b) de su divulgación pública cualquier información que reciba de cual~quiera 
organización o persona sin vinculación gubernamental cuando la información 
sea designada por esa persona u organización como confidencial o comercial 
reservada. · · 

Articulo 12: Informe anual de la Comisión 

1. El Secretariado preparará el informe anual de la é~rÜisiÓ~· ¿~~forme a las instrucciones 
que reciba del Consejo. El Secretariado presentará un proyeéto deinforme para su revisión 
por el Consejo. El informe final se hará público. · · · · · · · · · 

2. El informe comprenderá: 
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(a) las ~ctividades y gastos.de la ComlslÓri'én éi año calendario previo; 
;:., '. ·~ .·. . . 

(b) el programa y el presupuesto de la Comisión autorizados para el año calendario 
siguiente; ·.· ' 

.(e) las medidas tomadas porcada una.de las Partes en relación con sus 
obligaciones conforme a este Acuerdo; incluyendo información sobre las 
actividades de la Parte para aplicar las leyes ambientales; 

(d) los puntos de vista y la información que sean pertinentes y hayan sido 
presentados por organizaciones y personas sin vinculación gubernamental, 
incluso información sumaria sobre las peticiones, así como cualquier otra que 
el Consejo considere apropiada; 

(e) las recomendaciones sobre cualquier asunto que caiga en el ámbito de este 
Acuerdo; y 

(1) cualquier otro asunto que el Secretariado incluya por instrucciones del 
Consejo. 

3. El informe abordará periódicamente el estado del medio ambiente en territorio de las 
Partes. 

Articulo 13: Informes del Secretariado 

l. El Secretariado podrá preparar informes para el Consejo sobre cualquier asunto en el 
ámbito del programa anual. Cuando el Secretariado desee elaborar informes sobre cualquier 
otro asunto ambiental relacionado con las funciones de cooperación de este Acuerdo, lo 
notificará al Consejo y podrá proceder, a menos que en un plazo de treinta (30) días a partir de 
dicha notificación, el Consejo se oponga a la elaboración del informe mediante el voto de dos 
terceras partes de sus miembros. Esos otros asuntos ambientales no incluirán los relacionados 
con las omisiones de una Parte en la aplicación de sus leyes y reglamentos ambientales. 
Cuando el Secretariado no tenga conocimiento especifico del asunto bajo consideración, 
obtendrá el auxilio de uno o más expertos independientes, con experiencia reconocida en el 
tema, para la elaboración del informe. 

2. Para la preparación de dicho informe el Secretariado podrá tomar en cuenta cualquier 
información técnica o científica pertinente, incluida: 

(a) la que esté disponible al público; 

(b) la presentada por personas y organizáciones iiiteresadas sin vinculación 
gubernamental; · . ' e, ·'"' .> ·'·' · · 

(e) la presentada por el Comité Consulii\'o Públi~o Conjunto; 



(d) Já propordonáda por uná i>'iirte; ': \ ; -~ .·' 

(e) Ja obtenida mediante consultas públicas, tales como congresos, seminarios y 
simposios; 'o .... -- ,. . . - ~, ~< 

1
,-.•. >-·; _·;;;;·,.J~I 

(f) Ja elaborada por el. Secretariado' o. por expenos)~-dependielltes co~tratados 
conforme al párrafO ~ ---: · - - - ~ .:,.t:;: ,:~--~.:: ~·. ,--,; .;·¡·.ji~:~ 1-i>~,::;-:."~:.'. .. ;.~, · :.,;,;. 

. . . ' 

3. El Secretariado presentará su informe al.Consejo; que ~ormaln~eni~ lo.hará público en 
Jos 60 días siguientes a su recepción, a menos qué _cfConsej~ decidá_otra: cÓ~a.. . . 

Articulo 14: Peticiones relativas a Ja aplic:Íción de Ja legislación ambiental 

1. El Secretariado podrá examinar peticiones de cualquier persona u organización sin 
vinculación gubernamental que asevere que una Pane está incurriendo en omisiones en Ja 
aplicación efectiva de su legislación ambiental, si el Secretariado juzga que Ja petición: 

(a) se presenta por escrito en un idioma designado por esa Pane en una 
notificación al Secretariado; 

(b) identifica claramente a Ja persona u organización que presenta Ja petición; 

(e) proporciona información suficiente que permita al Secretariado revisarla, e 
incluyendo las pruebas documentales que puedan susten_tru:Ja;: 

(d) parece encaminada a promover Ja aplicación de Ja ley.y no, a hostigar una 
industria; · 

(e) señala que el asunto ha sido comunicado por escrito a las autoridades 
peninentcs de la Pane y, si la hay, Ja respuesta de Ja Parte; y 

(f) Ja presenta una persona u organización que reside o está establee.ida en 
territorio de una Pane. 

2. Cuando considere que una petición cumple con Jos requisitos estipulados en el párrafo 
1, el Secretariado dctcnninará si Ja petición amerita solicitar una respuesta de Ja Pane. Para 
decidir si debe solicitar una respuesta, el Secretariado se orientará por las siguientes 
consideraciones: 

(a) si Ja petición alega daño a la persona u organización que Ja presenta; 

(b) si la petición, por si sola o conjuntamente con otras, plantea asuntos cuyo 
ulterior estudio en este proceso contribuiría a Ja consecución de las metas de 
este Acuerdo; · · · 
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- . - .· 

(c) si se ha acudido a los recursos al alcance de los particulares conforme a la 
legislación de la Parte; y · · •, ·· · ·'· ''·· .,, •·· 

(d) si Ja petición se basa exclusivamente eri rioticiás él;; los'medios de''• 
comunicación. '· _, '~~ · · 

Cuando el Secretariado solicite una respuesta, remitirá a Ía Parte unii'c::opiá de la p~tición, asi 
como cualquier otra información de apoyo que la acompañe; · · · · 

3. La Parte notificará al Secretariado en un plazo de 30 días y; en'circü.nstiincÍ~ 
excepcionales en un plazo de 60 días posteriores a la entrega de la solicitiiél:· · ,. · ,,.,,.,.,. 

(a) 

(b) 

si el asunto es materia de un procedimiento judicial o ·administrá~ivo peJ1diente 
de resolución, en cuyo caso el Secretariado no contiríuara'.con el trámite;· y·· 

cualquier otra información que la Parte desee presen.tar; t~l'i:o~·~:<ti' 
·,»··e· ' -~:_·, ' .:P.: ,"¡.·."1:·,~·-

(i) si el asunto ha sido previamente materia de un p~o~eé!iniíerli6 ju~icial o 
administrativo; y .. 

;-,':_ 

(ii) si hay recursos internos relacionados con el asunto'que esté;.¡ al akance 
de la persona u organización que presenta la petición y si se ha acudido 
a ellos. · · '" ... ' " 

Artículo 15: Expediente de hechos 

1. Cuando considere que, a la luz de la respuesta dada por la Parte, lá'pétición'amerita 
que se elabore un expediente de hechos, el Secretariado lo informará al Consejo e indicará sus 
razones . 

., El Secretariado elaborará el expediente de hechos, si el Consejo le ·ordena hacerlo 
mediante el voto de dos terceras partes de sus miembros. 

3. La elaboración del expediente de hechos por el Secretariado, deéc)nformidad con este 
Artículo, se hará sin perjuicio de cualesquiera medidas ulteriores que puedan adoptarse 
respecto a una petición. · · :. '··,·~--:-- ··.-<, ·'-- -

4. Para la elaboración del expediente de hechos, el Secretariado tomai-á'en cuenta tcidá fa 
información proporcionada por una Parte y podrá tomar en cuenta toda inforinación " 
pertinente, de naturalc7.a técnica, científica u de otra que: 

(a) esté disponible al público; 

(b) sea presentada por personas u organizaciones interesadas sin vinculación 
gubernamental; 
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(c) sea presentada por el Comité Consulti.vo Público Conjunto; o 

( d) elaborada por el Secretariado o por expertos independientes. 

5. El Secretariado presentará al Consejo un proyecto del expediente de hechos. Cualquier 
Parte podrá hacer observaciones sobre la exactitud del proyecto en un plazo de 45 días . 
posteriores a su presentación. ' · ··.'"· · · ,. 

6. El Secretariado incorporará las observaciones que procedan en el expediente final de 
hechos y la presentará al Consejo. ?:: ··' '·" 

7. Mediante el voto de las dos terceras partes d~·~u~ ;,';iefub;os, el'~onsejo podría poner a 
disposición pública el expediente final de Jos hcchos/nórmalmente eri uÍfplazo· de 60 días a · 
partir de su presentación. · · 

Sección C: Comités Consultivos 

Artículo 16: Comité Consultivo Público Conjunto 

1. El Comité Consultivo Público Conjunto se integrará por quince personas, salvo que el 
Consejo decida otra cosa. Cada una de las Partes o, si la Parte así lo decide, su Comité 
Consultivo Nacional, convocado de confom1idad con el Articulo 17, designará un número 
igual de miembros. 

2. El Consejo establecerá las reglas de procedimiento del Comité Consultivo Público 
Conjunto y éste elegirá a su propio presidente. 

3. El Comité Consultivo Público Conjunto se reunirá por lo menos una vez al año durante 
el periodo de sesiones ordinarias del Consejo y en cualquier otro momento que decidan el 
Consejo o el presidente del Comité con el consentimiento de Ja mayoria de sus miembros. 

-1. El Comité Consultivo Público Conjunto podrá asesorar al Consejo sobre cualquier 
asunto perteneciente al ámbito de este Acuerdo, incluso sobre cualquier documento que se le 
haya presentado conforme al párrafo 6, así como sobre la aplicación y el desarrollo ulteriores 
de este Acuerdo, y podrá desempeñar cualquier otra función que le asigne el Consejo. 

5. El Comité Consultivo Publico Conjunto podrá proporcionar al Secretariado 
información técnica, científica o de cualquier otra clase que sea pertinente, incluso para 
propósitos de la elaboración de un expediente de hechos conforme al Articulo 15. El 
Secretariado enviará al Consejo copia de dicha infom1ación. 

6. El Secretariado proporcionará al Comité Consultivo Público Conjunto, al mismo 
tiempo que se lo presente al Consejo, copia de la propuesta de programa y de presupuesto 
anuales de la Comisión, el proyecto de informe anual y cualquier otro informe que el 
Secretariado haya elaborado de conformidad con el Artículo 13. 
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7. Mediante el voto de las dos terceras partes de sus miembros, el Consejo podrá poner 
los expedientes de hechos a disposición del Comité Consultivo Público Conjunto. 

Artículo 17: Comités Consultivos Nacionales 

Cada una de las Partes podrá convocar un comité consultivo naeional, integrado por 
miembros de la sociedad, incluyendo representantes de organizaciones y personas sin 
vinculación gubernamental, con el fin de recibir asesoría sobre la aplicación y ulterior 
desarrollo de este Acuerdo. · · 

Artículo 18: Comités Gubernamentales 

Cada una de las Partes podrá convocar un comité gubername~t~I, que p-Od~, ~st~r 
integrado por representantes de los gobiernos federal, estatales'ó provinciales, ó podrá 
incluirlos, con el fin de recibir asesoría sobre la aplicación y el ulterior desarrollo de este 
Acuerdo. 

Sección D: Idiomas oficiales 

Artículo 19: Idiomas oficiales 

Los idiomas oficiales de la Comisión serán el español, el francés y el inglés. Todos los 
infonnes anuales conforme al Artículo 12, los inforrnes presentados al Consejo conforrne al 
Artículo 13, los expedientes de hechos presentados al Consejo conforme al Artículo 15(6), y 
los infon11cs de paneles conforn1c a la Quinta Parte estarán disponibles en cada uno de los 
idiomas oficiales en el momento en que se hagan públicos. El Consejo establecerá las reglas y 
los proccdi111icntos concernientes a la traducción e interpretación. 
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CUARTA PARTE 

COOPERACIÓN Y SUMINISTRO DE INFORMACIÓN 

Articulo 20: Cooperación 

l. Las Partes procurarán en todo momento logmr el consenso sobre la interpretación y la 
aplicación de este Acuerdo y harán su mayor esfuerLo por resolver, mediante cooperación y 
consultas, cualquier asunto que pudiera afectar su funcionamiento. 

2. En la mayor medida posible, cada una de las Partes notificará a cualquiera otra que 
tenga interés en el asunto toda medida ambiental vigente o en proyecto que la Parte considere 
que pueda afectar sustancialmente el funcionamiento de este Acuerdo o los intereses de esa 
otra Parte en los términos de este Acuerdo. 

3. A solicitud de cualquier otra Parte, una Parte proporcionará información y dará:· 
respuesta sin demora a las preguntas relativas a cualquier medida vigente o en proyéetÓ, ·haya 
o no notificado previamente la medida a esa otra Parte. 

4. Cualquiera de las Partes podrj no ti ficar y proporcionar a cualquiera ot~ ~oda'· 
información fidedigna relativa a posibles violaciones a la legislación ambiental de esa Parte, la 
cual será específica y suficiente para pcm1itir esta última investigar el asunto . .La Parte que 
haya sido notificada tomará las providencias necesarias, de acuerdo.crin su pr~pia legislación, 
para investigar el asunto y dar respuesta a la otra Parte. 

Articulo 21: Suministro de in formación 

1. A petición del Consejo o del Secretariado, cada una de las Partes, de conformidad con su 
legislación, proporcionará la información que requiera el Consejo o el Secretariado, inclusive: 

(a) pondrá a su disposición, sin demora, cualquier información en su poder que se 
le haya solicitado para la elaboración de un informe o expediente de hechos, 
incluso la información sobre cumplimiento y aplicación; y 

(b) hará lo razonable pam poner a su disposición cualquier otra información que se 
le solicite. 

2. Cuando una Parte considere que la solicitud de información del Secretariado es 
excesiva, o indebidamente onerosa, lo podrá notificar al Consejo. El Secretariado revisará la 
amplitud de su solicitud, a fin de satisfacer las limitaciones que establezca el Consejo 
mediante el voto de las dos terceras partes de sus miembros. 

3. Cuando una Parte no facilite la infonnación solicitada por el Secretariado, aun con los límites 
estipulados confom1e al párrafo 2, notific:mí sus nizoncs al Secretariado sin demora y por escrito. 
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QUINTA PARTE 

CONSULTAS Y SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 

Artículo 22: Consultas 

1. Cualquiera de las Partes podrá solicitar por escrito consultas con cualquiera otra Parte 
respecto a Ja existencia de una pauta persistente de omisiones en Ja aplicación efectiva de la:" 
legislación ambiental de esa otra Parte. 

2. La Parte solicitante entregará la solicitud a las otras Partes y al Secretariado. 

3. A menos que el Consejo disponga otra cosa en las reglas y procedimientós 
establecidos conforme al Artículo 9(2), la tercera Parte que considere tener uri interés: .. 
sustancial en el asunto, estará legitimada para participar en las consultas, mediante.entrega de 
notificación escrita a las otras Partes y al Secretariado. · · · ·;;.·,• ·•,.;:· .,,,. · · • 

_' '·i~·'·li·;·,~; t.q··· ;j::,.; 
. ;- ' -· .· .i." . . ' ' ~ ._ .. _, . -

..J. Las Partes consultantes harán todo lo posible por alcanzar'imá scílucion' mlltuainente 
satisfactoria del asunto a través de las consultas previstas en este Articuló.'< •' ~-"., '> 

;);.-.' r:.~.·:-~' .' :'?'.\'_1;;~'.:~~; '.~t·:_~-~~· .. : ·; 
--~ :.S;:1< :-~;x~~-;: fj~:}.2,;,.1·;·,:' :.· 

••• • -: ~ • ' _.> :··e,·;_ ; .;:.'.!.' " '.' .:_ 

Artículo 23: Inicio del procedimiento 'é•':;c;•;,;¡•: .•e·;:, ·;,_;:;c .. "·;,; 
". - . -,,J _ .. _-·;.~~~{'·'.,~'.i~l;~~-:í?~;.~t~!):~~~:/->-. -

1. Cuando las Partes consultantes no logren resolver el asunto"conforyne al Artículo 22 en 
Jos 60 días posteriores a la entrega de la solicitud de consultas; o'denfro.del plazo que 
acuerden, cualquiera de las Partes podrá solicitar por escrito una 'sesión 'extraordinaria del 
Consejo. ·-. :, -· ~:~~-_:_; ?/ ~:-·--~~:';_:~\: "~ ~· 

•. . _-•. _¿ __ .!_. 

2. La Parte solicitante indicará en la solicitud el asunto moti.Jo 'de lá'qi'ieJ3 y entregará 
dicha solicitud a las otras Partes y al Secretariado. · ,;;;; · '•:- .. · · 

. . 
3. A menos que decida otra cosa, el Consejo se reunirá _dentro de los"veinte días 
siguientes a Ja entrega de la solicitud y se abocará sin demora a reliolver la controversia. 

,.- ',!"';'¡ u' ¡; 

4. El Consejo podrá: 

(a) convocar a los asesores técnicos o crear los grupos de' trabajo o de expertos que 
considere necesarios; 

(b) recurrir a Jos buenos oficios, la conciliaCión; la médiáción o a otros 
procedimientos de solución de controversias;. o· · ·'' · 

(e) fomrnlar recomendaciones,. 
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para ayudar a las Partes a alcan7.ar una solución mutuamente satisfactoria de Ja controversia. 
Las recomendaciones se harán públicas, si así lo decide el Consejo mediante el voto de las dos 
terceras partes de sus miembros. 

5. Cuando juzgue que un asunto corresponde propiamente al ámbito de otro acuerdo o 
arreglo del que sean parte las Partes consultantes, el Consejo les remitirá el asunto para que 
adopten las medidas que procedan confom1e a dicho acuerdo o arreglo. 

Artículo 24: Solicitud de integración de un panel arbitral 

J. Si un asunto no se resuelve en un plazo de 60 días posteriores a Ja reunión del Consejo 
conforme al Artículo 23, a solicitud escrita de cualquiera de las Partes consultantes, el Consejo 
decidirá, mediante el voto de dos terceras partes de sus miembros, convocar un panel arbitral 
para examinar el asunto cuando se alegue Ja existencia de una pauta persistente de omisiones 
de Ja Parte demandada en Ja aplicación efectiva de su legislación ambiental relativa a Jos 
Jugares de trabajo, las empresas, las compañias, o Jos sectores que produzcan bienes o 
proporcionen servicios: 

(a) que sean objeto de comercio entre Jos territorios de las Partes; o 

(b) que compitan en territorio de Ja Parte demandada con bienes producidos o con 
servicios proporcionados por personas de otra Parte. 

2. Cuando Ja tercera Parte considere tener un interés sustancial en el asunto, tendrá 
derecho a participar como Parte reclamante previa entrega de notificación escrita de su 
intención de intervenir, a las Partes contendientes y al Secretariado. La notificación se 
entregará tan pronto sea posible, pero en ningún caso después de siete días a partir de Ja fecha 
de Ja votación del Consejo para Ja integración de un panel. 

3. A menos que las Partes contendientes acuerden otra cosa, el panel se establecerá y 
desarrollará sus funciones en concordancia con las disposiciones de esta Parte. 

Artículo 25: Lista de panclistas 

1. El Consejo integrará y conservará una lista de hasta 45 individuos que cuenten con las 
aptitudes y Ja di.sposición para ser panelistas. Los miembros de la lista serán designados por 
consenso, por periodos de tres años, y podrán ser reelectos. 

2. Los miembros de la lista deberán: 

(a) tener conocimientos especializados o experiencia en derecho ambiental o en su 
aplicación, o en Ja solución de controversias derivadas de acuerdos 
internacionales, u otros conocimientos o experiencia científicos, técnicos o 
profesionales pertinentes; 
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(b) ser electos estrictamcnte~~·r.JriC:ió;,'é!~~ü.;6jeíividad, confiabilidad ~b1:1c:n 
júiéio; 

(e) ser independientes, no estar vinculados con i:inguna de las P'1rtes,. ni con el . 
Secretariado ni el Comité Consultivo Público Conjúnto, ni recibir ÍÍlstrucciones 
de los mismo:i; y · · · · · · · · 

(d) cumplir con el código de conducta que establezca el Consejo. 

Articulo 26: .Requisitos para ser pa11elista ' 

1. .Todos los panelistas debc:rán _reunir los reqtiisitos s~ñalados .en el ~Í\rtículo 25(2). 

2. No J>oé!i':án ser P'1rielistas~11'u~~A6~tr'oyeáiá' l()~-ir~cli':'í~.ú?s'·~~~: 
(a) hubieren inteíVeñido en eH~ en los té;.minos del Artfculo 23(~); o 

>~ 

(b) tengan en ella un interés, o lo tdng~· un~·peraona,u organización vinculada con 
ellos según lo disponga el código í:le conducta estableé:idÓ conforme al.Artículo 
25(2)(d). • ':'\, .. 

Artículo 27: Selección.del panel 

1. Cuando haya dos Partes contendientes, ~e seguirá· el sigi;·ierite prodeclimi~nto: 

(a) El panel se integrará por cinco miembros. 

(b) Las Partes contendientes procurarán acordar la designación del presidente del 
panel en los 15 días siguientes a la votación del Consejo para la integración del 
mismo. En caso de que las Partes contendientes no logren llegar a un acuerdo 
en este periodo, una de ellas, electa por sorteo, designará, en el plazo de 5 días, 
al presidente, que no será ciudadano de la Parte que hace la designación. 

(e) Dentro de los 15 días siguientes a la elección del presidente, cada Parte 
contendiente seleccionará a dos panelistas que sean ciudadanos de la otra Parte 
contendiente. 

(d) Si una Parte contendiente no selecciona a sus panelistas dentro de_ese lapso, 
éstos se seleccionarán por sorteo de entre los miembros de la lista que sean 
ciudadanos de la otra Parte contendiente. 

2. Cuando haya más de dos Partes contendientes, se seguirá_ el siguiente procedimiento: 

(a) El panel se integrará con cinco miembros. 
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(b) Las Partes contendientes procurarán acordar la designación del presidente del 
panel en los 15 días siguientes a la votación del Consejo para su integración. 
En caso de que las Partes contendientes no logren llegar a un acuerdo en este 
periodo, la Parte o Partes del lado de la controversia escogido por sorteo, 
seleccionarán en el plazo de 1 O días al presidente, que no será ciudadano de 
dicha Parte o Partes. 

(e) En los 30 días posteriores a la selección del presidente, la Parte demandada 
designará dos panelistas, uno de los cuales será ciudadano de una de las Partes 
reclamantes, y el otro será ciudadano de otra Parte reclamante. Las Partes 
reclamantes seleccionarán dos panclistas que sean ciudadanos de la Parte 
demandada. 

(d) Si alguna de las Partes contendientes no selecciona a un panelista dentro de ese 
lapso, éste será electo por sorteo de conformidad con los criterios de 
nacionalidad del inciso (e). 

3. Por lo regular, los panelistas se escogerán de la lista. Cualquier .Parte contendiente 
podrá presentar una recusación sin expresión de causa contra cualquier individúo_ qué no.·: .. 
figure en la lista y que sea propuesto como panelista por una Parte contendiente, én. Jos'30 .días 
siguientes a aquél en que se haga la propuesta. '· '· ·' .. ·' · · • , "' 

4. Cuando una Parte contendiente considere que un panelista ha incurrid~én,una ,, 
violación del código de conducta, las Partes contendientes realizarán éorisüJtris' Y,"de.asÍ '· 
acordarlo, destituirán a ese panelista y elegirán uno nuevo de conformidad con las 
disposiciones de este articulo. ' '· ·~·." "' ~ ........... " 

,,:>· ·-t'·\'• 

Artículo 28: Rcglus de procedimiento 

1. El Consejo establecerá Reglas Modelo de Procedl~ie~tc>. i:.~~ ~;c)c:edi~i~ntos 
garantizarán: · · ' .. ~ ... ' · 

"' ' .... ' ' " ' ' " ' ,, 
(a) como mínimo el derecho a una audienda ante el panel; 

(b) la oportunidad de prcsentaráÍég~te)s_y.répliC:l!s.pÓ~ escrito; y 

(c) que ningún panel divul;u~~~¿~~~~íi:id~~o~:iencn ~pÍ~i~Íles de mayoría o 
minoría. .é•;;f.'i: ., .. ::, ,: 

2. Salvo que las Partes contendlent~s:c'~;i<;"g;;'g~~ o'tii;'~ü~ii. los piÚieles convocados de 
confom1idad con esta Parte se instalarány:segiifrán'sus:próé:eélimi'entos conforme a las Reglas 
Modelo de Procedimiento. · ... ' ':· : , .. ' ':" · · · ·' · · 

3. A menos que las Partes contendierli;;s ac~.ie;<led'btra cosa, en los 20 días siguientes a la 
votación del Consejo para integrar el panel, el acta de misión será: 



"Examinar, a la luz de las disposiciones aplicables del Acuerdo, incluidas las 
dispuestas en la Quinta Parte, si ha habido una pauta persistente de omisiones de la 
Parte demandada en la aplicación efectiva de su legislación ambiental, y emitir las 
conclusiones, detem1inaciones y recomendaciones a que se refiere el Artículo 31 (2)." 

Artículo 29: Participación de Ja tercera Parte 

Una Parte que no sea contendiente, previa entrega de notificación escrita a las Partes 
contendientes y al Secretariado, tendrá derecho a asistir a todas las audiencias, a presentar 
comunicaciones escritas y orales al panel y a recibir comunicaciones escritas de las Partes 
contendientes. 

Artículo 30: Función de Jos expertos 

A instancia de una Parte contendiente, o por su propia iniciativa, el panel podrá recabar 
la información y la asesoria técnica de las personas o grupos que estime pertinente, siempre 
que las Partes contendientes así lo acuerden y conforme a los ténninos y condiciones que esas 
Partes convengan. 

Articulo 31: Informe preliminar 

1. El panel fundará su infonnc en los argumentos y comunicaciones presentados por las 
Partes y en cualquier infom1ación que haya recibido de conformidad con el Artículo 30, a 
menos que las Partes contendientes acuerden otra cosa. 

2. Salvo que las Partes contendientes convengan otra cosa, denfro de los 180 día;;" 
siguientes al nombramiento del último panclista, el panel presentará a las Partes contendientes 
un informe preliminar que contendrá: · · · · · · 

(a) las conclusiones de hecho; 

(b) la determinación sobre si ha habido una pauta persistente de omisiones de la 
Parte demandada en la aplicación efectiva de su legislación ambiental, o 
cualquier otra determinación solicitada en el acta de misión; y 

(c) en caso de que el panel emita una determinación afirmativa conforme al inciso 
(b), sus recomendaciones, cuando las haya, para la solución de la controversia, 
las cuales normalmente serán que la Parte demandada adopte y aplique un plan 
de acción suficiente para corregir la pauta de no aplicación. 

3. Los panelistas podrán formular votos particulares sobre cuestiones en que no exista 
acuerdo unánime. 
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4. Las Partes contendientes podrán hacer observaciones por escrito al panel sobre el 
informe preliminar, en los 30 días siguientes a su prescntadón.:: ··· · ·· · 

' ._.',1 .. ' 

5. En este caso y luego de examinar las observaciones escritas, el. panel podrá, de oficio o 
a petición de alguna Parte contendiente: · .· ·' ; .. · · 

' (a) solicitar las observaciones de cualquier Parte involucrada; 

(bJ reconsiderar su informe; y 

(c) llevar a cabo cualquier examen ulterior que considere pertinente. 

Artículo 32: Informe final 

J. El panel presentará a las Partes contendientes un infom1e final, y los votos particulares 
sobre las cuestiones en que no haya habido acuerdo unánime, en un plazo de 60 días a partir 
de la presentación del informe preliminar, a menos que las Partes contendientes convengan 
otra cosa. 

2. Las Partes contendientes comunicarán al Consejo el informe final del panel, así como 
todas opiniones escritas que cualquiera de las Partes contendientes desee anexar. en términos 
confidenciales, en los 15 días siguientes a que les sea presentado. 

3. El informe final del panel se publicará cinco días después de su comunicación al 
Consejo. 

Artículo 33: Cumplimiento del informe final 

Cuando un panel ha determinado, en su informe final, que ha habido una pauta 
persistente de omisiones de la Parte demandada en la aplicación efectiva de su legislación 
ambiental, las Partes contendientes podrán acordar un plan de acción mutuamente 
satisfactorio, el cual, por lo regular, se ajustará a las determinaciones y recomendaciones del 
panel. Las Partes contendientes notificarán sin demora al Secretariado y al Consejo toda 
resolución que hayan acordado sobre la controversia. 

Artículo 34: Revisión del cumplimiento 

1. Cuando un panel ha determinado, en su informe final, que ha habido una pauta 
persistente de omisiones de la Parte demandada en la aplicación efectiva de su legislación 
ambiental, y: 

(a) las Partes contendientes no hayan llegado a un acuerdo sobre un plan de 
acción, de confonnidad con el Artícu10·33·dentro de los 60 díás siguientes a la 
fecha del informe final; o 
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(b) las Partes contendientes no llegan a un acuerdo respecto a si la Parte ' 
demandada está cumpliendo plcnamcrÍtc.con: · · · · 

(i) 

(ii) 

(iii) 

el plan de acción que se considere establecido por el panel conforme al 
párrafo 2; o · , ' 

el plan de acción aprobado o establecido por un panel conforme al 
párrafo 4, 

cualquiera de las Partes contendientes podrá solicitar que el panel se reúna de nuevo. La Parte 
solicitante entregará la solicitud por escrito a las otras Partes y al Secretariado. Entregada la 
solicitud al Secretariado, el Consejo convocará de nuevo al panel. 

2. Ninguna de las Partes podrá presentar una solicitud conforme al párrafo l(a) en un 
plazo menor de 60 dias, ni después de los 120 días posteriores a la fecha del informe final. 
Cuando las Partes contendientes no han llegado a un acuerdo sobre un plan de acción y si no 
se ha presentado una solicitud conforme al párrafo 1 (a), 120 días después de la fecha del 
informe final se considerará establecido por el panel el último plan de acción, si lo hay, 
presentado por la Parte demandada a la Parte o Partes reclamantes en un plazo de 60 días 
posteriores a la fecha del infom1e final, o en cualquier otro periodo acordado por las Partes 
contendientes. 

3. Una solicitud conforme al párrafo l(b) podrá presentarse después de 180 días 
posteriores a que un plan de acción: 

(a) se haya acordado de confom1idad con el Articulo 33; 

(b) haya sido considerado establ_ecido por el panel de _conformidad con el párrafo 
2; o ' ',-.~ , .. 

(e)·:. ··~?::1id;,:,P[z::~;;~:r~~f~c~f.t,_.t~!8~.fjtt!·:~;~.~~~~~¿rt¡dad con el pá~fo 
y únicamente durante el periodo de cualquierphan'de acción: 

- ., ·~· 

4. Cúando un panel se ~~(in~ de ~i..e~o' 6~~forine _ai: párrafo, l (a): 

(a) ,dete!lninará si cu~lqÚier plan de acción proi~esto por la Parte.demandada es 
.suficiente para corr.egir la pauta.de.no aplicación, y,,,,, "''' 

(i) en caso de serlo, aprobará el plan; o 

(ii)• en caso de no serlo, establecerá un plan conforme. con la legislación de 
Ja Parte demandada, y 
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. . ·-·;-. . 

(b) podnl; si lo amerita, imponer una contribución monetaria de conformidad con 
el Anexo 34, · · · .. · 

dentro de los 90 días posteriores a que el panel se haya reunido de nuevo o 'en cualquier otro 
periodo que acuerden las Partes contendientes. · · · · 

5. Cuando un panel se reúna de nuevo conforme al párrafo l(b), determinará si: 

(a) la Parte demandada está cumpliendo plenamente con el plan de acción, en 
cuyo caso el panel no podrá imponer una contribución monetaria; ó 

(b) la Parte demandada no está cumpliendo plenamente con el plan de acción, en 
cuyo caso el panel impondnl una contribución monetaria de conformidad con 
el Anexo 34, · 

dentro de los 60 días posteriores a que se haya reunido de nuevo o en cualquier otro periodo 
que acuerden las Partes contendientes. 

6. Un panel vuelto a convocar de confom1idad con este Artículo dispondrá que la Parte 
demandada cumpla plenamente con cualquiera de los planes de acción a que se refiere el 
párrafo 4(a)(ii) o S(b), y que pague la contribución monetaria que se le haya impuesto de 
conformidad con el párrafo 4(b) o S(b), y esa disposición será definitiva. 

Artículo 35: Procedimientos adicionales 

Después de 180 días a partir de la determinación de un panel conforme al Artículo 
34(5)(b), en cualquier momento una Parte reclamante podrá solicitar por escrito que se reúna 
de nuevo el panel para que éste determine si la Parte demandada está cumpliendo plenamente 
con el plan de acción. El Consejo convocará de nuevo al panel previa entrega de la solicitud 
escrita a las otras Partes y al Secretariado. El panel presentará su determinación dentro de los 
60 días posteriores a que se le haya convocado de nuevo o en cualquier otro periodo que 
acuerden las Partes contendientes. 

Artículo 36: Suspensión de beneficios 

1. Conforme al Anexo 36A, cuando una Parte no haya pagado la contribución monetaria 
dentro de los 180 días posteriores a que el panel se la haya impuesto: 

(a) conforme al Artículo 34(4)(b), o 

(b) conforme al Articulo 34(5)(b), salvo cuando los beneficios puedan ser 
suspendidos conforme el párrafo 2(a), 
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la Parte o Partes reclamantes podrán suspender respecto a la Parte demandada, .de confom1Ídad 
con el Anexo 36B, beneficios derivados del TLC, por un monto no mayor al necesario· para 
cobrar la contribución 1nonctaria. · · .-· ' - ~. ~: 

2. Conforme al Anexo 36A, cuando un panel haya hecho una determinación conforme al 
Artículo 34(5)(b) y el panel: · o 

(a) 

(b) 

anteriormente haya impuesto una contribución monetaria de conformidad con 
el Artículo 34(4)(b) o establecido un plan de acción de conformidad éon el 
Artículo 34(4)(a)(ii); o 

haya determinado subsecuentemente conforme al Artículo 35 que una Parte no 
está cumpliendo plenamente con el plan de acción, 

la Parte o Partes reclamantes podrán suspender anualmente respecto a la Parte demandada, de 
conformidad con el Anexo 36B, beneficios derivados del TLC por un monto no mayor al de la 
contribución monetaria impuesta por el panel de conformidad con el Artículo 34(5)(b). 

3. Cuando más de una de las Panes reclamantes suspenda la aplicación de beneficios 
conforme al párrafo 1 o 2, la suspensión combinada no ser.í mayor al monto de la contribución 
111onctaria. 

4. Cuando una Parte suspenda la aplicación de beneficios conforme al párrafo 1 o 2, el 
Consejo, previa entrega de solicitud escrita por la Parte demandada a las otras Panes y al 
Secretariado. convocará de nuevo al panel para que determine, según sea el caso, si se ha 
pagado o cobrado la contribución monetaria, o si la Parte demandada está cumpliendo 
plenamente con el plan de acción. El panel presentará su infom1e dentro de los 45 días 
posteriores a su reunión. Si el panel concluye que se ha pagado o cobrado la contribución 
monetaria, o que la Parte demandada está cumpliendo plenamente con el plan de acción, según 
sea el caso, se dará por ten11inada la suspensión de beneficios conforme al párrafo 1 o 2. 

5. El Consejo reunirá de nuevo al panel, previa entrega de solicitud escrita de la Parte 
demandada a las otras Panes y al Secretariado, para que determine si la suspensión de 
beneficios por la Parte o las Panes reclamantes de acuerdo con el párrafo 1 o 2, es 
manifiestamente excesiva. Dentro de los 45 días posteriores a la solicitud, el panel presentará 
a las Panes contendientes un informe que contenga su determinación. 
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SEXTA PARTE 

DISPOSICIONES GENERALES 

Articulo 37: Principios para la aplicaciím de la legislación ambiental 

Ninguna disposición en este Acuerdo se interpretará en el sentido de otorgar derecho a 
las autoridades de una de las Partes a llevar a cabo actividades de aplicación de su legislación 
ambiental en territorio de otra Parte. 

Artículo 38: Derechos de particulares 

Ninguna de las Partes podrá otorgar derecho de acción en su legislación contra 
ninguna de las otras Partes, con fundamento en que una medida de otra Parte es incompatible 
con este Acuerdo. 

Artículo 39: Protección de información 

1. Ninguna disposición de este Acuerdo se interpretará en el sentido de obligar a ninguna 
de las Partes a proporcionar ni a dar acceso a infonnación: 

(a) cuya divulgación pudiera obstaculizar la aplicación de.su legislación 
ambiental; 

(b) de cuya divulgación esté protegida por sus leyes relativas a ·la información 
empresarial o comercial reservada, privada personal, o la confidencialidad en 
la toma de decisiones del gobierno. 

2. Cuando una Parte proporcione infonnación confidencial o comercial reservada a otra 
Parte, al Consejo, al Secretariado o al Comité Consultivo Público Conjunto, quien la reciba le 
dará el mismo trato que la Parte que la proporciona. 

3. La infonnación confidencial o comercial reservada proporcionada por una Parte· a un 
panel confonnc a este Acuerdo recibirá el trato estipulado en las reglas de procedimiento 
establecidas conforme al Artículo 28. 

Artículo 40: Relación con otros tratados ambientales 

Ninguna disposición de este Acuerdo se interpretará en el sentido de afectar los 
derechos y las obligaciones existentes de las Partes conforme a otros acuerdos internacionales 
ambientales, incluso acuerdos de conservación, del que tales Partes sean parte. 
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Artículo 41: Extensión de las obligaciones 

El Anexo·4.1 ·~e apfü::a a_ las Partes mencionadas en ese anexo. 

Artículo 4Ú. Seg.~r,i~ad, ~.acional 

.. Ning~~a ~i.sposición de este Acuerdo se interpretará en el sentido de: 

(a) 

(b) 

.. •: • ;obÚgar a ninguna de las Partes a 'proporcionar' ni a dar acceso a información 
cuya divulgación considere contraria a sus 'interesés esenciales en máteria de· 
seguridad; o 

impedir a ninguna de las Partes que adopte cualesquiera medidas que considere 
necesarias para proteger sus intereses esenciales en materia de seguridad, 
referentes: 

(i) al armamento, municiones y pertrechos de guerra, y 

(ii) a la aplicación de políticas nacionales o de acuerdos internacionales en 
materia de no proliferación de armas nucleares o de otros dispositivos 
explosivos nucleares. 

Artículo 43: Financiamiento de la Comisión 

Cada una de las Partes contribuirá al presupuesto anual de la Comisión en partes 
iguales, según la disponibilidad de recursos asignados, confonnc a los procedimientos legales 
de cada Parte. Ninguna de las Partes estará obligada a pagar una parte mayor a la de ninguna 
de las otras Partes con respecto al presupuesto anual. 

Artículo 44: Privilegios e inmunidades 

El director ejecutivo y el personal de apoyo del Secretariado gozarán en territorio de 
cada Parte de los privilegios e inmunidades necesarios para el desempeño de sus funciones. 

Articulo 45: Definiciones 

1. Para los efectos de este Acuerdo: 

No se considerará que una Parte haya incurrido en omisiones en "la aplicación 
efectiva de su legislación ambiental", o en incumplimiento del Artículo 5(1) en un caso en 
particular en que la acción u omisión de que se trate, por parte de las dependencias o 
funcionarios de esa Parte: 
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(a) 

'(b) 

refleje el ejercicio razonable de su discreción con respecto·a cuestiones de 
investigación, judiciales, rcgulatorias o de cumplimiento dé Ja ley; o 

resulte de decisiones de buena fe para asignar Jos recursos necesarios para 
aplicar la ley a otros asuntos ambientales que se consideren de mayor 
prioridad; 

"organi7.ación sin vinculación gubernamental" significa cualquier organización o 
asociación científica, profesional, de negocios, no lucrativa, de interés público, u otra 
organización o asociación que no sea parte del gobierno ni esté bajo su dirección; 

"pauta persistente" significa un curso de acción o de omisiones sostenido y recurrente 
posterior a Ja fecha de entrada en vigor de este Acuerdo; 

"provincia" significa una provincia de Canadá, e incluye el territorio del Yukón y Jos 
territorios del Noroeste y sus sucesores; y 

"territorio" significa, para cada Parte, el territorio de esa Parte según se define en el 
Anexo 45. 

2. Para Jos efectos del Artículo 14(1) y Ja Quinta Parte: 

(a) "legislación ambiental" significa cualquier ley o reglamento de una Parte, o 
sus disposiciones, cuyo propósito principal sea Ja protección del medio 
ambiente, o Ja prevención de un peligro contra la vida o Ja salud humana, a 
través de: 

(i) la prevención, el abatimiento o el control de una fuga, descarga, o 
cn1isión de contan1inantes arnbientales, 

(ii) el control de químicos, sustancias, materiales o desechos peligrosos o 
tóxicos, y Ja diseminación de información relacionada con ello; o 

(iii) la protección de Ja flora y fauna silvestres, incluso especies en peligro 
de extinción, su hábitat, y las áreas naturales protegidas 

en territorio de la Parte, pero no incluye cualquier ley o reglamento, ni sus 
disposiciones, directamente relacionados con Ja seguridad e higiene del 
trabajador. 

(b) Para mayor certidumbre, el término "legislación ambiental" no incluye 
ninguna ley ni reglamento, ni sus disposiciones, cuyo propósito principal sea Ja 
administración de Ja recolección, extracción o explotación de recursos 
naturales con fines comerciales, ni Ja recolección o extracción de recursos 
naturales con propósitos de subsistencia o por poblaciones indígenas. 
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(e) El propósito principal de una disposición legislativa o reglamentaria en 
particular, para efectos de los incisos (a} y (b) se determinará por su propósito 

:. principal y no por el de Ja ley o del reglamento del que forma parte. 

3. Para los efectos del Articulo 14(3), "procedimiento judicial o administrativo" 
signifiéa: 

(a) una actuación judicial, cuasi judicial o administrativa realizada por una Parte 
de manera oportuna y conforme a su legislación. Dichas actuaciones 

. comprenden: la mediación; el arbitraje; Ja expedición de una licencia, permiso, 
o autorización; Ja obtención de una promesa de cumplimiento voluntario o un 
acuerdo de cumplimiento; Ja solicitud de sanciones o de medidas de reparación 
en un foro administrativo o judicial; la expedición de una resolución 
administrativa; y 

(b) un procedimiento de solución de controversias internacional del que Ja Parte 
sea parte. 
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SÉPTIMA PARTE 

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 46: Anexos 

Los anexos de este Acuerdo constituyen parte integral del mismo .. 

Artículo 47: Entrada en vigor 

Este Acuerdo enirará en vigor el 1° de enero de 1994, inmediatamente después de la 
entrada en vigor del TLC, una vez que se intercambien notificaciones escritas que certifiquen 
que han concluido las formalidades jurídicas necesarias. 

Artículo 48: Enmiendas 

1. Las Partes podrán convenir cualquier modificación o adición a este Acuerdo. 

2. Las modificaciones y adiciones acordadas y que se aprueben según los procedimientos 
jurídicos correspondientes de cada Parte, constituirán parte integral de este Acuerdo. 

Artículo 49: Accesión 

Cualquier país o grupo de países podrán incorporarse a este Acuerdo sujetándose a los 
tén11inos y condiciones que sean convenidos entre ese país o grupo de países y el Consejo, y 
una vez que su accesión haya sido aprobada según los procedimientos legales aplicables de 
cada país. 

Articulo 50: Denuncia 

Una Parte podrá denunciar este Acuerdo seis meses después de notificar por escrito a 
las otras Partes su intención de hacerlo. Cuando una Parte lo haya denunciado, el Acuerdo 
permanecerá en vigor para las otras Partes. 

Artículo 51: Textos auténticos 

Los textos en español, francés e hlglés de este Acuerdo s_on igualmente auténticos. 
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EN TES.TIMONIO DE LO CUAL, Í~JqÜ~'súsJ¡.¡!;b"ri,'d~~¡¿amente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, firman este Acuerdo. 

ANEX034 

CONTRIBUCIONES MONETARIAS 

1. Durante el primer año a partir de la fecha de entrada en vigor de este Acuerdo, la 
contribución monetaria no será mayor de 20 millones de dólares (EE.UU.) o su equivalente en 
la moneda nacional de la Parte demandada. Después del primer año, la contribución 
monetaria no será mayor del 0.007 por ciento del comercio total de bienes entre las Partes 
correspondiente al año más reciente para el cual se tenga información disponible. 

2. Para detem1inar el monto de la contribución, el panel tomará en cuenta: 

(a) la extensión y la duración de la pauta persistente de omisiones en la aplicación 
efectiva de la legislación ambiental de la Parte; · 

(b) el nivel de aplicación que razonablemente ppdría esperarse de una Parte dada 
su limitación de recursos; 

(c) las razones de la Parte, si las hay, para no cumplir plename~te con el plan de 
acción; 

(d) los esfuerzos posteriores al informe final del panel realizados por la Parte para 
comenzar a corregir la pauta de no aplicación, y 

(e) cualquier otro factor relevante. 

3. Las contribuciones monetarias se pagarán en la moneda de la Parte demandada y se 
depositarán en un fondo establecido a nombre de la Comisión por el Consejo. Se utilizarán, 
bajo la supeivisión del Consejo, para mejorar o fortalecer el medio ambiente o la aplicación de 
la legislación ambiental de la Parte demandada, de conformidad con su derecho. 

ANEX036A 

PROCEDIMIENTO DE APLICACIÓN Y COBRO EN EL ÁMBITO INTERNO DE 
CANADÁ 

1. Para efectos de este Anexo, "determinación de un panel" significa: 
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(a) Ja detenninación hecha por un panel de confonnidad con el Artículo 34(4)(b) o 
S(b), que disponga que Canadá pague una contribución monetaria; y 

(b) Ja determ.inación hecha por un panel, de confonnidad con el Artículo 34(s)(b),'' 
. que disponga que Canadá cumpla plenamente con un plan de acción cuando el 

panel:. · · .... \! 

(i) ha establecido previamente un plan de acción de confonTiicÍad 'ca~· el 
Artículo 34(4)(a)(ii) o impuesto una contribución monetaria de · 
conformidad con el Artículo 34(4)(b); o 

(ii) ha determinado subsecuentementc, de confonnidad con el ArtícÚlo 35, 
que Canadá no está cumpliendo plenamente con un plan de acción. 

2. Canadá adoptará y mantendrá procedimientos que dispongan que: 

(a) 

(b) 

(e) 

(d) 

(e) 

(1) 

(g) 

(h) 

de confonnidad con el inciso (b), Ja Comisión, a solicitud de una Parte· 
reclamante pueda, en nombre propio, presentar ante un tribunal compeicnte 
una copia certificada de la determinación de un panel; 

Ja Comisión pueda presentar ante un tribunal Ja detcnninación de un panel 
como Ja descrita en el párrafo 1 (a) sólo si Canadá no cumpliera con la 
determinación en Jos 180 días siguientes a que ésta haya sido hecha; 

para cfoctos de su ejecución, la dctcnninación de un panel se convierta en 
mandato del tribunal, al ser presentada ante éste; 

Ja Comisión pueda llevar a cabo Jos actos tendientes a ejecutar una 
determinación de un panel convertida en mandato judicial ante dicho tribunal, 
contra la persona a la que fue dirigida la dctcn11inación de un panel, de 
conformidad con el párrafo 6 del Anexo 41; 

Jos procedimientos para hacer ejecutar Ja dctcnninación de un panel convertida 
en mandato judicial se llevarán a cabo en fonna sumaria; 

en el procedimiento para ejecutar Ja detcnninación de un panel como la 
descrita en el párrafo J(b) y que se ha convertido en un mandato judicial, el 
tribunal remitirí1 cualquier cuestión de hecho o de interpretación de la 
determinación de un panel al panel que Ja haya hecho, y la determinación del 
panel será obligatoria para el tribunal; 

Ja dctcnninación de un panel que se haya convertido en mandato judicial no 
estará sujeta a revisión o a impugnación internas; y 

el mandato expedido por el tribunal durante el procedimiento para ejecutar la 
determinación de un panel convertida en mandato judicial no ,estará sújeto a 
revisión o a in1pugnación. · ·' '.", · ,, 
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3. Cuando Canadá sea la parte demandada, se aplicarán los procedimientos adoptados o 
mantenidos por Canadá de confom1idad con este Anexo, y no los descritos en el Artículo 36. 

4. Cualquier cambio hecho por Canadá a los procedimientos adoptados y mantenidos por 
Canadá de conformidad con este Anexo que tenga como efecto menoscabar las disposiciones 
de este Anexo se considerará una violación a este Acuerdo. 

ANEX036B 

SUSPENSIÓN DE BENEFICIOS 

1. Cuando una Parte reclamante suspenda beneficios arancelarios derivados del TLC de ' 
conformidad con este Acuerdo, podrá incrementar la tasa arancelaria sobre bienes originarios 
de la.Parte de_mandada a un nivel que no exceda la menor de: 

(a) 

(b) 

la tasa arancelaria aplicable a esos bienes el día inmediatamente.anterior a la 
entrada en vigor del TLC, y 

la tasa arancelaria de nación más favorecida aplicable a esos. bienes en la fecha 
en que la Parte suspenda dichos beneficios, "··· 

y tal incremento podrá aplicarse únicamente por el tiempo necesario pára ·recaudar, a través de 
dicho incremento, la contribución monetaria. · · · ·' · 

" Al considerar los beneficios arancelarios o de otro tipo que habrán de ·suspenderse de 
conformidad con el Articulo 36( 1) o (2): 

(a) una Parte reclamante procurará suspender primero los beneficios dentro del 
mismo sector o sectores respecto a los cuales ha habido una pauta persistente 
de omisiones de la Parte demandada en la aplicación efectiva de su legislación 
ambiental; y 

(b) una Parte reclamante que considere que no es factible ni eficaz suspender 
beneficios en el mismo sector o sectores, podrá suspenderlos en otros sectores. 

ANEX041 

EXTENSIÓN DE LAS OBLIGACIONES 

1. En la fecha de la firma de este Acuerdo, o del intercambio de notificaciones escritas 
conforme al Artículo 47, Canadá presentará en una declaración una lista de las provincias en 
las que Canadá estará sujeto respecto a los asuntos comprendidos en la jurisdicción interna de 
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dichas provincias. La declaración surtirá efectos al momento de entregarse a las otras Partes, y 
no tendrá implicaciones respecto a la distribución interna de facultades en Canadá. Oc allí en 
adelante, Canadá notificará con seis meses de anticipación a las otras Partes de cualquier 
modificación a su declaración. 

2. Al considerar si ordena al Secretariado que preparare un expediente de hechos 
conforme al Artículo 15, el Consejo tomará en cuenta si la petición proviene de una 
organización o empresa sin vinculación gubernamental, constituida u organizada conforme a 
las leyes de una provincia incluida en la declaración elaborada conforme al párrafo 1. 

3. Canadá no podrá solicitar consultas conforme al Artículo 22, ni una reunión del 
Consejo conforme al Articulo 23, ni el establecimiento de un panel, ni podrá adherirse como 
Parte reclamante en contra de otra Parte conforme al Artículo 24, en representación o 
primordialmente en beneficio de ningún gobierno de una provincia que no esté incluido en la 
declaración elaborada confonne al párrafo l. 

4. Canadá no podrá solicitar una reunión del Consejo conforme al Artículo 23, ni el 
establecimiento de un panel, ni podrá adherirse como Parte reclamante en contra de otra Parte 
confom1c al Artículo 24, respecto a si ha habido una pauta persistente de omisiones por otra de 
las Partes en Ja aplicación efectiva de su legislación ambiental, salvo que Canadá declare por 
escrito que el asunto estaría sujeto a la jurisdicción federal, si surgiera en territorio de Canadá, 
o: 

(a) Canadá manifieste por escrito que el asunto estaría sujeto a la jurisdicción 
provincial si surgiera en territorio de Canadá; y 

(b) las provincias incluidas en la declaración representan al menos 55 por ciento 
del Producto Interno Bruto de Canadá para el año más reciente del cual exista 
información disponible, y 

(e) si el asunto concierne a una industria o sector específicos, que las provincias 
incluidas en la declaración representan al menos 55 por ciento de la producción 
industrial de Canadá en esa industria o sector para el año más reciente del cual 
haya información disponible. 

5. Ninguna de las otras Partes podrá solicitar una reunión del Consejo conforme al 
Artículo 23, ni el establecimiento de un panel, ni podrá adherirse como Parte reclamante de 
conformidad con el Articulo 24, respecto a si ha habido una pauta persistente de omisiones en 
la aplicación efectiva de la legislación ambiental de una provincia, salvo que esa provincia esté 
incluida en la declaración elaborada conforme al párrafo 1 y se satisfagan los requisitos de los 
incisos 4(b) y (c). 

6. A más tardar en la fecha en la que el panel arbitral sea convocado de acuerdo con el 
Artículo 24 en relación con un asunto en el ámbito del párrafo 5 de este Anexo, Canadá 
notificará por escrito a las Partes reclamantes y al Secretariado si cualquier contribución 
monetaria o plan de acción impuestos por un panel de conformidad con el Artículo 34(4) o 
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-34(5) contra Canadá, habrán de sc:r dirigidós a Su Majestad en representaeión de Canadá o a 
Su Majestad en reprc:sentación de la provincia C!n cuestión; ,·., .. '· '·: :· ,· 

7. Canadá hará su méjor esfuerzo para q~e esteAl:uerdo ~ea aptil:abl~ ~tantas pro~incias 
como sea posible. · · · 

8. Dos años después de la fech~·de.entrada en vigor de este Acuerdo, el Consejo revisará 
el funcionamiento de este Anexo y, en particular, considerará si las Partes deben modificar los 
umbrales establecidos en el párrafo 4.'::~·::.'· · '· ·. ,._;-: · · 

-.._: 
',..-_:/, ·-:.,i." "-·.,v~ 

:~·~_,:;ÁNÉ:xo 4s :-·-·. 

,-DEFINICIÓNES ESPECIFICAS POR PAÍS 

Para efectos de este Acuerdo: 

"territorio" significa: 

(a) respecto a México:· 

(i) los estados de la Federación y el Distrito Federal; 

(ii) las islas, incluidos los arrecifes y cayos en los mares adyacentes; 

(iii) las islas de Guadalupe y las de Revillagigedo, situadas en el Océano 
Pacífico; · · 

(iv) la plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas, cayos y 
arrecifes; 

(v) las aguas de los mares territoriales, en la extensión y términos que fije 
el derecho internacional, y las aguas marítimas interiores; 

(vi) el espacio situado sobre el territorio nacional, con la extensión y 
modalidades que establece el propio derecho internacional; y 

(vii) toda zona más allá de los mares territoriales de México dentro de la 
cual México pueda ejercer derechos sobre el fondo y el subsuelo 
marinos y sobre los recursos naturales que éstos contengan, de 
confom1idad con el derecho internacional, incluida la Convención de 
las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar, así como con su 
legislación interna; 

(b) respecto a Canadá, el territorio en que se aplique su legislación aduanera, 
incluida toda zona más allá de los mares territoriales de Canadá dentro de la 
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cual, de conformidad con el derecho internacional y con su legislación interna, 
Canadá pueda ejercer derechos sobre el fondo y subsuelo marinos y sobre los 
recursos naturales que éstos contengan; y 

(e) respecto a Estados Unidos: 

(i) el territorio aduanero de Estados Unidos, que incluye los cincuenta 
estados, el Distrito de Columbia y Puerto Rico; 

(ii) las zonas libres ubicadas en Estados Unidos y en Puerto Rico; y 

(iii) toda zona más allá del mar territorial de Estados Unidos dentro de la 
cual, de conformidad con el derecho internacional y con su legislación 
interna, Estados Unidos pueda ejercer derechos sobre el fondo y 
subsuelo marinos y sobre los recursos naturales que éstos contengan. 

167 


	Portada
	Índice
	Introducción
	Capítulo 1.La Relación Comercio - Medio Ambiente y Antecedentes
	Capítulo 2.Libre Comercio y Medio Ambiente en América del Norte
	Capítulo 3. El Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte (ACAAN): una Revisión Comentada
	Conclusiones
	Fuentes
	Anexo



